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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA 

XII PLENO JURISDICCIONAL DE LAS SALAS PENALES 

PERMANENTE, TRANSITORIA Y ESPECIAL 

ACUERDO PLENARIO N.° 05-2023/CIJ-112 

BASE LEGAL:   Artículo 112 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,  según  
la Ley 31595, de 26-10-2022 

ASUNTO: Suspensión de la prescripción de la acción penal
Ley 31751, de 25 de mayo de 2023 

Lima, veintiocho de noviembre de dos mil veintitrés 

Los jueces supremos de lo penal, integrantes de las Salas Penales Permanente, 

Transitoria y Especial de la Corte Suprema de Justicia de la República y del Juzgado 

Supremo de la Investigación Preparatoria, reunidos en Pleno Jurisdiccional, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 112 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, han pronunciado el siguiente: 

ACUERDO PLENARIO 

I. ANTECEDENTES

1°. Las Salas Penales Permanente, Transitoria y Especial, así como el Juzgado 

Supremo de la Investigación Preparatoria de la Corte Suprema de Justicia de la 

República, en virtud de la Resolución Administrativa 293-2023-P-PJ, de veintidós 

de mayo de dos mil veintitrés, con el concurso del Centro de Investigaciones 

Judiciales, bajo la coordinación del señor SAN MARTÍN CASTRO, realizaron el XII 

Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Penal de los Jueces Supremos de lo Penal 

– dos mil veintitrés, que incluyó la participación respectiva en los temas objeto de

análisis propuestos por la comunidad jurídica, a través del enlace de la página web

del Poder Judicial –abierto al efecto–, al amparo de lo dispuesto por el artículo 112

de la Ley Orgánica del Poder Judicial –en adelante LOPJ–, modificada por la Ley

31595, de veintiséis de octubre de dos mil veintidós, para dictar acuerdos plenarios

que definan la uniformización de la jurisprudencia penal.

2°. El XII Pleno Jurisdiccional Supremo en materia Penal de dos mil veintitrés se 

realizó en tres etapas. La primera etapa estuvo conformada por dos fases. Primera: la 
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convocatoria a la comunidad jurídica, la instalación del Pleno Jurisdiccional –que se 

realizó con la Primera Sesión del Pleno de veintidós de junio de dos mil veintitrés– y 

la selección de los temas del foro para que se propongan los puntos materia de 

análisis que necesitan interpretación uniforme y la generación de una doctrina 

jurisprudencial a fin de garantizar la debida armonización de criterios de los jueces 

en los procesos jurisdiccionales a su cargo. Segunda: la selección de temas 

alcanzados por la comunidad jurídica, la designación de jueces supremos ponentes y 

la designación de la fecha de presentación de ponencias respecto de las propuestas 

temáticas que presentaron los abogados y representantes de instituciones públicas y 

privadas. Esta fase culminó con la II Sesión del Pleno Jurisdiccional de seis de julio 

último.  

 

3°. El doce de julio último se publicaron en la página web del Poder Judicial los 

temas seleccionados para el debate. Se trata de los siguientes: A. Determinación 

judicial de la pena: problemas actuales y definición de las alternativas 

jurisprudenciales. B. Delitos ambientales: exigencia y vigencia del informe técnico 

de la autoridad administrativa, diferencias entre infracción administrativa y delito de 

contaminación ambiental, y momento de consumación del delito ambiental. C. 

Etapa intermedia: control de admisión de la prueba, prueba superabundante y control 

o limitación judicial de la solicitud probatoria. D. Delito de trata de personas: 

aspectos de determinación típica y problemas normativos. E. Suspensión de la 

prescripción de la acción penal. Alcances de la Ley 31751. F. Prisión preventiva y 

problemas concursales entre el artículo 122-B, inciso 6, del Código Penal y el 

artículo 122-B del mismo código. G. El motivo de sobreseimiento del artículo 344, 

apartado 2, literal d), del Código Procesal Penal. Alternativas interpretativas. H. 

Estándar de elementos de convicción y sobreseimiento. El recurso del actor civil 

contra el sobreseimiento y la absolución. Alcances.  

∞ El once de septiembre del presente año se seleccionaron a los juristas y las 

instituciones que harían uso de la palabra en audiencia pública. 

 

4°. Han presentado, a través de la página web del Poder Judicial, un informe escrito 

en relación con la suspensión de la prescripción de la acción penal – Alcances de la 

Ley 31751, los señores abogados Francisco Álvarez Dávila, docente de la 

Universidad de Piura, Daniel Armando Pisfil Flores, Rudy Santiago Guzmán 

Fiestas, Mario Nilton Escriba Tineo y Juan Alejandro Uchuypoma Ayala. 

 

5°. La segunda etapa consistió en el desarrollo de la Audiencia Pública que se realizó 

el jueves veintiocho de septiembre de dos mil veintitrés. Hizo uso de la palabra el 

letrado Francisco Álvarez Dávila, docente de la Universidad de Piura. 

 

6°. La tercera etapa residió, primero, en la sesión reservada de análisis, debate y 

deliberación de las ponencias; y, segundo, en la votación y obtención del número 
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conforme de votos necesarios, por lo que, en la fecha, se acordó pronunciar el 

acuerdo plenario que se emite conforme a lo dispuesto en el artículo 112 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial que faculta a las Salas Especializadas de la Corte 

Suprema de Justicia de la República para pronunciar resoluciones vinculantes a 

través de reglas interpretativas con la finalidad de concordar y definir criterios 

jurisprudenciales que han de ser de obligatorio cumplimiento en todas las instancias 

judiciales.  

 

7°. Han sido ponentes los señores SAN MARTÍN CASTRO, LUJÁN TÚPEZ, BROUSSET 

SALAS, CASTAÑEDA OTSU y GUERRERO LÓPEZ.  

 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 

§ 1.   TEMAS PROBLEMÁTICOS MATERIA DE ANÁLISIS 
 

8°. El presente Acuerdo Plenario tiene el cometido de brindar pautas hermenéuticas 

claras en relación a la institución de la prescripción penal, específicamente la 

suspensión de la prescripción de la acción penal, y los problemas que presenta la Ley 

31751, de veinticinco de mayo de dos mil veintitrés, en su interpretación y su 

aplicación judiciales.  

 

9°. La Ley 31751, publicada en el Diario Oficial El Peruano el veinticinco de mayo 

de dos mil veintitrés, modificó el artículo 84 del Código Penal –en adelante, CP– y 

el artículo 339 del Código Procesal Penal –en adelante, CPP–.  

∞ El artículo 84 del CP – Suspensión de la prescripción, quedó redactado de la siguiente 

manera:  

“Si el comienzo o la continuación del proceso penal depende de cualquier 

cuestión que deba resolverse en otro procedimiento, se considera en suspenso la 

prescripción”. 

“La suspensión de la prescripción no podrá prolongarse más allá de los plazos 

que se disponen para las etapas del proceso penal u otros procedimientos. En 

ningún caso dicha suspensión será mayor a un año” [el subrayado es 

nuestro].  

∞ El artículo 339 del CPP – Efectos de la formalización de la investigación, quedó 

redactado de la siguiente manera: 

“1. La formalización de la investigación suspenderá el curso de la prescripción 

de la acción penal de conformidad con lo dispuesto por el artículo 84 del 

Código Penal” [el subrayado es nuestro].  

   

10°. El cambio más relevante que estableció la citada Ley 31751 es que, primero, ya 

no determina que el efecto suspensivo, del comienzo o de la continuación, del 

proceso penal, permanezca hasta que el otro procedimiento quede concluido, según 

la norma originaria del Código Penal; y, segundo, fijó un plazo único como cláusula 
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de cierre: la suspensión no puede durar más de un año, salvo que los plazos que 

legalmente se estipulan para las etapas del proceso penal u otros procedimientos 

sean menores. 

∞ La reforma legislativa, por otro lado, ratificó implícitamente lo que este Tribunal 

Supremo había establecido: la suspensión –que no interrupción– establecida por el 

artículo 339, apartado 1, del CPP requería de un plazo preciso, previsible y 

preestablecido. Este Supremo Tribunal, en el Acuerdo Plenario 3-2012/CJ-116, de 

veintiséis de marzo de dos mil doce, Fundamento Jurídico Undécimo, decidió desde 

una perspectiva flexible que el plazo de suspensión sería el plazo ordinario de 

prescripción más una mitad de dicho plazo, equiparándolo con el plazo de 

interrupción de la prescripción –con ello siguió la pauta legal, aunque establecida 

para la interrupción, instaurada por el artículo 121 del anterior Código Penal de mil 

novecientos veinticuatro–. 

∞ En el Congreso, el proyecto de Ley 3991/2022-CR, de veintiuno de octubre de 

dos mil veintidós, planteó como opción la eliminación de la suspensión de la 

prescripción como institución jurídico penal, al señalar que: “El comienzo o la 

continuación del proceso penal que dependa de cualquier cuestión que deba resolverse en otro 

procedimiento, no suspenderá los plazos prescriptorios de la acción penal”. Entendió dicho 

Proyecto, que “la demora en resolver ese otro procedimiento vulnera el plazo razonable del 

proceso y el principio de presunción de inocencia”, con lo que asumió, en determinado 

sentido, la concepción procesal de la prescripción. Empero, en las discusiones habidas en 

la Comisión de Justicia y Derechos Humanos (periodo anual de sesiones 2022 – 

2023), se consideró necesario fijar un plazo preciso –en el dictamen se citó los 

modelos colombiano y chileno (aunque, por cierto, no en su base jurídica), que en 

casos de suspensión fijaban el plazo en cinco años y tres años, respectivamente–, por 

lo que, más allá de las fuentes citadas, estableció el plazo de suspensión en solo un 

año. Por lo demás, el modelo uruguayo –también citado–, al igual que el precepto 

originario del Código Penal nacional, no fijaba límite de tiempo alguno al plazo de 

la suspensión de la prescripción –explicaba FONTÁN BALESTRA, al respecto, que el 

plazo es indeterminado de antemano, pues depende la duración de la causa que la 

produce [Cfr.: Tratado de Derecho Penal, Tomo III, 2da. Edición, Editorial Abeledo 

Perrot, Buenos Aires, 1980, p. 482].  

∞ Una lástima, por lo demás, que no se tuvo presente la última reforma del artículo 

67 del Código Penal de la Argentina, según la Ley de reforma 27.206, de diez de 

noviembre de dos mil quince, mucho más flexible y que tomaba en cuenta delitos 

cometidos por Altos Funcionarios Públicos y determinados delitos graves; así como 

tampoco lo dispuesto por el artículo 78-B del Código Penal Alemán –este Código, 

en lo pertinente, fue reformado en mil novecientos setenta y cinco, mil novecientos 

ochenta y siete, mil novecientos noventa y tres y mil novecientos noventa y cuatro–, 

que se sustentaba en situaciones concretas –para delitos especialmente graves–, y 

con límites para delitos graves con un plazo máximo de cinco años y a partir del 

inicio del juicio oral. 
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11°. La entrada en vigor de la Ley 31751, con independencia de su rigor técnico y su 

concepción político criminal, exige establecer si tiene un carácter material o 

procesal, a tono con su fundamento y naturaleza jurídica, para determinar en su caso 

(i) el factor de aplicación de la misma y su retroactividad benigna, así como (ii) la 

viabilidad de la excepción de prescripción de la acción penal y su planteamiento –

tras su entrada en vigor– en sede de apelación y de casación en curso, cuando no fue 

una causal o motivo del recurso y el recurso se presentó antes de la entrada en 

vigencia. 

 

§ 2.   ALCANCES SOBRE LA PRESCRIPCIÓN  
 

12°. El régimen jurídico de la prescripción penal está desarrollado, en su ámbito esencial, 

por el Código Penal vigente, al igual que el Código Penal anterior, de mil 

novecientos veinticuatro, y el primer Código Penal, de mil ochocientos sesenta y 

dos. En todos ellos sus expresiones iniciales tienen, aparentemente, una impronta 

procesal, pues el primer Código Penal nacional hace mención al derecho de acusar (ex 

artículo 95), aunque –y esto es trascendental– fija el inicio del cómputo de la 

prescripción desde que se cometió el delito –vid.: por ejemplo, artículo 97 del 

Código Penal de 1862– (no desde su conocimiento, en consecuencia, la prescripción 

de una acción no puede contarse sino desde el día en que puede ser ejercitada, por lo 

que es de entender que lo que realmente prescribe es el delito, cuyo disvalor decae, 

desgastado por la acción del tiempo [cfr.: CURY URZÚA, ENRIQUE: Derecho – Penal 

Parte General, Tomo II, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 1985, p. 445]), pauta 

que ha sido seguida por los demás Códigos Penales nacionales. Los Códigos Penales 

de mil novecientos veinticuatro y el vigente de mil novecientos noventa y uno, 

rotularon los Títulos respectivos del Libro Primero –XV y V, respectivamente– bajo 

la denominación común de “Extinción de la acción y de la pena”, pero en modo alguno 

condicionaron el mero transcurso del tiempo a un requisito procesal específico –que 

ésta no incide sobre el delito, sino sobre la acción persecutoria, y se erige en 

condiciones de perseguibilidad o de procedibilidad–, lo que de por sí cuestiona su 

pretendida naturaleza procesal, pues el momento del ejercicio de la acción penal 

contra una persona individualizada por la comisión de una conducta presuntamente 

delictiva no condiciona el dies a quo en materia de prescripción penal; además, es 

sabido que el transcurso del tiempo, como hecho jurídico, tiene entidad para influir 

en la ilicitud o licitud de un determinado comportamiento [cfr.: CÓRDOVA RODA, 

JUAN; RODRÍGUEZ MOURULLO, GONZALO; DEL TORO MARZAL, ALEJANDRO; 

CASABÓ RUIZ, JOSÉ-RAMÓN: Comentarios al Código Penal, Tomo II, Editorial 

Ariel, Barcelona, 1976, pp. 675-677]. Impiden, pues, que la responsabilidad penal 

nazca por una razón de consolidación de una situación de hecho al transcurrir cierto 

tiempo [BRAMONT ARIAS, LUIS ALBERTO: Derecho Penal Peruano – Parte General, 

Ediciones Jurídicas UNIFE, Lima, 2004, pp. 503-504]. No es posible aceptar la 
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justificación de la prescripción en el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas 

porque tal institución no explica los casos en que las dilaciones han sido provocadas 

por la propia conducta del acusado (casos de contumacia o rebeldía), en los cuales el 

ordenamiento jurídico acepta sin embargo la eventual prescripción; y, la existencia, 

conforme al derecho vigente, de delitos imprescriptibles, como por ejemplo, 

conforme al Derecho Internacional Penal y al Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos, los delitos de lesa humanidad y, según el artículo de la Constitución, los 

delitos especialmente graves de corrupción, ex artículo 41, in fine –Ley de reforma 

constitucional 30650, de 20 de agosto de 2017– [cfr.: BALMACEDA HOYOS, 

GUSTAVO: La prescripción en el Derecho Penal Chileno. Revista de Ciencias 

Penales, Volumen XLIII, número 1 (2002), pp. 108-109]. 

∞ Sobre el particular, y atento a que, por ejemplo, el Código Penal Argentino tiene 

la misma denominación que nuestro Código, es relevante la posición de RICARDO C. 

NÚÑEZ. Este autor proporciona dos argumentos esenciales: (i) que en el sistema del 

CP la acción penal no es como la promoción de la misma –denuncia formalizada 

antiguamente o disposición de formalización de la investigación preparatoria con el 

actual CPP–, es decir, el poder de pedir ante el órgano jurisdiccional de la actuación 

de la ley penal, regulable por el derecho procesal, sino la potestad represiva misma 

(con opinión favorable de VÉLEZ MARICONDE), comprendida totalmente, con las 

causas que la extinguen, en la órbita del derecho penal material o sustantivo; y, (ii) 

que el carácter –naturaleza– material de la prescripción no se puede poner en duda y, 

asimismo, que también resulta claro que la prescripción de la acción penal, al 

extinguir la potestad represiva, produce efecto sobre la persecución y el proceso, 

impidiendo, en todo caso, un pronunciamiento sobre el fondo de la imputación 

penal, efecto que no tiene su fuente en un acto de carácter procesal [NÚÑEZ, 

RICARDO C.: Derecho Penal Argentino – Parte General, Tomo II, Editorial 

Bibliográfica Argentina, Buenos Aires, 1960, pp. 173-173]. 

∞ En esta misma óptica la Corte Suprema de Justicia de la Nación, República 

Argentina, en la sentencia recaída en el asunto “Mirás”, de dieciocho de octubre de 

mil novecientos setenta y tres, en su Fundamento Jurídico 7° señaló: “Que el instituto 

de la prescripción cabe sin duda alguna en el concepto de ‘ley penal’, desde que  ésta 

comprenda no sólo el precepto,  la sanción, la noción del delito y la culpabilidad, sino todo 

el complejo de las disposiciones ordenadores del régimen de extinción de la pretensión 

punitiva”. Posición que reafirmó en la sentencia recaída en el asunto “Arancibia 

Clavel”, de veinticuatro de agosto de dos mil cuatro, al acotar en su Fundamento 

Jurídico 20°: “Que el fundamento común del instituto de la prescripción, 

independientemente del objeto al que aluda –de la acción o de la pena–, es la inutilidad de 

la pena en el caso concreto, en loso que el transcurso del tiempo entre el hecho y el juicio, o 

entre la condena y su ejecución, hace que la persona imputada no sea la misma, como así 

también que el hecho sometido a la jurisdicción pierda vigencia vivencial conflictiva, para 

pasar a ser un medo hecho histórico-anecdótico. En definitiva, escapa a la vivencia de sus 

protagonistas y afectados”. 
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∞ En esta misma perspectiva el Tribunal Supremo Español en su sentencia 

1146/2006, de 22 de noviembre, precisó: “La prescripción significa la expresa renuncia 

por parte del Estado del derecho a juzgar en razón a que el tiempo transcurrido borra de 

alguna manera los efectos de la infracción, institución de carácter puramente material o de 

derecho sustantivo, ajena por tanto a las exigencias procesales de la acción persecutoria. 

Transcurrido un plazo razonable fijado por la norma, desde la comisión del delito, la pena 

ya no es precisa para la pervivencia del orden jurídico, ya no cumple sus finalidades de 

prevención social. Quiere ello decir que el ius puniendi viene condicionado por razones de 

orden público, de interés general o de política criminal, de la mano de la ya innecesariedad 

de una pena y de cuanto el principio de intervención mínima representa, pues resultaría 

altamente contradictorio imponer un castigo cuando los fines humanitarios, reparadores y 

socializadores, de la más alta significación, son ya incompatibles, dado el tiempo 

transcurrido”. 

∞ Por otro lado, el Código Procesal Penal no solo reguló íntegramente el ejercicio 

de la acción, penal y civil, en sede penal –que es obviamente un instituto de definida 

naturaleza procesal–, sino que fijó un instrumento procesal para hacer valer la 

prescripción, tanto en sede de investigación preparatoria como en sede intermedia. 

Estatuyó en el artículo 6, apartado 1, literal e), que la prescripción puede deducirse 

como excepción, “[…] cuando por el vencimiento de los plazos señalados por el Código 

Penal se haya extinguido la acción penal o el derecho de ejecución de la pena” –se 

entiende que la prescripción de la pena se hace valer en sede de ejecución procesal 

de la sentencia condenatoria (ex artículo 489 CPP)–. El CPP fijó expresamente la 

oportunidad procesal para deducir la prescripción como excepción, según rezan los 

artículos 7 y 350, apartado 1, literal b), y para que el órgano jurisdiccional la 

resuelva, siempre antes de culminar la etapa intermedia. El CPP, en consecuencia, 

no incorporó mayores referencias al régimen jurídico de la prescripción, de suerte 

que su núcleo, como corresponde, se encuentra en el CP. La prescripción, en suma, 

no puede afectar a la acción persecutoria sino al delito mismo, precisamente porque 

sus efectos no son de índole procesal sino sustantivos. Y el hecho de que la ley la 

regule, en pureza, como prescripción del delito, no obstante denominarla 

impropiamente “prescripción de la acción penal” –que es el mismo caso del Código 

Penal de Chile–, constituye una demostración de que así es [CURY URZÚA, 

ENRIQUE, Ibidem, p. 445]. La prescripción, por lo demás, es una causal de 

sobreseimiento, acorde a lo dispuesto por el artículo 344, apartado 2, literal ‘c’, del 

CPP, aunque ha de entenderse que su aplicación está sujeta a un orden de prelación 

entre las demás causales previstas en los literales anteriores [cfr.: BALMACEDA 

HOYOS, GUSTAVO: Ibidem, p.120].  

 

13°. Más allá de una dependencia inicial a la prescripción civil y a sus concepciones 

–por su más temprana elaboración, lo que contribuyó a que la prescripción en este 

ámbito naciera con importantes adherencias iusprivatistas–, hoy plenamente 

superadas [MANZANARES SAMANIEGO, JOSÉ LUIS y otros: Código Penal – Doctrina 

y Jurisprudencia, Tomo I, Madrid, 1997, p. 1587], la prescripción penal, desde la 
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plena autonomización y evolución del Derecho Penal, tiene sus propias notas 

características, con efectos exclusivamente liberadores o extintivos de la 

responsabilidad penal –la prescripción se articula en favor del interés público–. Ésta 

supone la invalidación por el transcurso del tiempo del valor que habían tenido 

determinadas conductas descriptas en la ley penal como delitos; el tiempo, en 

consecuencia, tiene un efecto destructor al determinar que el desvalor social y 

jurídico que mereció en su día un hecho no pueda mantenerse eternamente 

[QUINTERO OLIVARES, GONZALES (director): Comentarios al Código Penal, 

Editorial Aranzadi, Pamplona, 1996, p. 639].  La prescripción penal importa la cesación 

de la potestad punitiva del Estado –no solo de su potestad de perseguir el delito– al 

transcurrir un periodo de tiempo fijado por la ley –por lo general, mediante plazos 

escalonados, con señalamientos de momentos de inicio, interrupción y suspensión–; 

cesación que entra en el concepto de las renuncias, de suerte que el Estado abdica el 

ejercicio de su potestad punitiva y el derecho de aplicar la pena ya infligida [Cfr.: 

MAGGIORE, GIUSEPPE: Derecho Penal, Volumen II, Editorial Temis, Bogotá, 1972, 

p. 363]. Se extingue, en el primer caso, toda posibilidad de valorar jurídico-

penalmente los hechos, de atribuir responsabilidad penal por los mismos, debido al 

transcurso de un plazo de tiempo determinado. Luego, la necesidad de pena 

disminuye paulatinamente con el paso del tiempo, hasta desaparecer por completo 

[FARALDO CABANA, PATRICIA: Las causas de levantamiento de la pena, Editorial 

Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, p. 95]. 

∞ Desde esta perspectiva la prescripción es una causa general de extinción de la 

punibilidad, que sobreviene cuando el delito es tal –presuntamente lo es en cuanto a 

sus categorías de tipicidad, antijuricidad y culpabilidad– e incide sobre la sola 

punibilidad por razones extrañas o contrastantes con la tutela del bien protegido por 

el tipo delictivo, y que está ligada al curso del tiempo; y, en el caso que nos ocupa, 

presupone que no sea intervenida una sentencia definitiva de condena [MANTOVANI, 

FERRANDO: Los principios del Derecho Penal, 1ra. Edición, Ediciones Legales, 

Lima, 2007, pp. 617, 622]. Con mayor precisión, la prescripción suprime la 

obligación del sujeto de soportar su responsabilidad por la comisión de un hecho 

delictivo mediante el cumplimiento de una pena o una media de seguridad; 

obligación que tiene carácter abstracto, mientras no se dicte una sentencia firme 

condenatoria, o concreto, después de pronunciada [BOLDOVA PASAMAR, MIGUEL 

ÁNGEL y otros: Lecciones de consecuencias jurídicas del delito, 5ta. Edición, 

Editorial Tirant lo Blanch, Valencia, 2016, p. 169]. No puede dejar de reconocerse 

que las causales extintivas en general cumplen una función correctora del sistema de 

justicia penal, ante determinadas circunstancias que pueden ocurrir tras la comisión 

del delito, exista o no actividad judicial, y se proyectan sobre la pena. 

 

14°. Los más recientes estudios sobre la prescripción, especialmente en 

Iberoamérica, encuentran un fundamento único en ella, asociados a razones de 

Derecho penal material, esto es, a los fines de la pena –esencial en una concepción 
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preventiva de la pena y, por tanto, dinámica–, a la función del Derecho Penal, o a la 

existencia social de que no se prolongue de forma indebida la incertidumbre de la 

amenaza penal –que en buena cuenta también se asienta en razones materiales y que 

se ata a la seguridad jurídica, que determina que es incompatible con la posibilidad 

perpetua de remover en el pasado más lejano– [PASTOR ALCOY, FRANCISCO: 

Tratado de la prescripción Penal, Ediciones Atelier, Barcelona, 2019, p. 81].  

∞ Es verdad que, como plantean numerosos juristas y BINDING como precursor, en 

muchísimos casos estaría presente una argumentación que plantea un fundamento 

probático en la prescripción (carácter efímero y perecedero de la prueba y, por tanto, 

garantía encaminada a reducir el margen de error judicial por las supuestas 

dificultades de valoración de la prueba) y, por ello, se deriva la prescripción a los 

presupuestos u óbices procesales–: el perjuicio que el tiempo ocasiona en la 

obtención y actuación de fuentes y medios de prueba, con los riesgos de vulneración 

de la presunción de inocencia (emisión de una sentencia errónea) y de un juicio justo 

y equitativo –con proscripción de las dilaciones indebidas–. Esta posición ha sido 

una constante en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional [vid.: SSTC 0026-

2006-PI/TC, 2506-2005-PHC/TC, 2203-2008-HC/TC, entre otras], al punto que en 

la STC 9291-2006-PHC/TC se llegó a decir no solo que mediante la prescripción se 

limita la potestad punitiva del Estado porque se extingue la posibilidad de investigar 

un hecho criminal, sino que, con ello (¡dada su impronta material, sin duda!), la 

responsabilidad del supuesto autor o autores del mismo, lo que se por sí resta fuerza 

a su argumento procesalista –no siempre el tiempo genera dificultades insuperables 

de obtención de la prueba, existen casos en que ello no es así, por lo que se 

necesitaría demostrar las dificultades probatorias insuperables, lo que es 

incompatible con la lógica de la prescripción y de la propia presunción de inocencia 

[cfr.: GÓMEZ MARTÍN, VÍCTOR: La prescripción del delito, Editorial IB de F, 

Buenos Aires – Montevideo, 2017, pp. 16-17]–.  

∞ Empero, precisamente la garantía específica del plazo razonable y la regla de 

juicio de la garantía genérica de presunción de inocencia –que fija un estándar de 

prueba altísimo para condenar y afirma que en caso de duda debe absolverse al 

acusado– [vid.: artículos I, apartado 1, y II, apartado 1, del CPP] son instrumentos 

jurídicos específicos y pertinentes para afrontar el plazo del tiempo en el curso de un 

proceso penal ya instaurado, que por lo demás están sujetos a presupuestos y 

requisitos propios, no al solo transcurrir del tiempo [cfr.: GILI PASCUAL, ANTONI: La 

prescripción en Derecho Penal, Editorial Aranzadi, Pamplona, 2001, pp. 70-72].  

 

15°. La prescripción, por la que el Estado autolimita su soberano poder de castigar 

[MANZINI, VICENZO: Tratado de Derecho Penal, Volumen V, Editorial EJEA, 

Buenos Aires, 1950, número 601], se asienta en fundamentos –o criterios decisivos– 

distintos, materiales, siempre ligados al transcurso del tiempo, y en atención (i) a la 

función preventiva del Derecho Penal, a su dimensión de futuro, de ahí que su 

ubicación con mayor propiedad se encuentra en la punibilidad –aunque también se 
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puede considerar que puede afectar el injusto, a la antijuridicidad material en su 

aspecto cualitativo– [cfr.: GILI PASCUAL, ANTONI: Ibidem, p. 90-93], (ii) así como al 

común entendimiento de la integración de las reglas sobre prescripción en la norma 

sancionadora [TERRADILLOS BASOCO, JUAN – MAPELLI CAFFARENA, BORJA: Las 

consecuencias jurídicas del delito, 3ra. Edición, Editorial Civitas, Madrid, 1996, p. 

228]. Sus plazos fijos representan un tiempo último, un umbral máximo, en que el 

Estado, una vez transcurrido, ya no puede pronunciarse acerca de la culpabilidad del 

imputado y del carácter delictivo y punible del hecho que se le atribuye, con 

independencia de la carga probatoria acopiada o existente y de la existencia o no de 

lapsos temporales de inactividad procesal. La prescripción ofrece una respuesta en 

derecho, objetiva y con automatismo resolutivo, sin vaguedades, y sin exigencia 

alguna de entrar en elementos valorativos ni probatorios, ni de otro tipo de 

justificación y sin necesidad de continuar el proceso [cfr.: PASTOR ALCOY, 

FRANCISCO: Ibidem, p. 123].  

∞ Por ello, el núcleo de la fundamentación de la prescripción es de Derecho sustantivo, 

basado en el entendimiento –así valorado por el legislador– que el transcurso del 

tiempo hace innecesaria la pena y no es compatible con la misión del Derecho Penal. 

Para que la pena pueda cumplir su función de asegurar la confianza de los 

ciudadanos en la validez de la norma infringida, es preciso que aquélla aparezca 

conectada a la infracción de esa norma, conexión que se debilita con el paso del 

tiempo [GARCÍA PÉREZ, OCTAVIO: La punibilidad en el Derecho Penal, Editorial 

Aranzadi, Pamplona, 1997, p. 289] –. Considera al respecto BUSTOS RAMÍREZ que la 

prescripción está ligada a uno de los principios informadores más elementales del 

Derecho Penal y, por ello, generales, como el concepto mismo de necesidad de la 

pena; no hay una relación directa con el injusto o delito, se trata más bien de una 

consideración general tanto en relación al injusto como al sujeto responsable desde 

el punto de vista de la facultad punitiva del Estado, y por ello no existe obstáculo 

para estimar que en determinados casos se da la imprescriptibilidad, como por 

ejemplo en los delitos de lesa humanidad, genocidio y crímenes de guerra [BUSTOS 

RAMÍREZ, JUAN: Manual de Derecho Penal – Parte General, 4ta. Edición, Ediciones 

PPU, Barcelona, 1994, p. 600]. Señala sobre el particular la Sentencia de la Corte 

Constitucional de Colombia C-416/02, de veintiocho de mayo de dos mil dos, 

Fundamento Jurídico 3°, que, “en cuanto a su naturaleza, la prescripción es una 

institución de carácter sustantivo si bien su reconocimiento precisará, dado el carácter de 

necesariedad del proceso penal, de la actuación procesal pertinente. Este carácter sustantivo 

permite que la prescripción pueda ser declarada de oficio, sin necesidad de alegación de 

parte como es obligado en el proceso civil”. 

∞ Lo relevante de las consecuencias de esta concepción material de la prescripción 

estriba en lo siguiente: “(i) la posibilidad de ser declarada de oficio en cualquier estado 

del procedimiento, siendo temporánea o procedente su alegación en el recurso de casación, 

luego, en la misma vista del recurso –incluso en cualquier recurso devolutivo en general–; 

(ii) referir el dies a quo para el cómputo del plazo de prescripción a la fecha de comisión 

del delito; (iii) considerar que sólo el procedimiento penal, entendido como cualquier 
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actividad de investigación, no inocua, puede interrumpir la prescripción; y, (iv) no atribuir 

la carga de la prueba a quien invoca la prescripción a su favor, de suerte que si no se 

desprende de los hechos probados, con certidumbre la fecha del delito y si la posibilidad de 

que fuera cometido en tiempo hábil para fundar la prescripción, tal duda debe resolverse 

con sujeción al principio in dubio pro reo” [cfr.: Sentencia del Tribunal Supremo 

Español de 10 de enero de 1990]. 

 

§ 3. LA SUSPENSIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN  

 

16°. El CP peruano, como lo hacen la mayoría de Códigos Penales de los países de 

nuestra esfera de cultura, contempla la interrupción y la suspensión de la 

prescripción del delito. Nuestro Código actual, que siguió al Código Penal de mil 

novecientos veinticuatro (denominado “Código Maurtua”), tiene como fuente de la 

suspensión de la prescripción al artículo 92, 2da. parte, del Código Penal Italiano de 

1889 (denominado “Código Zanardelli”) [vid.: BRAMONT ARIAS, LUIS: Código Penal 

Anotado, Editorial Universidad Nacional Mayor de San Marcos, Lima, 1966, p. 

270]. En su virtud, los plazos de la prescripción, que se determinan conforme a la 

gravedad del hecho punible cometido, sufren una prolongación en el tiempo por 

diversas circunstancias legalmente configuradas en función a sucesos que tienen 

como efecto, superada o presentada éstos, reiniciar o empezar el plazo de 

prescripción.  

∞ Ello, desde luego, como señaló en lo pertinente la Corte Constitucional 

Colombiana en la SCC 416/02, de veintiocho de mayo de dos mil dos, “por los 

fundamentos de la prescripción, importa obstáculo alguno en aceptar que el término para 

que opere la prescripción pueda ser interrumpido a suspendido, dando lugar a un nuevo 

cómputo o a la reiniciación del suspendido, con el fin de que el Estado en su deber 

constitucional de administrar justicia y de investigar y reprimir los delitos puede incoar de 

manera eficiente y eficaz la respectiva investigación, permitiendo de paso que el imputado 

también tenga la oportunidad de estructurar adecuadamente su defensa. En este sentido, la 

interrupción o la suspensión de la prescripción de la acción penal debe entenderse como 

una valiosa oportunidad que se le ofrece al imputado para que controvierta los cargos que 

se le han formulado y no como una restricción de los derechos fundamentales procesales de 

los ciudadanos”. 

∞ La suspensión de la acción penal, supone la presencia de ciertos acontecimientos que 

se contraponen a la posibilidad de la persecución penal y tienen un efecto más débil 

que la interrupción, de suerte que el ulterior curso de la prescripción resulta 

impedido y que una vez superado tal obstáculo se pone en curso nuevamente el resto 

del plazo de prescripción [MAURACH, REINHART – GÖSSEL, KARL HEINZ – ZIPF, 

HEINZ:  Derecho Penal Parte General, Tomo 2, Editorial Astrea, Buenos Aires, 

1995, p. 976].   

∞ Tal como se reguló originariamente, la suspensión de la acción penal siguió el 

sistema de la presencia de causas impeditivas del procedimiento penal [FIANDACA, 

GIOVANNI – MUSCO, ENZO: Ibidem, p. 810], que impide su incoación o la 
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continuación del misma –se aplica, en todo caso, el brocardo latino que surgió del 

Derecho civil: contra non valentem agere non currit praescriptio–. El artículo 122 

del Código Penal de mil novecientos veinticuatro, fijó un término de conclusión 

excepcional, por si éste no finalizó en ese lapso –referido a un procedimiento 

distinto: político constitucional o parlamentario, civil, administrativo, laboral, 

etcétera–: a la duración del término ordinario de prescripción sobrepasa en una 

mitad, salvedad que no reprodujo el originario artículo 84 del Código Penal de 1991. 

Este sistema difiere del utilizado para la interrupción de la prescripción, que es el de 

los actos del procedimiento (ex artículo 83 del CP). 

 

17°. Como aclaró ROY FREIRE, pocos países en América Latina tienen reglada la 

suspensión de la prescripción [ROY FREIRE, LUIS E.: Causas de extinción de la acción 

penal y de la pena, 2da. Edición, 1998, Editorial Grijley, Lima, p. 85]. Así, por 

ejemplo, no la contempla Colombia y Ecuador; y, en Europa, Francia no tiene la 

institución de la suspensión (solo de la interrupción: ex artículo 7 del Código 

Procesal Penal Francés). De otro lado, no fija plazo de suspensión la fuente del CP 

nacional: el Código Penal Italiano –el actual Código Italiano de 1930, que siguió al 

CP anterior de 1889, tampoco lo hace–, al igual que, en América Latina, Brasil (bajo 

la denominación: causas impeditivas de la prescripción: artículo 116 del Código 

Penal), Argentina, Uruguay, Bolivia, Venezuela, Panamá y Paraguay.  

∞ Cabe aclarar lo siguiente:  

* 1. (i) El artículo 78-B del CP Alemán, como regla, no establece el plazo de 

duración de la suspensión, pero el apartado 4 de este precepto amplía la iniciación o 

el dies a quo por delitos graves al inicio del juicio oral y por un plazo de cinco años; 

mientras (ii) el artículo 96 del Código Penal Chileno afirma que el proceso dirigido 

contra el imputado se suspende desde que se paraliza por tres años o se termina sin 

condenarle, y (iii) el artículo 117 del Código Penal de Nicaragua estatuye que si el 

procedimiento se paraliza por tres años, proseguirá el término del plazo como si no 

hubiera ocurrido.  

* 2. Por su parte, (i) los artículos 86 del Código Penal y 292 del Código de 

Procedimiento Penal de Colombia solo reconocen la interrupción de la acción penal, 

que se produce por la formulación de la imputación, en cuyo caso se inicia un nuevo 

plazo que es la mitad del común, pero no puede ser inferior a tres años; (ii) el 

artículo 419 del Código Penal de Ecuador, igualmente, únicamente admite la 

interrupción, pero sin acotarla a plazo alguno y exclusivamente es viable cuando se 

inicia al imputado un proceso penal por otra infracción; (iii) el artículo 112 del 

Código Penal Federal de México rotula como interrupción lo que en nuestro Código 

Penal es la suspensión por causas impeditivas del procedimiento, pero la 

interrupción hace correr un nuevo término que solo podrá ampliar hasta una mitad 

los plazos comunes (ex artículo 110 in fine); y, (iv) el artículo 34 del Código de 

Procedimiento Penal de Costa Rica, contempla la suspensión de la prescripción de la 

acción penal, en más casos que lo hace nuestra legislación, pero su tiempo no podrá 
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exceder un tiempo igual al de la prescripción de la acción penal, y sobrevenido éste 

continuará corriendo ese plazo. 

 

18°. Las regulaciones de la suspensión de la prescripción del delito en el derecho 

comparado son diversas y con variaciones, sea por el Estatuto Jurídico que las 

desarrolla (Código Penal o Código Procesal Penal), por las causales que estipula, por 

su denominación o por la fijación o no de un plazo que le ponga fin. La regla de 

duración del plazo de la suspensión de la prescripción del delito es el cese de la causa 

impeditiva, es decir, cuando se resuelvan los óbices procesales, aunque a partir de allí 

los plazos son muy variados. Así, para unos, como fue el caso del Código Penal 

peruano de 1924, el tiempo máximo de suspensión es el de la duración del término 

ordinario de prescripción más una mitad; y, para otros, es de un término ordinario o 

solo la mitad de ese término o plazo. Plazos fijos, aunque relativizados, lo tienen 

Alemania (cinco años para delitos graves que rige a partir del inicio del juicio oral), 

Colombia (tres años desde la formulación de la imputación) y Chile (tres años, 

contados desde que se paraliza el procedimiento penal). Una característica común es 

que los plazos, en ningún caso, son breves: entre tres y cinco años. Esto último, 

como luego se verá, es determinante para el juicio de proporcionalidad de la reciente Ley 

31751. 

 

19°. El originario artículo 339 del CPP nacional incorporó otro motivo de 

suspensión de la prescripción de la acción penal: formalización de la investigación 

preparatoria –en este caso se concede relevancia, ya no al principio contra non 

valentem agere non currit praescriptio, sino a determinadas necesidades de la 

práctica propias de la operatividad de la Administración de Justicia, para cuya 

concreción (esclarecimiento y decisión) es necesario un periodo tiempo determinado 

[GILI PASCUAL, ANTONI: Ibidem, p. 183]–. Preceptos semejantes lo tienen los 

Códigos Procesales Penales de Chile y Uruguay, mientras que los Códigos Penales 

de Bolivia y Panamá califican este supuesto como de interrupción. En el Código 

Penal Alemán la suspensión rige desde que se emite una sentencia de primera 

instancia. Este motivo igualmente lo tiene el Código Penal de la Argentina, pero lo 

rotula de ‘interrupción’. 

∞ Inicialmente, siguiendo la línea trazada por el primigenio artículo 84 del CP, el 

citado artículo 339 del CPP, en su versión inicial, no fijó plazo alguno. Ha sido la 

Ley 31751 la que determinó el plazo, común a todos los supuestos de suspensión: en 

todo caso, no mayor de un año.    

 

20°. Es verdad que algunos Códigos fijaron un plazo abstracto y específico, único, 

para la duración de la suspensión de la prescripción, aunque la pauta del Código 

Penal, conforme a la fuente suiza que inspiró gran parte de la institución de la 

prescripción (Anteproyecto Suizo de 1918, artículos 67 a 72), fue referir un plazo 

flexible en función a la clase de pena –el artículo 80 del CP vigente la ató, de modo 
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regular y salvo excepciones para penas no privativas de libertad, al tiempo máximo 

de la pena privativa de libertad fijada por la ley para el delito–. Esa misma premisa 

fue utilizada por el Acuerdo Plenario 03-2012/CJ-116 para delimitar, 

pretorianamente, la duración de la suspensión. 

∞ Los plazos no solo deben reunir certeza –deben ser legalmente determinados y en 

función a la clasificación y gravedad de los delitos–; simplicidad –fijados por años o 

en virtud a una situación determinada claramente entendida–; y, estabilidad 

legislativa –en tanto sus preceptos se encuentran en la parte general del Código 

Penal, que afectan a todas las infracciones– [cfr.: PASTOR ALCOY, FRANCISCO: 

Ibidem, pp. 260-262]. También deben respetar el valor justicia y el principio de 

proporcionalidad, pues en este último caso se está ante derechos y bienes jurídicos 

en contraste: libertad y un proceso con todas las garantías, de un lado; y tutela de la 

seguridad ciudadana, del interés general comprometido con la comisión de delitos, 

de otro lado. 

 

§ 4. LA LEY 31751 Y JUICIO DE PROPORCIONALIDAD  

 

21°. Como ya se puntualizó, la Ley 31751 introduce un plazo fijo, último, para 

limitar la suspensión de la prescripción de la acción penal: un año. El tiempo 

estipulado no tiene precedentes o fuentes en nuestro derecho nacional o en el 

derecho comparado, desde que el Código Penal de 1924, siguiendo la fuente suiza, 

fijó la suspensión en función al plazo de la prescripción según la pena conminada 

más grave del delito objeto del proceso, al que agregó una mitad, mientras los 

preceptos del Derecho penal Alemán lo establecen, para determinados delitos graves 

y, siempre, desde la acusación, en cinco años, y las disposiciones del Derecho Penal 

de hile, Nicaragua y Colombia lo limitan en tres años. Todo ello sin desconocer que 

la fuente italiana, a la que acudió nuestro Código Penal vigente, y otros Códigos 

Penales, en esta materia, no reconocen límite alguno al tiempo de suspensión. 

∞ Es de determinar, entonces, si esta delimitación del tiempo de duración de la 

suspensión de la prescripción es proporcional, si la Constitución permite este poder 

ejercido por el legislador, y si con ello, en el caso concreto, se afectó negativamente 

una norma constitucional con infracción del test de proporcionalidad correspondiente. 

La base es que una disposición legal será razonable si es: (i) adecuada al fin 

constitucionalmente admisible; (ii) si es la menos restrictiva de los derechos 

fundamentales o bienes jurídicos constitucionalmente reconocidos de entre todas las 

adecuadas; y, (iii) si es respetuosa de una relación proporcionada entre los costos y 

los beneficios que causa [cfr.: CIANCIARDO, JUAN: Máxima de razonabilidad y 

respeto de los derechos fundamentales, Persona y Derecho, Navarra, 1999, p. 50]. 

La idea cardinal es que so pretexto de reglamentar, la ley no puede alterar los 

principios, garantías y derechos reconocidos por la Constitución, pues no puede 

destruir lo mismo que ha querido amparar, ni puede consagrar su desnaturalización 

[Corte Suprema de Justicia de la Nación. Argentina, Fallos: 199:145, 314:225]. 
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Además, el examen sobre la razonabilidad o proporcionalidad de la ley no puede 

llevarse a cabo sino en el ámbito de las previsiones en ellas contenidas [Corte 

Suprema de Justicia de la Nación. Argentina, Fallos: 299:45]. Por tal razón ha 

puntualizado, por ejemplo, la citada SCC C-416/02, de la Corte Constitucional de 

Colombia, que la interrupción y suspensión del término de prescripción de la acción 

penal integran la libertad de configuración del legislador en desarrollo de la política 

criminal en tanto ésta no resulte irrazonable ni desproporcionada, y que en todo caso 

debe mirarse dentro de los objetivos de dichas instituciones. 

 

22°. Ya se ha mencionado el fundamento y la naturaleza jurídica de la institución de 

la prescripción –su carácter material (de Derecho penal sustantivo) y su sustento en la 

necesidad de pena, en los propios fines del Derecho Penal–, sin desconocer desde la 

explicación de ampliaciones en el tiempo por razones de suspensión basados en la 

necesidad de estructurar el proceso penal, de garantizar un plazo razonable para la 

detección, investigación, juzgamiento y, en su caso, sanción de las conductas 

delictivas.  

∞ La fijación de un determinado plazo concreto no puede dejar de tener en cuenta la 

especial entidad del delito en cuestión, su gravedad y nivel de alarma social, así 

como las dificultades que pueden demandar el esclarecimiento de los delitos, más 

aún cuando se presentan, de un lado, cuestiones previas o prejudiciales que deben 

dilucidarse anticipadamente, y, de otro lado, dificultades en su esclarecimiento, más 

aún cuando se está ante delitos contra la Administración Pública, crimen organizado 

o económicos que exigen dilucidar numerosos hechos o el funcionamiento de una 

persona jurídica, pública o privada, y realizar actos de cooperación internacional o 

pericias o auditorías gubernamentales a la actividad de las mismas, todo lo cual 

obviamente que pueden implicar periodos de tiempo amplios o de especial 

significación. La relación, pues, entre entidad del delito y complejidad de su 

esclarecimiento no puede verse limitada irrazonablemente por plazos breves, sin la 

menor flexibilidad en atención a estas circunstancias relevantes. Ante procesos en 

curso por este tipo de delitos es obvio, primero, que no puede sostenerse que los 

plazos pueden erigirse en motivo de olvido del hecho punible o que éste se convirtió 

en historia; y, segundo, que la declaración de prescripción importaría, a final de 

cuentas, una causa irrazonable de impunidad con lesión de la justicia, del interés 

público tutelado por la norma jurídico penal y de la tutela jurisdiccional que 

merecen las víctimas. 

 

23°. Es sabido que el legislador está sujeto a una doble vinculación. Formalmente, 

debe gozar de la competencia, respetar el procedimiento establecido y la norma que 

dicte debe ser general –no existen, en el presente caso, objeciones en este aspecto–. 

Sustantivamente, la norma debe aprobarse en el marco de las reservas de ley 

establecidas, y la medida debe ser adecuada, necesaria y proporcional en sentido 

estricto, quedando además el contenido constitucionalmente garantizado del derecho 



 

16 

 

involucrado [Cfr.: GONZALES PASCUAL, MARIBEL: El alcance de los derechos 

fundamentales en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional Federal, Editorial 

Aranzadi, Navarra, 2020, p. 38]. En este último punto, cuando se produce una 

injerencia por parte del poder público en un derecho o bien jurídico constitucional, 

esta injerencia debe ser justificada constitucionalmente, para lo cual ha de analizarse 

si la ley en cuestión incide en un derecho o bien jurídico fundamental, si 

efectivamente se ha producido una injerencia, si ésta trasgredió o no las 

prescripciones de la Constitución y se mantiene o no en el ámbito permitido de la 

limitación de los derechos, y si la injerencia se cumple o no los requisitos del principio 

de proporcionalidad [Cfr.: GONZALES PASCUAL, MARIBEL: Ibidem p. 55]. 

∞ Es evidente, como ha quedado expuesto, que la Ley 31751 impide la suspensión 

de la prescripción tras el transcurso de un tiempo máximo de un año y si bien, como 

se advierte del Derecho comparado, en un restringido número de países, es posible 

limitar el tiempo de la suspensión para evitar la inobservancia del principio de 

necesidad de pena, aunque sin afectar irrazonablemente la meta de esclarecimiento 

del delito y sanción de los culpables, evitando la impunidad –dos baremos que deben 

armonizarse equitativamente–.  

∞ Resta comprobar si la ley respeta el principio de proporcionalidad, residenciado en la 

cláusula del Estado de Derecho (ex artículo 44 de la Constitución). Éste se entiende 

como un principio rector del ordenamiento jurídico cuya función esencial es limitar 

las injerencias del Estado sobre los derechos fundamentales y los bienes jurídicos 

constitucionales, a partir de un test que dilucide cuando dos o más derechos o bienes 

jurídicos entran en colisión, en tanto en cuanto la aplicación de uno implica la 

reducción del campo de aplicación de otro, por lo que ha de determinarse si esa 

reducción es equilibrada a la luz del principio afectado. La ponderación exige 

instituir entre ambos una jerarquía axiológica (según el intérprete a partir de una 

escala de valores objetiva) y una jerarquía móvil o flexible (de carácter concreto). 

 

24°. Tres son los elementos del test de proporcionalidad para evitar la actuación 

arbitraria del poder: idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto [vid.: STC 

0006-2003-AI/TC, de 1 de diciembre de 2003]. Solo superando cada uno de estos 

tres elementos o juicios (subprincipios) la Ley podrá considerarse constitucional. 1. 

La Ley debe ser susceptible de alcanzar el objeto perseguido con ella; la limitación 

de derecho o bien jurídico constitucional debe estar jurídicamente permitido y, 

además, debe ser idónea material y funcionalmente, debe haber elegido la forma o el 

medio que resulte menos gravosa para alcanzar aquella finalidad. 2. La Ley debe ser 

la menos benévola con el derecho o bien jurídico constitucional que se interviene de 

entre todas aquellas que revisten cuanto menos la misma idoneidad o efectividad 

para alcanzar el objetivo propuesto, de suerte que resultará inconstitucional si existe 

un medio alternativo que cumpla esta exigencia. 3. La Ley, tal como se reguló, 

resulta equivalente a los beneficios que reporta o si, por el contrario, genera una 

afectación mucho mayor a estos jurídicos de orden superior –si se deriva de la Ley 
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más beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios sobre otros bienes o 

valores en conflicto–. 

 

25°. En el presente caso, primero, la Ley 31751, desde el subprincipio de idoneidad, al 

establecer un tiempo máximo de la suspensión del plazo de prescripción del delito, 

más allá de la legitimidad intrínseca de regularlo, no optó por el medio más 

apropiado para alcanzar la finalidad de liberar de responsabilidad penal cuando 

medie una falta de necesidad de pena en los marcos de la suspensión del plazo de 

prescripción, pese a que existen varias posibles regulaciones, racionales y 

adecuadas, aportadas por el Derecho comparado que tomen en cuenta la propia base 

jurídica que informa la suspensión del plazo de prescripción, según ya ha sido 

descripta. La consecuencia de la impunidad cuando en el curso de un procedimiento 

en trámite solo ha transcurrido un año de suspensión no toma en cuenta, desde el 

interés general de tutela de la sociedad y evitación de la impunidad, las 

complicaciones que pueden existir en la dilucidación de actos previos a la 

formalización de la causa y en el curso del procedimiento, lo que sí ha sido tomado 

en consideración en el derecho comparado que reconoce plazos de suspensión más 

latos, de tres a cinco años o, como resulta de la fuente suiza, de un plazo ordinario y 

un medio plazo adicional, siempre en relación a la entidad del delito objeto del 

proceso penal. 

Segundo, en clave de necesidad o indispensabilidad, el enunciado normativo de la Ley 

31751, un año como tiempo máximo de la suspensión del plazo de prescripción del 

delito, no es el menos restrictivo del bien o interés jurídico de protección de la 

seguridad pública o ciudadana, del interés general que asume la incriminación penal 

y de la garantía tutela jurisdiccional de la víctima. Existen, como se anotó, otras 

medidas que son eficaces para equilibrar el conjunto de derechos, garantías y bienes 

jurídicos constitucionales implicados en la regulación del tiempo máximo de la 

suspensión del plazo de prescripción del delito (libertad personal, seguridad jurídica, 

seguridad pública o ciudadana, tutela jurisdiccional, debido proceso). Estas medidas, 

señaladas up supra, de adoptarse, pueden sacrificar en menor grado el derecho, bien 

jurídico o principio constitucional comprometido; y, además, no desvirtúan en modo 

alguno los mismos, desde que siempre se reconoce la temporalidad necesaria de un 

plazo de suspensión de la prescripción de la acción penal. 

Tercero, desde el subprincipio de proporcionalidad en sentido estricto, se tiene que la 

Ley 31751 no guarda un equilibrio entre las ventajas o beneficios y entre las 

desventajas o los costos de adoptar la medida examinada. Un plazo abstracto tan 

breve –tomando en cuenta la media de duración de las causas, especialmente las 

complejas y las especiales que requieren de mayores pasos previos– y sin tomar en 

consideración las vicisitudes de una causa y la entidad del delito objeto del proceso 

penal, solo puede causar más perjuicios al interés general respecto de la libertad de 

las personas generando impunidad y no dando oportunidad razonable al sistema de 

Administración de Justicia para detectar, esclarecer, juzgar y decidir si un ciudadano 
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ha cometido un delito o no y, en su caso, imponer la sanción penal que corresponda, 

para lo cual requiere de un tiempo que le permite cumplir su cometido. El beneficio 

para los imputados tiene, en este caso específico, un costo excesivo para la justicia. 

 

26°. Es de tener en consideración, adicionalmente, lo estipulado por el Derecho 

Internacional Penal respecto de dos grupos de delitos de importancia mundial: 

delincuencia organizada y corrupción. La Convención de las Naciones Unidas 

contra la Delincuencia Organizada Transnacional, aprobada por Resolución 55/25 de 

la Asamblea General, de quince de noviembre de dos mil; y, la Convención de las 

Naciones Unidas contra la Corrupción, aprobada por Resolución 58/4 de la 

Asamblea General, de treinta y uno de octubre de dos mil tres, prevén la necesidad 

de plazo de prescripción prolongados e, incluso mayores, cuando el presunto 

delincuente haya eludido la acción de la administración de justicia.  

∞ El artículo 11, apartado 5, de la primera Convención, señala: “Cada Estado Parte 

establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho interno, un plazo de prescripción 

prolongado dentro del cual pueda iniciarse el proceso por cualquiera de los delitos 

comprendidos en la presente Convención y un plazo mayor cuando el presunto delincuente 

haya eludido la administración de justicia”. El artículo 29 de la segunda Convención, 

estatuye: “Cada Estado Parte establecerá, cuando proceda, con arreglo a su derecho 

interno, un plazo de prescripción amplio para iniciar procesos por cualesquiera de los 

delitos tipificados con arreglo a la presente Convención y establecerá un plazo mayor o 

interrumpirá la prescripción cuando el presunto delincuente haya eludido la administración 

de justicia”. 

∞ Estos preceptos internacionales, a los que se alinea el artículo 41 de la 

Constitución, según la reforma por Ley 30650, de veinte de agosto de dos mil 

diecisiete, fijan pautas respecto de la prescripción de tal modo, respecto de delitos de 

especial significación, que los plazos, incluidos la suspensión y la interrupción, 

deben tratarse con una lógica distinta y con un enfoque alternativo en función a su 

nocividad social. Fijar, sin ninguna lógica de alternatividad, un solo plazo de la 

suspensión de la acción penal o del delito, entraña, de facto, incorporar criterios de 

no proporcionalidad en su tratamiento legal. 

 

27°. En consecuencia, la Ley 31751 es desproporcionada y, por consiguiente, 

inconstitucional. Por ello, los jueces, conforme al artículo 138, segundo párrafo, de 

la Constitución, no deben aplicarla; deben preferir la norma constitucional referida a 

la protección de seguridad pública o ciudadana, al valor justicia material y a la tutela 

jurisdiccional –en este caso de la víctima– (ex artículos 44 y 139, numeral 3, de la 

Constitución). Siendo así, rige, por ser conforme a la Ley Fundamental, lo dispuesto 

en el Acuerdo Plenario 3-2012/CJ-116, y en todo caso la regla ya asumida en esa 

ocasión de que en la aplicación del artículo 84 del Código Penal, como límite a la 

suspensión del plazo de suspensión de la acción penal es cuando se sobrepasa en una 

mitad el plazo ordinario de prescripción.  
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§ 5. OTROS SUPUESTOS DE SUSPENSIÓN DE LA ACCIÓN PENAL 

 

28°. Como ya se expuso, el reformado artículo 84 del CP hace referencia a un 

supuesto normativo amplio, que determina la suspensión de la prescripción: “[…] 

cualquier cuestión que deba resolverse en otro procedimiento…” (el subrayado es 

nuestro). La prescripción se suspende hasta tanto que el autor no puede ser 

perseguido por razones jurídicas [JESCHECK, HANS HEINRICH – WEIGEND, THOMAS: 

Tratado de Derecho Penal – Parte General, Tomo II, Instituto Pacífico, Lima, 2014, 

p. 1361]. Este impedimento –o causa impeditiva– deriva de una cuestión jurídica 

cuyo juez no sea el del proceso [NÚÑEZ, RICARDO: Ibidem, p. 183]. Ello hace 

mención, como causa suspensiva, no solo a la denominada prejudicialidad, vinculada a 

la dilucidación en otro procedimiento de un elemento de hecho integrante de un 

requisito del tipo delictivo, previo e independiente del objeto procesal, a fin de 

obtener la plena integración de la conducta [GIMENO SENDRA, VICENTE: Derecho 

Procesal Penal, 2da. Edición, Editorial Aranzadi, Pamplona, 2012, p. 235] –son los 

casos de la prejudicialidad extrapenal en sede penal (cuestiones prejudiciales heterogéneas 

devolutivas, determinantes de la culpabilidad o inocencia del imputado: civil, 

laboral, administrativa), que conciernen al mérito de la causa [LEONE, GIOVANNI: 

Tratado de Derecho Procesal Penal, Tomo I, Editorial EJEA, Buenos Aires, 1963, 

p. 340]–. Por consiguiente, se trata, en este supuesto, de una causa material de 

suspensión del plazo de prescripción.  

 

29°. La suspensión del plazo de la prescripción también comprende a determinados 

presupuestos procesales, que obstaculizan o impiden la persecución penal [ROXIN 

CLAUS –SCHÜNEMANN, BERND: Derecho Procesal Penal, Ediciones Didot, Buenos 

Aires, 2019, p. 249], circunscriptos a los requisitos de procedibilidad, cuando la 

formalización del proceso penal está condicionada a la autorización de una 

autoridad, como sería el caso de la acusación constitucional o antejuicio por el 

congreso o del informe técnico de una autoridad administrativa (son las 

denominadas garantías política y garantía administrativa, como señaló EUGENIO FLORIÁN 

[Elementos de Derecho Procesal Penal, Editorial Bosch, Barcelona, 1934, pp. 197-

198].  

 

30.° Lo esencial, es que, por razones jurídicas (materiales, subjetivas o procesales), se 

sustrae al juez del caso para resolver sobre el fondo, o para iniciar o continuar con el 

procedimiento penal. Y en esta perspectiva, es de citar otros obstáculos procesales 

determinantes de suspensión de la causa que ya se ha establecido por este Tribunal 

Supremo en los siguientes casos: (1) Procedimiento de recurso de queja excepcional 

del antiguo Código de Procedimientos Penales (vid.: Acuerdo Plenario 6-2007/CJ-

116, de dieciséis de noviembre de dos mil siete). (2) Proceso auxiliar de extradición 

–desde el inicio del mismo hasta que se termine el mismo con la decisión de la 
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autoridad extranjera y, en su caso, se ponga a disposición de nuestro país al 

reclamado [v.gr.: el artículo 34, literal d, del Código Procesal Penal de Costa Rica, 

así lo reconoce expresamente–]. (3) Proceso de amparo contra resoluciones 

judiciales en el que se disponga, como medida cautelar, la suspensión del proceso 

penal. (4) Incoación de indagaciones preliminares para viabilizar el proceso especial 

por razón de la función pública a fin de contar con la Disposición del Fiscal de la 

Nación decida el ejercicio de la acción penal, conforme al artículo 454 del Código 

Procesal Penal. (5) Declaración de contumacia al amparo de la Ley 26641, también 

en los casos regidos por el antiguo Código de Procedimientos Penales, en cuya 

virtud el proceso se paraliza con motivo de la no presencia del imputado al proceso 

y no puede dictarse sentencia sobre el fondo del asunto. 

∞ Otro supuesto, destacado por LEONE, es la denominada “prejudicialidad 

constitucional”, que en nuestro sistema legal se encuentra, como base, en el artículo 

138 de la Constitución, desarrollado en el artículo 14 de la LOPJ, que en los casos 

de no aplicación de un precepto por inconstitucional la resolución debe ser materia 

de consulta ante la Sala Constitucional y Social de la Corte Suprema –no se afecta el 

supuesto de hecho (premisa menor del silogismo judicial) sino la disposición legal 

que debe ser aplicada [LEONE, GIOVANNI: Ibidem, p. 332]–; luego, mientras no se 

resuelva la consulta el proceso debe suspenderse. 

 

31°. En estos casos, salvo la particularidad fijada para el procedimiento de recurso 

de queja excepcional del antiguo Código de Procedimientos Penales (vid.: Acuerdo 

Plenario 6-2007/CJ-116, de dieciséis de noviembre de dos mil siete), que tiene su 

propio plazo, es de tener presente lo ya resuelto en el Acuerdo Plenario 01-2010/CJ-

116, de dieciséis de noviembre de dos mil diez, cuya base jurídica o ratio esendi 

debe ratificarse, no puede haber un plazo indeterminado, por lo que éste debe ser de 

un plazo ordinario más la mitad sobre éste, según las pautas asumidas por el Código 

Penal vigente y el Código Penal de 1924. 

 

III. DECISIÓN 

 

32.° En atención a lo expuesto, las salas penales Permanente, Transitoria y Especial 

de la Corte Suprema de Justicia de la República, reunidas en el Pleno Jurisdiccional, 

y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112 de la LOPJ: 
 

ACORDARON 
 

33°. ESTABLECER como doctrina legal, los criterios expuestos en los fundamentos 

jurídicos 15°, 20° a 26°, 29° a 31°.  
 

34°. PRECISAR que los principios jurisprudenciales que contiene la doctrina legal 

antes mencionada deben ser invocados por los jueces de todas las instancias 
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judiciales, sin perjuicio de la excepción que estipula el segundo párrafo del artículo 

22 del Texto Único Ordenado de la LOPJ, aplicable extensivamente a los Acuerdos 

Plenarios dictados al amparo del modificado artículo 112 del citado Estatuto 

Orgánico, según la Ley modificatoria 31595, de veintiséis de octubre de dos mil 

veintidós. 
 

35°. PUBLICAR el presente Acuerdo Plenario en el diario oficial El Peruano. 

HÁGASE SABER. 
 

Ss.  

 

SAN MARTÍN CASTRO 
 

PRADO SALDARRIAGA 
 

BARRIOS ALVARADO 
 

LUJÁN TÚPEZ 
 

NEYRA FLORES 

 

ALTABÁS KAJATT 
 

BROUSET SALAS 
 

CASTAÑEDA OTSU 
 

SEQUEIROS VARGAS 
 

PACHECO HUANCAS 
 

GUERRERO LÓPEZ 
 

CHECKLEY SORIA 
 

COTRINA MIÑANO 
 

CARBAJAL CHÁVEZ 

 

PEÑA FARFÁN 

 

ÁLVAREZ TRUJILLO 
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SENTENCIA DE CASACIÓN 

Lima, dieciocho de febrero de dos mil veintidós 

VISTOS: en audiencia pública, 
los recursos de casación, por las causales de los incisos 1 (vulneración de garantía 

constitucional), 3 (inobservancia de precepto penal) y 5 (apartamiento de la doctrina 

jurisprudencial) del artículo 429 del Nuevo Código Procesal Penal —en adelante 

NCPP— , interpuestos por el representante del Ministerio Público y por el 
actor civil Hernando Vega Gutiérrez contra la sentencia de vista emitida el 
tres de octubre de dos mil diecinueve, que por mayoría revocó la sentencia de 
primera instancia emitida el siete de diciembre de dos mil dieciocho por el 
Séptimo Juzgado Penal Unipersonal de Trujillo de la Corte Superior de 
Justicia de La Libertad, que condenó a Julio Augusto Madalengoitia Díaz 
como autor del delito de libramiento indebido, en agravio de Hernando Vega 
Gutiérrez, y reformándola declaró prescrita la acción penal.  

Intervino como ponente el señor juez supremo SEQUEIROS VARGAS. 

FUNDAMENTOS DE HECHO 

Primero. Fundamentos de la impugnación 
1.1 El Ministerio Público planteó una casación excepcional en la que solicita 

que se revoque la sentencia de vista impugnada y se emita la decisión 
que corresponda. Propone el desarrollo de la doctrina jurisprudencial 
sobre la correcta operatividad conjunta del cómputo de la prescripción 
extraordinaria de la acción penal contenida en el último párrafo del 
artículo 83 del Código Penal con la suspensión sui géneris del artículo 
339.1 del NCPP en un mismo proceso penal.  

Interpretación del artículo 339.1 del 
Nuevo Código Procesal Penal 

El Acuerdo Plenario número 3-2012/CJ-
116, del veintiséis de marzo de dos mil 
doce, determina que la interpretación 
efectuada por el Acuerdo Plenario número 
1-2010/CJ-116 respecto a que el artículo
339.1 del Nuevo Código Procesal Penal
establece un supuesto de suspensión de la
prescripción de la acción penal iniciada
con la disposición de formalización de la
investigación tiene plena validez.
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Invoca como motivos casacionales los previstos en los numerales 3 
—interpretación errada del artículo 339.1 del NCPP— y 5 —apartamiento de los 

Acuerdos Plenarios números 1-2010/CJ-116 y 03-2012/CJ-116— del artículo 429 
del NCPP.  
Sus fundamentos son los siguientes:  
i. El plazo de prescripción de la acción penal se suspende desde la

formalización de la investigación preparatoria y debe reanudarse una
vez culminada la suspensión antes mencionada.

ii. La sentencia impugnada se aparta de los acuerdos plenarios antes
mencionados al señalar que: a) el inciso 1 del artículo 339 del NCPP
regula expresamente una suspensión sui géneris y b) el artículo
339.1 del NCPP no ha derogado ni modificado directa o
indirectamente las reglas contenidas en el artículo 83 del Código
Penal vigente (sobre interrupción de la prescripción de la acción penal).

1.2. El actor civil  Hernando Vega Gutiérrez también planteó una casación 
excepcional para que se declare la nulidad de la sentencia de vista y se 
confirme la de primera instancia.  

• Propone el desarrollo de la doctrina jurisprudencial para: a)
determinar que, al producirse la formalización de la investigación
preparatoria y por lo tanto generarse la suspensión de la prescripción
de la acción penal, esta suspensión debe durar por un tiempo igual al
máximo de la pena prevista para el tipo penal, más la mitad, después
de lo cual el plazo originario que se suspendió con la formalización
de la investigación preparatoria seguirá corriendo hasta alcanzar
nuevamente un máximo de la pena más la mitad (prescripción

extraordinaria), y b) determinar si, una vez producida la formalización
de la investigación preparatoria y, por lo tanto, generarse la
suspensión de la acción penal, para declararse la prescripción
extraordinaria no debe tenerse en cuenta el tiempo de la suspensión
de la prescripción de la acción penal por efecto de la formalización
de la investigación preparatoria, sino computarse desde la fecha de
la comisión del delito.

• Invoca como motivos casacionales los previstos en los incisos 1
(vulneración del debido proceso y la debida motivación) y 5 (apartamiento del

Acuerdo Plenario número 1-2010/CJ-116).
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• Se fundamenta en que no ha operado la prescripción de la acción
penal, por cuanto al haberse formalizado la investigación 
preparatoria se ha suspendido el plazo prescriptorio. 

Segundo. Imputación fáctica 
2.1  El Ministerio Público sostiene que entre el acusado Julio Augusto 

Madalengoitia Díaz y el agraviado Hernando Vega Gutiérrez existía una 
relación comercial por la cual el primero giró el cheque de pago diferido 
número 00000523-035-111-0334098530 a cargo del Banco Financiero 
por la suma de S/ 22,000.00 (veintidós mil soles) para que fuera cobrado 
desde el treinta de mayo de dos mil nueve, pero el agraviado no pudo 
cobrar el cheque en dicha fecha y, al presentarlo a la entidad bancaria, le 
informaron que la cuenta del acusado carecía de fondos, por lo que el 
banco procedió a marcar el cheque con el sello de falta de fondos. En tal 
virtud, el representante del Ministerio Público acusó a Julio Augusto 
Madalengoitia Díaz como presunto autor del delito de libramiento 
indebido, tipificado en el artículo 215.1 del Código Penal.   

Tercero. Itinerario del procedimiento 
3.1 El quince de julio de dos mil once se formalizó la investigación preparatoria. 
3.2 El doce de enero de dos mil doce el señor fiscal provincial representante del 

Despacho de Investigación de la Tercera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de 
Trujillo formuló su requerimiento de acusación —fojas 2 a 8 del cuaderno de 
expediente judicial— contra Julio Augusto Madalengoitia Díaz como presunto autor 
del delito de libramiento indebido, tipificado en el artículo 215.1 del Código Penal; en 
consecuencia, solicitó que se le imponga la pena de cuatro años de privación de 
libertad y que se fije en S/ 22,000.00 (veintidós mil soles) el pago por concepto de 
reparación civil a favor del agraviado. 

3.3 Superada la etapa intermedia y el juicio oral de primera instancia, el juez del Octavo 
Juzgado Penal Unipersonal de Trujillo de la Corte Superior de Justicia de La Libertad 
emitió sentencia el cinco de noviembre de dos mil trece —fojas 53 a 62 del cuaderno 
de casación—, que absolvió a Julio Augusto Madalengoitia Díaz de la acusación 
fiscal en su contra como presunto autor del delito de libramiento indebido, tipificado 
en el artículo 215.1 del Código Penal.  

3.4 Apeló esta decisión el actor civil —foja 84—, lo que determinó que el primero de 
julio de dos mil catorce se emitiera la sentencia de vista que por mayoría declaró nula 
la sentencia de primera instancia y ordenó la realización de un nuevo juicio oral por 
otro Colegiado 
—fojas 118 a 139—. 

3.5 Realizado un nuevo juicio oral por el Séptimo Juzgado Personal Unipersonal, se 
emitió nueva sentencia —fojas 274 a 283—, en la que se condenó al procesado por el 
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delito antes mencionado y se le impuso un año de pena privativa de libertad 
suspendida en su ejecución por el plazo de un año bajo el cumplimiento de reglas de 
conducta, así como el pago de S/ 24,000.00 (veinticuatro mil soles) de reparación 
civil. Esta sentencia fue apelada por el procesado. 

3.6 El tres de octubre de dos mil diecinueve la Segunda Sala Superior Penal de 
Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de La Libertad emitió sentencia de vista, 
en la que por mayoría se revocó la sentencia de primera instancia y reformándola se 
declaró prescrita la acción penal.  

3.7 Contra la sentencia de vista interpusieron recursos de casación el actor civil —fojas 
350 a 354— y la fiscal superior provisional de la Segunda Fiscalía Superior Penal de 
Apelaciones de La Libertad —fojas 356 a 368—, los que fueron admitidos en sede 
superior —fojas 369 a 372—; y, elevados los autos a la Corte Suprema, la Sala Penal 
Transitoria se avocó al conocimiento de la causa y emitió el auto de calificación el 
veintinueve de abril de dos mil veintiuno, en el que declaró bien concedidos los 
recursos antes formulados por las causas previstas en los incisos 1, 3 y 5 del artículo 
429 del NCPP. 

3.8 En virtud de lo dispuesto por la Resolución Administrativa número 000378-2021-CE-
PJ, del dieciséis de noviembre de dos mil veintiuno, la Sala Penal Transitoria remitió 
los autos a la Sala Penal Permanente, que se avocó al conocimiento de la causa por 
decreto del nueve de diciembre de dos mil veintiuno.  

3.9 Cumpliendo con lo establecido en el inciso 1 del artículo 431 del NCPP, mediante 
decreto del diecisiete de enero de dos mil veintidós, esta Sala Suprema fijó como 
fecha para la audiencia de casación el cuatro de febrero del presente año, en la cual 
intervinieron en representación del Ministerio Público el fiscal supremo Abel Pascual 
Salazar Suárez y el letrado Correa Mogollón en representación del actor civil 
Hernando Vega Gutiérrez. Culminada la audiencia, de inmediato, se produjo la 
deliberación de la causa en sesión privada, en la que se produjo el debate, en virtud 
del cual, tras la votación respectiva y al obtener el número de votos necesarios, 
corresponde pronunciar la presente sentencia de casación, cuya lectura se dará en 
audiencia pública en la fecha. 

FUNDAMENTOS DE TRIBUNAL SUPREMO 

1.1  El auto de calificación declaró bien concedidos los recursos de casación 
interpuestos por el Ministerio Público y por el actor civil por las causales 
previstas en los numerales 1, 3 y 5 del artículo 429 del NCPP, esto es, 
vulneración del debido proceso y la debida motivación, interpretación 
errada del artículo 339.1 del NCPP y apartamiento de los Acuerdos 
Plenarios números 1-2010/CJ-116 y 03-2012/CJ-116, respectivamente. 

1.2  Se considera de interés casacional esclarecer el tema sobre la correcta 
interpretación del artículo 339.1 del NCPP, en concordancia con el 
Acuerdo Plenario número 1-2010/CJ-116. 
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1.3  El Acuerdo Plenario número 1-2010/CJ-116, del dieciséis de noviembre 
de dos mil diez, desarrolló en su acápite 6 el tema relacionado con la 
suspensión del plazo de prescripción por la formalización de la 
investigación normado en el artículo 339.1 del NCPP; precisó en su 
fundamento jurídico 24 que en la suspensión el tiempo deja de correr, se 
paraliza el cómputo del plazo debido a una determinada situación y se 
reanuda cuando se resuelve esta; señaló que la consecuencia más 
importante es que el tiempo transcurrido con anterioridad al momento en 
que se presentó la causa que suspendió el proceso no se pierde, sino que 
se suma al que transcurra después de su reiniciación; pero el tiempo 
cumplido durante la vigencia de la suspensión no se computa para los 
efectos de la prescripción extraordinaria.  

1.4  El referido acuerdo señala en su fundamento jurídico 30 que el propósito 
de esta interpretación correcta es dar más tiempo a la autoridad para que 
persiga el delito y asegurar el éxito en la persecución del hecho 
delictivo, esto a fin de consolidar el principio constitucional de 
obligatoriedad en el ejercicio de la persecución penal que tiene el 
Ministerio Público, que se prescribe en el artículo 159 de la Constitución 
Política. 

1.5  Posteriormente, el Acuerdo Plenario número 3-2012/CJ-116, del 
veintiséis de marzo de dos mil doce, en su fundamento 8, señaló que la 
redacción del inciso 1 del artículo 339 del Código Procesal Penal de dos 
mil cuatro (NCPP) tiene influencia directa del Código Procesal Penal de 
Chile, que en su artículo 233.1 señala que la formalización de la 
investigación preparatoria suspende el curso de la prescripción de la 
acción penal; indica a continuación que el código sustantivo de dicho 
país diferencia claramente el supuesto de la interrupción con el de la 
suspensión, por lo que no hay duda y tiene plena validez técnica y 
práctica la interpretación efectuada por el Acuerdo Plenario número 1-
2010/CJ-116 respecto a dicha norma procesal (artículo 339.1 del NCPP). 

1.6  Establece el Acuerdo Plenario número 3-2012/CJ-116 en su fundamento 
jurídico 10 que el artículo 339.1 del Código Procesal Penal de dos mil 
cuatro no ha derogado ni modificado, directa o indirectamente, las reglas 
contenidas en los artículos 83 (último párrafo referido a la prescripción 

extraordinaria) y 84 (sobre la suspensión de la prescripción penal) del Código 
Penal vigente. 

1.7  El artículo 84 sobre suspensión de la acción penal regula causales 
distintas de suspensión a la prescrita en el artículo 339.1 del NCPP, y 
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ambas disposiciones pueden operar de modo secuencial, paralelo o 
alternativo. 

1.8  Indica este acuerdo plenario en su fundamento jurídico 11 que, en 
atención al cumplimiento del principio de plazo razonable para la 
realización de la justicia, se establece un límite temporal para esta 
suspensión que no podrá prolongarse más allá de un tiempo acumulado 
equivalente al plazo ordinario de prescripción más una mitad de dicho 
plazo, vale decir, el plazo extraordinario legalmente establecido. 

1.9  El último párrafo del artículo 83 del Código Penal establece el plazo de 
la prescripción extraordinaria (plazo ordinario más la mitad), que en término 
de tiempo coincide con el plazo máximo de suspensión del plazo por la 
formalización de la investigación preparatoria establecido en el Acuerdo 
Plenario número 3-2012/CJ-116, pero esta coincidencia de ninguna 
manera importa que se superpongan el uno con el otro. El plazo de la 
prescripción extraordinaria comienza a correr desde la fecha de los 
supuestos señalados en el artículo 82 del Código Penal, se suspende 
cuando se formaliza la investigación preparatoria y vuelve a correr a 
partir de que transcurre el plazo máximo de suspensión indicado en el 
Acuerdo Plenario número 3-2012/CJ-116.      

1.10  Así se ha aplicado en las sentencias casatorias vinculantes emitidas por 
la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema en los Recursos de 
Casación números 383-2012/La Libertad y 442-2015/Santa, que se 
mencionan en la sentencia de vista.    

1.11  El Tribunal de apelación afirma correctamente que los acuerdos 
plenarios y las sentencias casatorias no contemplan un supuesto de 
interrupción, pero se equivoca al afirmar que continuar con el cómputo 
del plazo de prescripción iniciado antes de la formalización de la 
investigación preparatoria, después de vencido el plazo de suspensión, 
importa un supuesto de interrupción. 

1.12  En la interrupción de la prescripción, normada en el artículo 83 del 
Código Penal, comienza a correr un nuevo plazo; en este caso, se está 
continuando el que se había iniciado cuando se cometió el delito, por lo 
que hay una errada interpretación de esta norma por parte del ad quem. 

1.13  Se equivoca el ad quem al afirmar que los acuerdos plenarios no son 
vinculantes, por cuanto establecen pautas de interpretación producto de 
la deliberación en las reuniones de jueces con el objeto de uniformizar 
criterios en la jurisprudencia; consecuentemente, el apartamiento de esta 
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doctrina jurisprudencial debe estar plenamente justificado y 
fundamentado.  

1.14  El delito de libramiento indebido materia del presente proceso, tipificado 
en el artículo 215 del Código Penal, contempla una sanción máxima de 
cinco años de pena privativa de libertad.  

1.15  En el presente caso, el delito se consumó el dos de junio del dos mil 
nueve (fecha en que el agraviado presentó el cheque y el funcionario del banco puso 

el sello de no pagado por falta de fondos); desde ahí hasta la fecha de 
formalización de la investigación preparatoria (el quince de julio de dos mil 

once) transcurrieron dos años, un mes y trece días; este plazo se 
suspendió por siete años y seis meses (plazo límite de la suspensión por la 
formalización de la investigación, esto es, desde el quince de julio de dos mil once 

hasta el quince de enero de dos mil diecinueve); luego de lo cual continúa 
corriendo hasta un plazo máximo de siete años y seis meses (prescripción 

extraordinaria), que descontados los dos años, un mes y trece días que ya 
habían transcurrido antes de la formalización de la investigación se 
cumple el primero de junio de dos mi veinticuatro; por lo tanto, aún no 
ha prescrito la acción penal. 

1.16  El ad quem incurrió en una indebida motivación, vulneró el debido 
proceso, interpretó erradamente el artículo 339.1 del NCPP y el artículo 
83 del Código Penal, y con ello se apartó injustificadamente de lo 
establecido en los Acuerdos Plenarios números 1-2010/CJ-116, del 
dieciséis de noviembre de dos mil diez, y 3-2012/CJ-116, del veintiséis 
de marzo de dos mil doce; de modo tal que corresponde casar la 
sentencia impugnada y ordenar que se realice un nuevo juicio de 
apelación por otro Colegiado.  

DECISIÓN 

Por estos fundamentos, los señores jueces supremos integrantes de la Sala 
Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República:  

I. DECLARARON FUNDADOS los RECURSOS DE CASACIÓN, por
las causales de los incisos 1 (vulneración del debido proceso y la debida

motivación), 3 (inobservancia de precepto penal) y 5 (apartamiento de la doctrina

jurisprudencial) del artículo 429 del NCPP, interpuestos por el
representante del Ministerio Público y por el actor civil Hernando
Vega Gutiérrez contra la sentencia de vista emitida el tres de octubre de
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dos mil diecinueve, que por mayoría revocó la sentencia de primera 
instancia emitida el siete de diciembre de dos mil dieciocho por el 
Séptimo Juzgado Penal Unipersonal de Trujillo de la Corte Superior de 
Justicia de la Libertad, que condenó a Julio Augusto Madalengoitia Díaz 
como autor del delito de libramiento indebido, en agravio de Hernando 
Vega Gutiérrez, y reformándola declaró prescrita la acción penal; en 
consecuencia, CASARON la sentencia de vista impugnada y ordenaron 
que se realice un nuevo juicio de apelación por otro Colegiado.  

II. DISPUSIERON que la presente sentencia casatoria sea leída en
audiencia pública y que, acto seguido, se notifique a todas las partes
apersonadas en esta sede suprema.

III. MANDARON que, cumplidos estos trámites, se devuelva el proceso al
órgano jurisdiccional de origen y que se archive el cuadernillo de
casación en la Corte Suprema.

S. S.  

SAN MARTÍN CASTRO 

ALTABÁS KAJATT 

SEQUEIROS VARGAS 

COAGUILA CHÁVEZ 

CARBAJAL CHÁVEZ 

IASV/mirr 
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Lima, ocho de marzo de dos mil veintidós 

VISTO:  el recurso de nulidad interpuesto 
por el representante del MINISTERIO PÚBLICO, contra el auto final (Resolución 
N.° 17) del 11 de noviembre de 2020, emitido por la Segunda Sala Penal de 
Apelaciones de Cusco, que declaró de oficio extinguida la acción penal, por 
prescripción, en el proceso seguido contra Feliciano Gamarra Benites, por el 
delito de violación sexual de menor en grado de tentativa, en agravio de la 
menor de iniciales R. H. H. O.; y, en consecuencia, ordenaron el archivo 
definitivo de la causa y la remisión de copias certificadas a ODECMA-Cusco, 
con lo demás que contiene. 

De conformidad con la fiscal suprema en lo penal. 

Intervino como ponente la jueza suprema PACHECO HUANCAS. 

CONSIDERANDO 

I. IMPUTACIÓN FISCAL
1. Conforme al dictamen acusatorio1, el 30 de agosto de 1997 Alejandrina
Ochoa Huamán dejó durmiendo a sus menores hijos en el interior de su
habitación ubicada en la calle Almudena N.° 206 de la ciudad de Cusco, para
poder acudir a su puesto de venta de salchipapas, circunstancias que fue
aprovechada por el imputado Feliciano Gamarra Benites, quien siendo
aproximadamente las 22:00 horas ingresó a dicha habitación donde encontró
dormidos a dichos niños, procediendo a acomodarlos en otro lugar de la
misma cama a los menores Wilfredo y Yeshica, y se acostó al lado de la niña
de iniciales R. H. H. O. de 8 años, 5 meses y 16 días de edad.

Procedió a quitarle el buzo a la citada niña, para luego también él quitarse el 
pantalón y subirse encima de dicha menor con el fin de practicar el acto 

1 Cfr. página 91 a 92 

DECLARACIÓN DE CONTUMACIA SUSPENDE 
EL CÓMPUTO DE PLAZO PRESCRIPTORIO 
El Colegiado Superior incurrió en error, pues el hecho 
de que la resolución que declara la contumacia no haya 
precisado la suspensión del plazo de prescripción, no 
conlleva a la inexistencia de tal institución, de 
conformidad con lo establecido por el Tribunal 
Constitucional en el Expediente N.° 05398-2016-
PHC/TC/Lambayeque, fundamento 15, literales d y e, 
del 4 de agosto de 2020. En tal sentido, al ostentar el 
acusado status de contumaz declarado por la 
Resolución del 4 de noviembre de 1999, desde esa 
fecha debe entenderse suspendido el plazo de 
prescripción de la acción penal. 
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sexual, empezando a hacerle frotaciones con su miembro viril en la vagina, 
circunstancias en las que hizo su aparición la madre de la niña, por lo que 
Feliciano Gamarra Benites no logró su cometido. 

II. FUNDAMENTOS DE LA SENTENCIA IMPUGNADA
2. El Tribunal de Mérito emitió el auto final2 del 11 de noviembre de 2020
que declaró de oficio extinguida la acción penal por prescripción a favor de
Feliciano Gamarra Benites, sobre la base de los motivos siguientes:

2.1. Al momento de la comisión de los hechos, el delito de violación estaba 
sancionado con una pena no menor de 15 ni mayor de 20 años, y 
considerando la prescripción ordinaria y extraordinaria contemplada en 
los artículos 80 y 83 del Código Penal, el plazo máximo de la pena más 
la mitad es de 30 años. 

2.2. Teniendo en cuenta que el imputado a la fecha de los hechos tenía 76 
años, conforme a lo establecido en el artículo 81, el plazo de prescripción 
se reduce a la mitad, entonces el plazo sería de 15 años. 

2.3. El imputado tenía la condición de reo contumaz a mérito de la resolución 
del 4 de noviembre de 1999, precisándose que en dicha resolución no se 
hizo alusión de manera expresa la suspensión del plazo de prescripción. 
Por lo que, en mérito de la Ley N.° 26641, no puede considerarse el 
plazo de suspensión de la prescripción. Realizando el cómputo, el plazo 
prescriptorio ha vencido largamente. 

III. EXPRESIÓN DE AGRAVIOS
3. El representante del Ministerio Público promovió recurso de nulidad3

contra el citado auto final. Alegó los motivos siguientes:

3.1. Se advierte que el artículo 1 de la Ley N.° 26641, no indica de manera 
expresa que se tenga que consignar en la resolución que declara la 
contumacia, la suspensión de la prescripción; por lo que, la declaración 
de reo contumaz trae consigo los efectos de la interrupción de la 
prescripción de la acción penal. Lo que no fue tomado en cuenta por el 
Colegiado. 

3.2. En el caso, si bien el juez que declaró la contumacia del procesado 
Gamarra Benites, omitió pronunciarse expresamente sobre la suspensión 
de la prescripción, no puede entenderse que esta no tenga lugar, toda vez 
que esta debe entenderse como una consecuencia jurídica necesaria que 
se aplica luego de la declaración de contumaz. Por lo tanto, se debe 
aplicar la suspensión del plazo de prescripción. 

2 Cfr. páginas 269 a 262. 
3 Cfr. páginas 279 a 282. 
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3.3. Más aún si en el caso, el procesado fue sorprendido cuando estaba 
cometiendo el hecho delictuoso. Por lo que no solo se estaría 
interpretando erróneamente los alcances de la Ley N.° 26641, sino 
también se estaría afectando la garantía de la tutela jurisdiccional. 

IV. FUNDAMENTOS DEL SUPREMO TRIBUNAL
4. El punto de partida para analizar la sentencia de mérito, es el principio de
impugnación limitada que fija los límites de revisión por este Supremo
Tribunal; en cuya virtud, se reduce el ámbito de la resolución, únicamente a
las cuestiones promovidas en el recurso aludido, las que configuran, en
estricto, la denominada competencia recursal del órgano de alzada. En tal
sentido, solo se emitirá pronunciamiento sobre si la potestad punitiva del
Estado se ha extinguido o si, caso contrario, sigue vigente, correspondiendo
declarar la nulidad del auto impugnado conforme los agravio recursales.

5. La prescripción es una institución que limita el poder punitivo del Estado.
Si bien extingue la responsabilidad criminal fundada en la acción del tiempo
sobre los acontecimientos humanos, su fundamento “radica más en razones de
seguridad jurídica que en consideraciones de justicia material” [MUÑOZ CONDE Y

GARCÍA ARÁN: Derecho Penal. Parte General. Tirant lo Blanch, 8° Edición, Valencia, 2010,
p. 404]. Es el propio Estado el que se va a ver privado de perseguir a un sujeto
por haber quedado extinguida la responsabilidad penal. “Lo que se prescribe
no es la acción penal para perseguir el delito, sino el delito mismo” [SSTC
español 63/2005, de 14 de marzo].

6. En el Perú, la prescripción está vinculada al derecho a ser juzgado en un
plazo razonable, el cual forma parte del derecho fundamental al debido
proceso. Su finalidad es que “se elimine toda incertidumbre jurídica y se
abandone el castigo de quien lleva mucho tiempo viviendo honradamente,
consagrando de esta manera el principio de seguridad jurídica” [STC 02407-
2011-PHC/TC, F.J. 2]. Constituye una frontera del derecho penal material, en
tanto “el proceso no puede tener una duración indefinida sobre situaciones
jurídicas expectantes” [Acuerdo Plenario N.° 1-2010/CJ-116].

7. Los artículos 80 y 83 del Código Penal peruano establecen los términos de
prescripción ordinaria y extraordinaria, respectivamente. La prescripción
ordinaria opera en un tiempo igual al máximo de la pena conminada, si es
privativa de la libertad, cuyo término máximo es de veinte años; mientras que
la extraordinaria opera en un tiempo igual que la prescripción ordinaria más la
mitad de ese mismo plazo. Dada su naturaleza, estos plazos “no pueden
aplicarse retroactivamente si con ello se perjudica al procesado” [Ejecutoria
Suprema recaída en el Recurso de Nulidad 1999-2017/Lima Norte, del 27 de octubre de 
2020, emitida por la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia, f.j. 9] 

8. Conforme con el artículo 83 del Código Penal, la prescripción de la acción
en los procesos penales incoados bajo la normativa del Código de
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Procedimientos Penales se interrumpe por las actuaciones del Ministerio 
Público y del Poder Judicial o, en su caso, por la comisión de un nuevo delito 
doloso. Sin embargo, la acción penal prescribe, en todo caso, cuando el tiempo 
transcurrido sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de prescripción. En 
efecto, el plazo extraordinario debe utilizarse cuando “haya operado la 
interrupción del plazo de la prescripción” [STC N.° 6714-2006-PHC/TC, F.J. 6]. 

9. De otro lado, los supuestos de suspensión de la prescripción de la acción
penal, en procesos tramitados bajo los alcances del citado cuerpo normativo,
se estatuyen en el artículo 84 del Código Penal y en el artículo 1 de la Ley N.°
26641. El primer supuesto opera cuando el comienzo o la continuación del
proceso penal depende de cualquier cuestión que deba resolverse en otro
procedimiento.

10. Mientras que el segundo supuesto se da a la luz de la Ley N.° 26641, del
26 de junio de 1996, en cuyo artículo 1 establece:

Interprétase por la vía auténtica que, tratándose de contumaces, el principio de la 
función jurisdiccional de no ser condenado en ausencia, se aplica sin perjuicio de la 
interrupción de los términos prescriptorios, la misma que opera desde que existen 
evidencias irrefutables que el acusado rehúye del proceso y hasta que el mismo se 
ponga a derecho. El Juez encargado del proceso declara la condición de contumaz y la 
suspensión de la prescripción. 

Aun cuando el citado dispositivo indica primero el término interrupción y 
luego suspensión de la prescripción de la acción penal, ha sido denominada 
por la doctrina jurisprudencial constitucional y ordinaria, como suspensión 
[Cfr. Ejecutoria Suprema recaída en el Recurso de Nulidad 951-2020/Callao, del 2 de 
setiembre de 2021, emitida por la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia, f.j. 
4.3]. 

11. De manera que en este segundo supuesto, la suspensión surte efecto
cuando el juez declara la condición de contumaz, dadas las evidencias
irrefutables que el acusado rehúye del proceso y hasta que el mismo se ponga
a derecho —la cognoscibilidad del procesado respecto de la causa penal
instaurada en su contra constituye un presupuesto necesario para su
declaratoria— [Ejecutoria Suprema recaída en el Recurso de Nulidad 1999-2017/Lima
Norte, del 27 de octubre de 2020, emitida por la Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema
de Justicia, f.j. 15].

12. En el caso concreto, la Primera Sala Penal de la Corte Superior de Cusco,
mediante Resolución del 4 de noviembre de 1999, declaró contumaz al
acusado Gamarra Benitez, mandó se giren en su contra las correspondientes
órdenes de captura a nivel nacional, sin perjuicio de emplazársele mediante
edictos de ley y reservaron el señalamiento de nueva fecha de audiencia
pública, para cuando sea habido.
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13. Al respecto, el auto impugnado expresó como uno de los fundamentos
para declarar la extinción de la acción penal, que la resolución que declaró la
contumacia del imputado no hizo alusión de manera expresa a la situación de
la suspensión del plazo de prescripción y por lo tanto, en mérito a la Ley N.°
26641, no podía considerarse el plazo de la suspensión de la prescripción.

14. Sin embargo, el Colegiado Superior incurrió en error, pues el hecho de
que la resolución que declara la contumacia no haya precisado la suspensión
del plazo de prescripción, no conlleva a la inexistencia de tal institución, de
conformidad con lo establecido por el Tribunal Constitucional en el
Expediente N.° 05398-2016-PHC/TC/Lambayeque, fundamento 15, literales d
y e, del 4 de agosto de 2020:

Si bien es cierto que los órganos jurisdiccionales no sancionaron expresamente la 
suspensión del plazo de prescripción, ello no significa que el plazo no se suspende 
pues la citada ley no le atribuye discrecionalidad al juez para suspender o no la 
prescripción, por el contrario, es una consecuencia necesaria de la declaratoria de 
contumacia como se ha establecido a través de Jurisprudencia Suprema (R.N. N.º 
1945-2014-La Libertad y R. N. N.º 1417-2009-Lambayeque). 

[…], la omisión de los órganos jurisdiccionales de declarar la suspensión de la 
prescripción no implica que esta no tenga lugar, ya que es en base a la declaración de 
contumacia […] que efectivamente los plazos de prescripción han sido suspendidos, 
tal como establece el artículo 1 de la Ley número N.° 26641. 

En tal sentido, al ostentar el acusado status de contumaz declarado por la 
Resolución del 4 de noviembre de 19994, desde esa fecha debe entenderse 
suspendido el plazo de prescripción de la acción penal. 

15. Ahora bien, evidentemente, la suspensión de los plazos de prescripción,
generada por la declaración de contumacia, no implica que esta deba ser ad
infinitum, dado que todo proceso penal debe ser resuelto dentro de un plazo
razonable, con pautas temporales adecuadas, en atención a los derechos
fundamentales al debido proceso y a la tutela jurisdiccional efectiva.

16. El Tribunal Constitucional se ha pronunciado en el mismo sentido,
señalando que “la Ley N.° 26641, que dispone la suspensión de los plazos de
prescripción de la acción penal para los reos contumaces, solo puede ser de
aplicación en caso la misma no resulte vulneratoria del derecho al plazo
razonable del proceso” [STC 4959-2008-PHC/TC, del 1 de agosto de 2009,  f.j. 16].

17. Es así que, en el caso concreto, el delito se trata se violación sexual de
menor de edad en grado de tentativa que es sancionado con pena privativa de
libertad no menor de 15 ni mayor de 20 años. En aplicación a las reglas
generales de la prescripción, la acción se extinguiría en un plazo igual a 30
años (20 años más 10 que es la mitad); sin embargo, atendiendo a que en el

4 Cfr. página 96 
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caso concurre la reducción a la mitad del plazo prescriptorio porque el 
imputado tenía 76 años a la fecha de los hechos (artículo 81 del Código Penal), la 
acción prescribiría a los 15 años. Este es el plazo máximo que en este caso 
debería durar la suspensión de la prescripción por declaración de contumacia. 

18. Sucede que el imputado recurrente fue declarado reo contumaz mediante
Resolución judicial del 4 de noviembre de 1999. Por lo que, tal como se ha
indicado ut supra, se generó la suspensión de los plazos de prescripción de la
acción penal. Estando acreditado en autos que el imputado, con anterioridad a
dicha resolución, ya tenía conocimiento de los cargos fiscales atribuidos,
puesto que ha brindado su declaración policial5 con presencia del
representante del Ministerio Público y declaración instructiva6. La
cognoscibilidad de la incoación del proceso penal valida la declaración de
contumacia.

19. Es a partir del 4 de noviembre de 1999 que se debe computar aquel plazo
de 15 años como máximo para la suspensión de la prescripción, lo que
culmina el 3 de noviembre de 2014. A partir del 4 de noviembre de 2014
tendría que retomarse el conteo del plazo prescriptorio.

20. En esta línea de argumentación, desde la fecha de los hechos (30 de agosto
de 1997) hasta la declaración de contumacia (4 de noviembre de 1999) han
transcurrido 2 años, 2 meses y 5 días. Luego, descontado el plazo en que fue
suspendido el plazo prescriptorio, este debe retomar su cómputo a partir del 4
de noviembre de 2014, por lo que prescribiría el 29 de agosto de 2027.

21. Ello revela que, en este caso, la acción punitiva del Estado se mantiene
vigente hasta la fecha indicada, por lo que la decisión del Tribunal Superior
debe declararse nula, continuarse con el trámite regular del proceso.

DECISIÓN  

Por estos fundamentos, los integrantes de la Sala Penal Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, acordaron: 

I. Declarar NULO el auto final (Resolución N.° 17) del 11 de noviembre de
2020, emitido por la Segunda Sala Penal de Apelaciones de Cusco, que
declaró de oficio extinguida la acción penal por prescripción, en el
proceso seguido contra Feliciano Gamarra Benites, por el delito de
violación sexual de menor en grado de tentativa, en agravio de la menor
de iniciales R. H. H. O.; y, en consecuencia, DISPUSIERON que
continúe el proceso según su estado.

5 Cfr. página 9 a 12 
6 Cfr. páginas 29 y 32 
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Interviene el juez supremo Núñez Julca, por licencia de la jueza suprema 
Castañeda Otsu.  

S. S. 

PRADO SALDARRIAGA 

NÚÑEZ JULCA 

BROUSSET SALAS 

PACHECO HUANCAS 

GUERRERO LÓPEZ 

IEPH/rsrr 



 

                                                                                                                

                             

                              

1 
 

 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 
 DE LA REPÚBLICA 
 

 SALA PENAL TRANSITORIA 
 RECURSO DE NULIDAD N.º 616-2020 
 PUNO 

 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Lima, tres de noviembre de dos mil veinte  
 

VISTOS: los recursos de nulidad 
interpuestos contra la sentencia del treinta y uno de enero de dos mil veinte, 
emitida por la Sala Penal de Apelaciones en Adición Sala Penal Liquidadora y 
Especializadas en Delitos de Corrupción de Funcionarios, de la Corte Superior 
de Justicia de Puno, por:  
A. El imputado JESÚS EDGARDO BENAVIDES MAZUELOS en el extremo que 

lo condenó como autor del delito de lesiones graves, en perjuicio de Dora 
Cruz Flores, a cuatro años de pena privativa de la libertad, con carácter 
de efectiva, y fijó en quince mil soles el monto que, por concepto de 
reparación civil, deberá abonar a favor de la parte agraviada.  

B. El fiscal superior de la PRIMERA FISCALÍA SUPERIOR PENAL DE PUNO, en 
el extremo que se absolvió a los procesados Gilberto Trujillo Yupanqui y 
Celia Dominga Huarachi de Trujillo, como autores de la comisión del 
delito de lesiones graves, en perjuicio de Dora Cruz Flores. 

 
Ponencia de la jueza suprema PACHECO HUANCAS. 
 
 

SUSPENSIÓN DE LOS PLAZOS DE 
PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL 
i. Los plazos de prescripción de la acción penal tienen 

naturaleza material y, por tanto, su aplicación 
retroactiva solo es admisible si favorece al reo. 
Distinta es la situación de los plazos de suspensión 
de los términos prescriptorios, cuyos preceptos 
tienen naturaleza procesal, por lo que es de 
aplicación el principio tempus regit actum.  

ii.  La suspensión de los plazos de prescripción 
únicamente resultará constitucional —en coherencia 
con las garantías del debido proceso y tutela 
jurisdiccional, así como con el principio de seguridad 
jurídica— siempre y cuando no se dicten de forma 
arbitraria e indiscriminada y se promulguen o 
regulen en atención a la exigencia de ciertas 
circunstancias excepcionales. 

iii.  La suspensión general de plazos procesales y de 
prescripción decretada, en el contexto excepcional, 
convencional, constitucional y legal descrito, resulta 
razonable, proporcional y de naturaleza temporal, 
cuya justificación radica en el estado de excepción 
declarado y en la necesidad de proteger y garantizar 
el derecho fundamental a la salud, que estaba —y 
está— en riesgo de amenaza y lesión. Tal medida se 
dictó con el objeto de garantizar —en condiciones de 
igualdad— el pleno ejercicio de los derechos de los 
usuarios del servicio judicial —que no han podido 
acceder a los recintos y despachos judiciales— una 
vez levantada su temporalidad.   
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CONSIDERANDO 
 

IMPUTACIÓN FISCAL 
1. De la acusación fiscal y complementaria se desprende que el factum de 
imputación es el siguiente:  
 
El tres de julio de dos mil ocho, a las dos horas, aproximadamente, ingresó 
una turba de cincuenta personas al interior del inmueble ubicado en la avenida 
28 de Julio N.º 201-Desaguadero, por la parte posterior; es decir, por la parte 
del inmueble que colinda con la avenida Panamericana S/N. La turba ingresó 
por el muro a través de una escalera; ya en el interior rompieron los vidrios de 
las ventanas de las habitaciones donde los agraviados dormían y, 
aprovechando la oscuridad, les propinaron una golpiza en diferentes partes del 
cuerpo con los objetos contundentes que poseían. Se precisó que los 
procesados Celia Dominga Huarachi de Trujillo y Gilberto Trujillo Yupanqui 
concertaron para ello, mientras que Jesús Eduardo Benavides Mazuelos 
ingresó junto a la turba. 
 
Los imputados lograron su propósito: a la agraviada Dora Cruz Flores le 
ocasionaros varias lesiones, resaltando una fractura del antebrazo izquierdo, 
heridas sangrantes en cara y traumatismo abdominal cerrado, por lo que se le 
indicaron quince días de tratamiento y descanso médico. Al agraviado Juan 
Arpasi Zambrano también se le ocasionaros lesiones, de las cuales destacan 
una fractura costal izquierda, herida en cuero cabelludo y contusiones en cara, 
por las que se le prescribieron quince días de tratamiento y descanso médico. 
En la agraviada Tomasa Graciela Zambrano Rojas destaca el diagnóstico de 
policontuso de consideración, traumatismo encéfalo craneano y herida en 
cuero cabelludo, por lo que mereció doce días de tratamiento y descanso 
médico.  
 
Estas personas, el día de los hechos pernoctaban al interior del inmueble antes 
mencionado y fueron echados a la calle por los imputados. En esas 
circunstancias, con los rostros ensangrentados, los agraviados acudieron a la 
dependencia policial de la localidad de Desaguadero y encontraron al efectivo 
SO PNP Roger Gómez Cabrera, quien acudió al lugar de los hechos y fue 
agredido por la turba, resultando con una serie de lesiones, tales como una 
fractura costal, por las que mereció quince días de tratamiento y descanso 
médico. 
 
FUNDAMENTOS DE LA SENTENCIA IMPUGNADA 
2. El Tribunal Superior, entre otros extremos, por los hechos atribuidos 
respecto de la agraviada Dora Cruz Flores, emitió sentencia condenatoria1 en 
contra del acusado Jesús Edgardo Benavidez Mazuelos y absolvió a los 

                                            
1 Cfr. páginas 3278 y ss. 
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acusados Gilberto Trujillo Yupanqui y Celia Dominga Huarachi de Trujillo. 
Su decisión, en lo medular, se sustentó en los argumentos siguientes:  
 
2.1. La intención de los imputados no fue matar a los agraviados, mucho 

menos concurren los supuestos atribuidos por el representante del 
Ministerio Público, de crueldad, alevosía y empleo de fuego. Si bien de 
acuerdo con la imputación la conducta habría quedado en grado de 
tentativa, el titular de la acción penal no precisó ante qué tipo de tentativa 
se estaría, ni la causa o hecho ajeno que habría motivado que la conducta 
quede inacabada. Su propósito fue desalojar a los agraviados, máxime si 
los imputados se encontraban en una posición más favorable para lograr 
su cometido. Por lo tanto, procede la desvinculación de la calificación 
jurídica; es decir, de homicidio calificado a lesiones graves, previsto en 
el artículo ciento veintiuno del Código Penal.  

 
2.2. El imputado Jesús Edgardo Benavides Mazuelos estaba en el lugar y 

momento en que la turba desalojó a los agraviados del inmueble que 
ocupaban; sin embargo, su responsabilidad penal ha quedado acreditada 
respecto a las lesiones ocasionadas a Dora Cruz Flores, quien en los 
debates orales sindicó al citado procesado como la persona que le 
propino un golpe en el rostro con la pata de cabra, lo que fue corroborado 
con los correspondientes certificados médicos, que concluyen que 
presenta desfiguración de rostro.  

 
2.3. Respecto a los imputados Gilberto Trujillo Yupanqui y Celia Dominga 

Huarachi de Trujillo solo se tiene la sindicación de los agraviados Dora 
Cruz Flores y Juan Arpasi Zambrano; sin embargo, no han dado mayores 
detalles de su participación. Es más, los otros testigos presenciales, 
quienes se encontraban en mejor estado de salud por tener lesiones de 
menor gravedad, no afirmaron la presencia de dichos procesados y, de 
otro lado, la imputación fiscal en ningún extremo atribuye que hayan 
ingresado al interior del inmueble.  

 
EXPRESIÓN DE AGRAVIOS 
3. El imputado Jesús Edgardo Benavides Mazuelos, mediante su recurso de 
nulidad2 fundamentado, impugnó el extremo de la sentencia que lo condenó 
como autor del delito de lesiones graves, en perjuicio de Dora Cruz Flores, a 
cuatro años de pena privativa de la libertad, con carácter de efectiva, y fijó en 
quince mil soles el monto que, por concepto de reparación civil, deberá abonar 
a favor de la parte agraviada. Alegó los motivos siguientes: 

3.1. La desvinculación de la calificación jurídica efectuada por la Sala 
Superior, vulneró el principio de congruencia recursal.  

 

                                            
2 Cfr. páginas 3350 y ss.  
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3.2. Indebida apreciación de los hechos y valoración de las pruebas ofrecidas. 
El día en que acaeció el factum se encontraba en la ciudad de Arequipa, 
lo que se acreditó con las declaraciones de los testigos Luis Ludgardo 
Carrasco Castillo, Benito Nildo Monrroy Manzoni, Margarita Callasa de 
Sucasa, contrato de alquiler del tres de julio de dos mil ocho y contrato 
de préstamo de dinero, estos últimos firmados y legalizados ante el 
notario público de Arequipa. Las pruebas mencionadas no fueron materia 
de análisis.  

 
3.3. Existen serias contradicciones en las declaraciones de los supuestos 

agraviados y los testigos examinados en juicio. Es más, no se ha 
individualizado de forma clara su conducta. Por el contrario, se ha 
efectuado una apreciación genérica y subjetiva, precisamente en razón de 
que no se encontraba en el lugar de los hechos. 

 
3.4. No existe elemento probatorio alguno ni indicios de su responsabilidad, 

solamente existen meras sindicaciones de la agraviada.  
 

El catorce de agosto de dos mil veinte, el recurrente presentó un escrito vía 
Mesa de Partes Única de las Salas Penales de la Corte Suprema de Justicia de 
la República, deduciendo la excepción de prescripción de la acción penal.  

 
4. El representante del Ministerio Público, mediante su recurso de nulidad3 
fundamentado, expresamente impugnó el sexto punto de la parte resolutiva de 
la sentencia cuestionada, por el que se absolvió a los acusados Gilberto 
Trujillo Yupanqui y Celia Dominga Huarachi de Trujillo, como autores de la 
comisión del delito de lesiones graves, en agravio de Dora Cruz Flores. 
Sostuvo lo siguiente:  

4.1. La Sala Superior omitió pronunciarse sobre la tesis central de defensa de 
los citados imputados, es decir, respecto a que en el momento de los 
hechos se encontraban en Bolivia y que llegaron, aproximadamente, a las 
siete horas del mismo día. Es más, los propios imputados señalaron que 
estuvieron en el descargo de la arena en el inmueble materia de litis. 
Entonces, si no sabían nada de los hechos, ¿cuál era la razón para que 
descarguen arena? La única respuesta es que concertaron participar en 
los hechos y, por tal razón, ya tenían contratado el descargo de dicho 
material, para ingresar al predio y realizar construcciones.  

 
En atención a dicha versión cobra relevancia la declaración de Lady 
Lidcy Aguilar Arpasi, Dora Cruz Flores y Tomasa Graciela Zambrano. A 
ello, se suma el atestado policial en el que se indica “detenida”, es decir, 
fue capturada dada la evidencia de su participación.  

 

                                            
3 Cfr. páginas 3342 y ss.  
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4.2. La desvinculación de la calificación jurídica por el delito de lesiones 
graves no se corresponde con la gravedad de los hechos. Ello no ha sido 
debidamente merituado.  

 
CALIFICACIÓN DEL DELITO MATERIA DE CONDENA 
5. El delito de lesiones graves, tipificado en el artículo ciento veintiuno del 
Código Penal4, sanciona al agente que: “causa a otro daño grave en el cuerpo o en la 
salud, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de cuatro ni mayor de ocho 
años. Se consideran lesiones graves: 1. Las que ponen en peligro inminente la vida de la 
víctima. 2. Las que mutilan un miembro u órgano principal del cuerpo o lo hacen impropio 
para su función, causan a una persona incapacidad para el trabajo, invalidez o anomalía 
psíquica permanente o la desfiguran de manera grave y permanente. 3. Las que infieren 
cualquier otro daño a la integridad corporal, o a la salud física o mental de una persona que 
requiera treinta o más días de asistencia o descanso, según prescripción facultativa”. 
 
FUNDAMENTOS DEL SUPREMO TRIBUNAL 
6. El punto de partida para analizar la sentencia de mérito es el principio de 
impugnación limitada, que fija los límites de revisión por este Supremo 
Tribunal, en cuya virtud se reduce el ámbito de la resolución únicamente a las 
cuestiones promovidas en el recurso aludido, las que configuran, en estricto, la 
denominada competencia recursal del órgano de alzada.  
 
Por fines metodológicos, los recursos de nulidad interpuestos se analizarán de 
forma separada. No obstante, dado que el impugnante Jesús Edgardo 
Benavides Mazuelos, mediante escrito del catorce de agosto de dos mil veinte, 
dedujo la excepción de prescripción de la acción penal —petición reiterada 
por su defensa técnica al informar oralmente ante este Tribunal—, ex ante 
debe verificarse si la potestad punitiva del Estado, en su contra, sigue vigente.   
 
SOBRE LA EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL  
7. Previo a resolver el medio técnico de defensa promovido ante este 
Supremo Tribunal, debe tenerse presente que el recurrente Benavides 
Mazuelos cuestionó que la desvinculación de la calificación jurídica asumida 
por la Sala Superior vulneró el principio de congruencia recursal.  
 
Al respecto, el representante del Ministerio Público calificó los hechos 
atribuidos como delito de homicidio calificado, en grado de tentativa; en 
cambio, el Tribunal Superior consideró que aquellos guardan correspondencia 
con el delito de lesiones graves, cuyo extremo condenatorio solo ha sido 
objeto de impugnación por parte del procesado Benavides Mazuelos.  
 
Entonces, indistintamente de amparar o no su reclamo, no sería jurídicamente 
posible condenarlo por el delito de homicidio calificado, sobre la base de la 
interdicción de la reforma en peor —principio de non reformatio in peius—, 

                                            
4 Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley N.º 28878, publicada el 17 de agosto 

de 2006. 
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dado que el extremo de la decisión de condena en contra de dicho sentenciado 
tampoco fue cuestionado por el titular de la acción penal. Por tal motivo, los 
plazos de prescripción deben computarse a partir de las penas conminadas 
para el delito de lesiones graves.  
 

� PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL EN EL PERÚ: NOCIONES 
GENERALES, INTERRUPCIÓN Y SUSPENSIÓN 

8. La prescripción es una institución que limita el poder punitivo del Estado. 
Si bien extingue la responsabilidad criminal fundada en la acción del tiempo 
sobre los acontecimientos humanos, su fundamento “radica más en razones de 
seguridad jurídica que en consideraciones de justicia material” [MUÑOZ CONDE 

Y GARCÍA ARÁN. Derecho penal. Parte general. Octava edición. Valencia: Tirant lo 
Blanch, 2010, p. 404]. Es el propio Estado el que se va a ver privado de 
perseguir a un sujeto por haber quedado extinguida la responsabilidad penal. 
“Lo que se prescribe no es la acción penal para perseguir el delito sino el 
delito mismo” (SSTC español 63/2005 de 14 de marzo).   
 
9. En el Perú, la prescripción de la acción penal tiene relevancia 
constitucional. Está vinculada con el contenido del derecho a ser juzgado en 
un plazo razonable, el cual forma parte del derecho fundamental al debido 
proceso. Es una institución inspirada en el principio pro homine. La ley penal 
material otorga a la acción penal una función preventiva y resocializadora, en 
la cual el Estado autolimita su potestad punitiva. Esta finalidad se sustenta en 
la necesidad de que, pasado cierto tiempo, “se elimine toda incertidumbre 
jurídica y se abandone el castigo de quien lleva mucho tiempo viviendo 
honradamente, consagrando de esta manera el principio de seguridad jurídica” 
[STC 02407-2011-PHC/TC, f.j. 2]. Constituye una frontera del derecho penal 
material, en tanto “el proceso no puede tener una duración indefinida sobre 
situaciones jurídicas expectantes” [Acuerdo Plenario N.° 1-2010/CJ-116]. 
 
10. El instituto en mención se encuentra ligado al tipo de pena, a la gravedad 
del hecho y, en algunos casos, a las características particulares del sujeto 
agente, como cuando concurre la responsabilidad restringida. Los artículos 
ochenta y ochenta y tres del Código Penal peruano establecen los términos de 
prescripción ordinaria y extraordinaria, respectivamente. La prescripción 
ordinaria opera en un tiempo igual al máximo de la pena conminada, si es 
privativa de la libertad, cuyo término máximo es de veinte años; mientras que 
la extraordinaria opera en un tiempo igual a la prescripción ordinaria más la 
mitad de ese mismo plazo.  

 
11. Conforme con el artículo ochenta y tres del Código Penal, la prescripción 
de la acción en los procesos penales incoados bajo la normativa del Código de 
Procedimientos Penales se interrumpe por las actuaciones del Ministerio 
Público y del Poder Judicial o, en su caso, por la comisión de un nuevo delito 
doloso. Sin embargo, la acción penal prescribe, en todo caso, cuando el tiempo 
transcurrido sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de prescripción. En esa 
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línea, el plazo extraordinario debe utilizarse cuando “haya operado la 
interrupción del plazo de la prescripción” (STC N.° 6714-2006-PHC/TC, f. 6). 

 
12. De otro lado, los supuestos de suspensión de la prescripción de la acción 
penal en procesos tramitados bajo los alcances del citado cuerpo normativo se 
establecen en el artículo ochenta y cuatro del Código Penal y en el artículo uno 
de la Ley N.° 26641.  

 
El primer supuesto opera cuando el comienzo o la continuación del proceso 
penal depende de cualquier cuestión que deba resolverse en otro 
procedimiento, por lo que se suspenden los plazos hasta que este quede 
concluido. Para determinar el efecto suspensivo de la citada disposición legal 
se exige lo siguiente: i. La preexistencia o surgimiento ulterior de una cuestión 
jurídica controvertida que impida la iniciación o la continuación del proceso 
penal incoado. ii. La decisión que incida sobre la iniciación o continuación del 
proceso penal se realice en otro procedimiento [Acuerdo Plenario N.º 6-
2007/CJ-116, f.j. 6]. 

 
El segundo supuesto surte efecto cuando el juez declara la condición de 
contumaz y la suspensión de la prescripción, dadas las evidencias irrefutables 
de que el acusado rehúye del proceso y hasta que el mismo se ponga a 
derecho.  

 
13. Es oportuno precisar que los plazos de prescripción de la acción penal 
tienen naturaleza material y, por tanto, su aplicación retroactiva solo es 
admisible si favorece al reo. Distinta es la situación de los plazos de 
suspensión de los términos prescriptorios, cuyos preceptos tienen naturaleza 
procesal, por lo que es de aplicación el principio tempus regit actum. Los 
dispositivos normativos procesales que los regulan deben aplicarse a los actos 
que tienen lugar en cada momento. Sin embargo, es pertinente añadir que la 
suspensión de los plazos de prescripción únicamente resultará constitucional 
—en coherencia con las garantías del debido proceso y tutela jurisdiccional, 
así como con el principio de seguridad jurídica— siempre y cuando no se 
dicten de forma arbitraria e indiscriminada y se promulguen o regulen en 
atención a la exigencia de ciertas circunstancias excepcionales.  
 
14. En este caso, el delito de lesiones graves, a la fecha de ocurridos los 
hechos, establecía una pena privativa de la libertad conminada no menor de 
cuatro ni mayor de ocho años. Entonces, la prescripción ordinaria opera a los 
ocho años y, por su parte, la extraordinaria a los doce años, computados a 
partir de la fecha del suceso delictivo, dado que el delito de lesiones graves es 
uno de naturaleza instantánea.  

 
15. Dicho esto, los hechos objeto de imputación señalados en el apartado uno 
de la presente ejecutoria suprema, acaecieron el tres de julio de dos mil ocho. 
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A partir de esta fecha, han transcurrido más de doce años (plazo 
extraordinario), por lo que la acción penal habría prescrito. No se ha 
presentado, pues, ningún supuesto de suspensión de la prescripción de la 
acción penal señalados ut supra. Sin embargo, en líneas posteriores 
procederemos a desarrollar otro aspecto relevante: el cómputo de la 
prescripción penal frente a la suspensión de los plazos procesales.   
 

� PLAZOS DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL : SUSPENSIÓN  
Y PANDEMIA DE LA C OVID -19 EN EL PERÚ 

16. Es central destacar la circunstancia excepcional que afronta nuestro país 
como consecuencia de la pandemia de la Covid-19 —provocada por el virus 
coronavirus 2 del síndrome respiratorio agudo grave SARS-CoV-2—. El once 
de marzo de dos mil diecinueve, la Organización Mundial de la Salud declaró 
que el brote de la Covid-19 es una pandemia global, por la velocidad en su 
propagación, al haberse extendido en más de cien países del mundo de manera 
simultánea. Por ello, instó a los Estados a tomar acciones urgentes y decididas 
para la identificación, confirmación, aislamiento, monitoreo de los posibles 
casos y tratamiento de los confirmados; así como la divulgación de las 
medidas preventivas con la finalidad de mitigar los contagios. En la misma 
línea, diversos organismos internacionales emitieron pronunciamientos 
orientados a salvaguardar la vida y la salud de las personas. 
 
17. La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante: Corte IDH), 
el nueve de abril de dos mil veinte emitió la declaración denominada “Covid-
19 y Derechos Humanos: Los problemas y desafíos deben ser abordados con 
perspectiva de derechos humanos y respetando las obligaciones 
internacionales”.  Instó la adopción e implementación de medidas dentro de la 
estrategia y esfuerzos de los Estados parte de la Convención Americana sobre 
los Derechos Humanos y señaló que es indispensable que se garantice el 
derecho de acceso a la justicia y los mecanismos de denuncia.  

 
18. Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 
adelante: CIDH) emitió la Resolución N.º 1/2020, del diez de abril de dos mil 
veinte. Dio un conjunto de recomendaciones a los Estados de la región, dentro 
de las cuales se incluyó el aseguramiento del acceso a la justicia, en especial, 
la justiciabilidad de los derechos humanos económicos, sociales, culturales y 
ambientales (DESCA), como lo es el derecho a la salud. Se precisó que las 
medidas adoptadas por los Estados en la atención y contención del virus deben 
tener como centro el pleno respeto de los derechos humanos. En esa dirección, 
se estableció una guía de actuación de los Estados:  

 
18.1. En el literal f, del numeral tres, de la parte resolutiva se señaló que las 

medidas que los Estados adopten, en particular aquellas que resulten en 
restricciones de derechos o garantías, deben sujetarse a los principios pro 
persona, de proporcionalidad, temporalidad y deben tener como finalidad 
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legítima el estricto cumplimiento de los objetivos de salud pública y 
protección integral, como el debido y oportuno cuidado de la población, 
por sobre cualquier otra consideración o interés de naturaleza pública o 
privada.  

18.2. La CIDH también recordó a los Estados los estándares convencionales 
que limitan derechos y garantías. En el literal g, del mismo numeral, 
señaló que aun en los casos más extremos y excepcionales donde pueda 
ser necesaria la suspensión de determinados derechos, el derecho 
internacional impone una serie de requisitos —tales como la legalidad, 
necesidad, proporcionalidad y temporalidad— dirigidos a evitar que 
medidas como el estado de excepción o emergencia sean utilizadas de 
manera ilegal, abusiva y desproporcionada, ocasionando violaciones a 
los derechos humanos o afectaciones al sistema democrático de 
gobierno.  

18.3. En el numeral veinticuatro de la parte resolutiva, recomendó abstenerse 
de suspender procedimientos judiciales idóneos para garantizar la 
plenitud del ejercicio de los derechos y libertades, entre ellos, las 
acciones de hábeas corpus y amparo para controlar las actuaciones de las 
autoridades, incluyendo las restricciones a la libertad personal en dicho 
contexto. Estas garantías deben ejercitarse bajo el marco y principios del 
debido proceso legal. Igualmente, en los numerales cuarenta y cinco y 
cuarenta y ocho se establecieron las medidas con las que los Estados 
deben enfrentar la problemática de hacinamiento, situación de riesgo en 
personas privadas de libertad, en contexto de pandemia.  
 

19. En nuestro país, el artículo ciento treinta y siete de la Constitución Política 
prevé cómo se enfrenta un estado de excepción y reconoce qué derechos y 
garantías pueden ser suspendidos, claro está, bajo determinadas exigencias. El 
tenor es el siguiente:  

 
Artículo 137. Estados de excepción. Estado de Emergencia y Estado de Sitio  
El Presidente de la República, con acuerdo del Consejo de Ministros, puede decretar, 
por plazo determinado, en todo el territorio nacional, o en parte de él, y dando cuenta 
al Congreso o a la Comisión Permanente, los estados de excepción que en este artículo 
se contemplan:  
1. Estado de emergencia, en caso de perturbación de la paz o del orden interno, de 

catástrofe o de graves circunstancias que afecten la vida de la nación. En esta 
eventualidad, puede restringirse o suspenderse el ejercicio de los derechos 
constitucionales relativos a la libertad y la seguridad personales, la inviolabilidad 
del domicilio, y la libertad de reunión y de tránsito en el territorio comprendidos 
en los incisos 9, 11 y 12 del artículo 2 y en el inciso 24, apartado f, del mismo 
artículo. En ninguna circunstancia se puede desterrar a nadie.  
El plazo del estado de emergencia no excede de sesenta días. Su prórroga requiere 
nuevo decreto. En estado de emergencia las Fuerzas Armadas asumen el control 
del orden interno si así lo dispone el Presidente de la República. 

 
20. De ello se advierte que la Norma Fundamental ha precisado los límites de 
los estados de excepción y los derechos que pueden restringirse o suspenderse; 
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exigiendo determinados estándares, tales como: a) temporalidad —que implica 
que se decreta por un determinado periodo de tiempo, aunque puede ser 
renovado—; b) garantía de la división de poderes; c) declaración de restricción 
al ejercicio de derechos y a sus garantías; y d) finalidad. 
 
21. Es en este contexto —nacional e internacional— que el Estado peruano, 
mediante el Decreto Supremo N.º 08-2020-SA del once de marzo último, 
declaró emergencia sanitaria a nivel nacional por el plazo de noventa días 
calendarios y dictó medidas para la prevención y control para evitar la 
propagación del referido virus. Luego, mediante los Decretos Supremos 
números 020-2020-SA y 027-2020-SA se prorrogó, a partir del diez de junio 
de dos mil veinte, por un total de ciento ochenta días calendarios adicionales. 

 
22. Por las mismas circunstancias, mediante Decreto Supremo N.º 
044-2020-PCM, ampliado temporalmente a través de los Decretos Supremos 
números 051-2020-PCM, 064-2020-PCM, 075-2020-PCM, 083-2020-PCM y 
094-2020-PCM; y precisado o modificado por los Decretos Supremos 
045-2020-PCM, 046-2020-PCM, 051-2020-PCM, 053-2020-PCM, 
057-020-PCM, 058-2020-PCM, 061-2020-PCM, 063-2020-PCM, 
064-2020-PCM, 068-2020-PCM, 072-2020-PCM, 083-2020-PCM, 
094-2020-PCM, 116-2020-PCM, 129-2020-PCM, 135-2020-PCM, 
139-2020-CM, 146-2020-PCM, 151-2020-PCM, 156-2020-PCM, 
162-2020-PCM, 165-2020-PCM, 170-2020-PCM y 174-2020-PCM; también 
se declaró el Estado de Emergencia Nacional desde el quince de marzo hasta 
el treinta de noviembre del año en curso, restringiendo el ejercicio de los 
derechos constitucionales relativos a la libertad y la seguridad personales, la 
inviolabilidad del domicilio, y la libertad de reunión y de tránsito. 
 
23. Entonces, si en el marco del estado de emergencia —estado de 
excepción— solo está autorizada la afectación de los derechos a la libertad y 
seguridad personales, la inviolabilidad de domicilio y a la libertad de reunión 
y de tránsito; significa entonces que ¿al no incorporarse como derecho 
restringido o limitado el servicio de acceso a la justicia, este tiene plena 
eficacia sin restricción alguna durante el estado de emergencia decretado?  

 
24. Para absolver la pregunta planteada es importante precisar que, a nivel 
comparado, también se presentaron circunstancias excepcionales como 
consecuencia de la pandemia global, en las que se emitieron normativas 
vinculadas a la suspensión de plazos procesales. Este Supremo Tribunal tiene 
claro que, conforme con el sistema de fuentes internacionales y nacionales, 
dichas circunstancias excepcionales llevaron al Gobierno peruano a decretar el 
estado de excepción previsto en el artículo veintisiete5 de la Convención 

                                            
5 Artículo 27.  Suspensión de Garantías 

1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la 

independencia o seguridad del Estado parte, éste podrá adoptar disposiciones 
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Americana de Derechos Humanos (en adelante: CADH) —de la que es parte 
del Estado peruano— y el artículo ciento treinta y siete de nuestra Norma 
Fundamental —cuyo tenor ha sido descrito en párrafos precedentes—.   
 
25. En tal contexto se restringieron y suspendieron varios derechos 
fundamentales en su ejercicio efectivo, descritos en el fundamento veintiuno 
de la presente resolución. Esta restricción se reflejó, esencialmente, en la 
declaración de cuarentena obligatoria de todos los ciudadanos y la prohibición 
de actividades públicas y privadas, con excepción de los servicios esenciales.   

 
26. Evidentemente, el servicio de justicia es una actividad indispensable. La 
Corte IDH lo ha situado como una actividad esencial y pilar de un Estado 
democrático de derecho, que está integrado por aquellas garantías que no 
pueden suspenderse o restringirse aún en estados de excepción. Sin embargo, 
es pertinente responder ¿cuáles son estas garantías indispensables para la 
protección de tales derechos que no pueden suspenderse?  
 
27. La mencionada Corte, en la Opinión Consultiva OC-9/1987, absolvió la 
consulta planteada por el Estado de Uruguay e interpretó la parte in fine del 
numeral dos, del artículo veintisiete, de la CADH. Estableció que: 

 
Deben considerarse como garantías judiciales indispensables no susceptibles de 
suspensión, según lo establecido en el artículo 27.2 de la Convención, el hábeas 
corpus (art. 7.6 ), el amparo, o cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o 
tribunales competentes ( art. 25.1 ), destinado a garantizar el respeto a los derechos y 
libertades cuya suspensión no está autorizada por la misma Convención.  

 
El alcance interpretativo fijado también estableció que: 
 

                                                                                                                            
que, en la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la 
situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, 

siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones 
que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación alguna 
fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. 
 2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos 
determinados en los siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento de la 

Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la Integridad Personal); 
6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de 
Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 17 (Protección a la 
Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 (Derecho a la 
Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las garantías judiciales 
indispensables para la protección de tales derechos. 

 3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá informar 
inmediatamente a los demás Estados Partes en la presente Convención, por 
conducto del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, 
de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los motivos que hayan 
suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal 
suspensión. 
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Deben considerarse como garantías judiciales indispensables que no pueden 
suspenderse, aquellos procedimientos judiciales, inherentes a la forma democrática 
representativa de gobierno ( art. 29.c ) ), previstos en el derecho interno de los Estados 
Partes como idóneos para garantizar la plenitud del ejercicio de los derechos a que se 
refiere el artículo 27.2 de la Convención y cuya supresión o limitación comporte la 
indefensión de tales derechos. 

 
28. Entonces, la lectura de los dispositivos normativos internos debe estar 
irradiada de una interpretación “conforme” a la CADH y a los estándares 
normativos e interpretativos de la Corte IDH, que exigen determinados 
parámetros para legitimar las medidas que afectan o restringen derechos para 
su pleno ejercicio y goce de los mismos. El numeral dos, del artículo 
veintisiete, de la Convención precisa que la suspensión de garantías no 
autoriza la suspensión de los derechos al reconocimiento de la personalidad 
jurídica, a la vida y a la integridad personal; la prohibición de la esclavitud y 
de servidumbre; los principios de legalidad y retroactividad; libertad de 
conciencia y religión; protección a la familia; derecho al nombre; derechos del 
niño; derecho a la nacionalidad; derechos políticos y las garantías judiciales 
indispensables para la protección de tales derechos.  
 
29. En este orden ideas y apelando al método sistémico es imperativo recurrir 
al numeral seis, del artículo doscientos, de nuestra Carta Política, que 
establece cuáles son las garantías mínimas indispensables que no pueden ser 
objeto de restricción o limitación, dado que el citado dispositivo prescribe que 
el ejercicio de las acciones de hábeas corpus y de amparo no se suspenden 
durante la vigencia de los regímenes de excepción a los que se refiere el 
artículo ciento treinta y siete de la Constitución. Ello es compatible con la 
línea interpretativa de la Corte IDH expresada en la OC-9/1987 y su reiterada 
jurisprudencia, en relación a qué debe entenderse por garantías judiciales 
mínimas indispensables para la protección de los derechos previstos en el 
artículo veintisiete, numeral dos, de la CADH. 

 
30. En suma, desde que la Organización Mundial de la Salud calificó la 
Covid-19 como una pandemia, el Estado peruano adoptó un conjunto de 
medidas urgentes en el marco de la emergencia sanitaria. En este contexto, fue 
el numeral cinco de la Segunda Disposición Complementaria Final del 
Decreto de Urgencia N.º 026-2020, del quince de marzo de dos mil veinte     
—en el marco excepcional declarado mediante Decreto Supremo N.º 008-
2020-SA—, que facultó al Poder Judicial y a los organismos constitucionales 
autónomos a disponer la suspensión de los plazos procesales y 
procedimentales que consideren necesarios a fin de no perjudicar a los 
ciudadanos; así como las funciones que dichas entidades ejercen.  

 
31. Sobre esta base normativa, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial emitió 
sendas resoluciones administrativas donde suspendían los plazos procesales y 
procedimentales. Mediante Resolución Administrativa N.º 115-2020-CE-PJ, 
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del dieciséis de marzo último, se resolvió suspender los plazos procesales y 
administrativos, por el plazo de quince días calendario. También estableció 
medidas para el funcionamiento de órganos jurisdiccionales de emergencia a 
nivel nacional.  

 
Dicha suspensión de plazos procesales y administrativos fue ampliada 
mediante las resoluciones administrativas números 117-2020-CE-PJ, 118-
2020-CE-PJ, 61-2020-P-CE-PJ y 62-2020-P-CE-PJ y 157-2020-CE-PJ, hasta 
el treinta de junio del presente año. Asimismo, mediante resoluciones 
administrativas números 179-2020-CE-PJ, 205-2020-CE-PJ, 234-2020-CE-PJ 
y 117-2020-P-CE-PJ se prorrogó la suspensión de los plazos procesales y 
administrativos hasta el treinta y uno de octubre de dos mil veinte, en los 
distritos judiciales en los que se mantiene la cuarentena focalizada, debido al 
Estado de Emergencia Nacional. 
 
32. Luego, mediante Resolución Administrativa N.º 177-2020-CE-P del 
treinta de junio de dos mil veinte, se precisó que la suspensión de plazos 
procesales establecidos por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial mediante 
las resoluciones administrativas números 115-2020-CE-PJ, 117-2020-CE-PJ, 
118-2020-CE-PJ, 061-2020-P-CE-PJ, 62-2020-P-CE-PJ y 157-2020-CE-PJ, 
incluye la suspensión de plazos de prescripción y caducidad; así como los 
plazos para interponer medios impugnatorios, cumplir con mandatos 
judiciales, solicitar informes orales, absolver traslados y, en general, incluye 
cualquier plazo perentorio establecido en norma legal de carácter general o 
específico o por mandato judicial en todo tipo de procesos judiciales; y, una 
vez desaparecida la causal de suspensión, se reanuda el plazo al cual se le 
adiciona el tiempo transcurrido hasta antes del inicio del periodo de 
suspensión. 
 
33. Sin embargo, pese a dichas suspensiones, este poder del Estado garantizó 
el ejercicio de garantías indispensables de acceso a la justicia, para lo cual 
dispuso el funcionamiento de órganos jurisdiccionales de emergencia 
encargados de resolver conflictos jurídicos, tales como: procesos con 
detenidos, libertades, requisitorias, hábeas corpus, violencia familiar, medidas 
cautelares, admisión y medidas cautelares en proceso de amparo, 
consignación, endosos en alimentos y otros casos de urgente atención, 
vinculados a poblaciones con especial vulnerabilidad (mujer, niño, niña, 
adolescentes, discapacitados, adultos mayores, etc.). 
 
34. Situación distinta es la suspensión general de plazos procesales y de 
prescripción decretada. En el contexto excepcional, convencional, 
constitucional y legal descrito, ello resulta razonable, proporcional y de 
naturaleza temporal, cuya justificación radica en el estado de excepción 
declarado y en la necesidad de proteger y garantizar el derecho fundamental a 
la salud, que estaba —y está— en riesgo de amenaza y lesión. Tal medida se 
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dictó con el objeto de garantizar —en condiciones de igualdad— el pleno 
ejercicio de los derechos de los usuarios del servicio judicial —que no han 
podido acceder a los recintos y despachos judiciales— una vez levantada su 
temporalidad.   

 
35. Definitivamente, las decisiones del Poder Ejecutivo tuvieron y tienen 
consecuencias para el ordenamiento jurídico y para la sociedad en su conjunto, 
que las coloca fuera de la normalidad. La cuarentena declarada restringió la 
facultad de los ciudadanos de acceder a la tutela judicial en su integridad. En 
esa lógica, si bien han funcionado órganos de emergencia en el Poder Judicial, 
lo cierto es que, en realidad, los operadores jurídicos como los usuarios se han 
visto limitados en el desplazamiento y acceso físico a los ambientes judiciales, 
lo que paralizó en gran parte las actividades del sistema de administración de 
justicia, las mismas que fueron reiniciándose por zonas y en etapas diferentes. 

 
36. En conclusión, dada esta coyuntura excepcional es perfectamente válido y 
razonable que se hayan suspendido los plazos de prescripción de la acción 
penal, en virtud de la imposibilidad de ejercer el derecho de acceso a la 
justicia —universal e interdependiente— en ámbitos no relacionados a las 
garantías indispensables. Se debe garantizar, pues, la igualdad de condiciones 
de los imputados y víctimas en los conflictos jurídico-penales para acceder a 
los servicios de justicia. 

 
37. Cabe recordar que la razón de ser de la suspensión de la prescripción tiene 
que ver con la necesidad de no tomar en cuenta el tiempo durante el cual es 
imposible que la autoridad competente pueda impulsar la persecución [MEINI, 
Iván. “Sobre la prescripción de la acción penal”. En: MEINI, Iván. Imputación y 
responsabilidad penal. Ensayos de derecho penal. Lima: Ara Editores, 2009, p. 
280]. En esa línea, la Corte Suprema de Justicia de la República, mediante la 
Ejecutoria Suprema recaída en el Recurso de Nulidad N.° 2622-2015/LIMA, 
se ha pronunciado en el mismo sentido, al reconocer como causal de 
suspensión de prescripción de la acción penal cuando ocurre “la suspensión 
del despacho judicial”, como consecuencia de una huelga judicial.  

 
38. Por su parte, el Tribunal Constitucional también se ha pronunciado con 
relación a los días de huelga de los trabajadores del Poder Judicial y el 
cómputo de la prescripción. Razonó que “los días transcurridos durante la 
huelga del Poder Judicial no deben ser incluidos en el cálculo del plazo para 
interposición de la demanda de amparo” [STC N.º 1049-2003-AA/TC, f.j. 4]. 
 
39. Por lo demás, a nivel comparado, la Corte Constitucional de Colombia, al 
analizar un evento de suspensión de la rama judicial sostuvo que “la 
contabilización de los términos procesales en época de paro judicial impone la 
obligación de examinar las circunstancias que concurren en cada caso 
específico, para determinar si efectivamente el despacho judicial en el cual se 
adelanta un proceso se encontraba abierto o cerrado, pues la interrupción de la 
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prestación continua del servicio sí tiene efectos en derecho de manera que no 
puede obligarse a las partes a cumplir las cargas procesales en contravía de su 
seguridad personal. Una interpretación diferente desconocería el derecho 
fundamental de acceder a la administración de justicia” [Sentencia de la Corte 
Constitucional de Colombia T-432/18, f.j. 37] 

 
40. En la misma perspectiva señaló que “la Constitución [de Colombia] 
consagra el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, el 
cual deberá ser garantizado a todos los asociados por parte del Estado […] 
dicho derecho conlleva la obligación correlativa por parte del Estado de 
garantizar que dicho acceso sea real y efectivo, y no meramente nominal” 
[Sentencia de la Corte Constitucional de Colombia T-031/2019, f.j. 20] 

 
41. Por lo expuesto, este Tribunal Supremo asume que la suspensión de los 
términos prescriptorios en materia penal es de aplicación general, está 
justificada, resulta proporcional y razonable, compatible con los derechos 
fundamentales a la salud y tutela jurisdiccional efectiva. En consecuencia, no 
se ampara la excepción de prescripción planteada por el recurrente y la acción 
penal aún sigue vigente. En la provincia y departamento de Puno, el dieciséis 
de marzo se suspendieron los plazos procesales y, consecuentemente, también 
los términos de prescripción correspondientes. Para mayor entendimiento, ver 
el siguiente gráfico, en el cual se expresa la temporalidad de la suspensión del 
plazo de prescripción: 

 
42. Establecido ello, corresponde analizar el fondo de la controversia, en 
virtud de que la potestad punitiva del Estado aún no ha prescrito. Este 
Tribunal Supremo se pronuncia sobre lo que es objeto de impugnación. 
 
EN CUANTO AL RECURSO DE NULIDAD DE BENAVIDEZ M AZUELOS 
43. En principio, la desvinculación de la calificación jurídica propuesta por el 
Ministerio Público —de homicidio calificado en grado de tentativa a lesiones 
graves— se realizó al amparo de lo estipulado en el artículo 285-A del Código 

SUSPENSIÓN DE LOS PLAZOS PROCESALES EN LA PROVINCIA DE PUNO, 
DEPARTAMENTO DE PUNO 

DESDE HASTA EN MÉRITO DE 

16 MARZO 2020 30 JUNIO 2020 

R. A. 117-2020-CE-PJ, 
118-2020-CE-PJ, 61-

2020-P-CE-PJ, 
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157-2020-CE-PJ 
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R. A. 179-2020-CE-PJ 
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R. A. 205-2020-CE-PJ 
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de Procedimientos Penales. El solo acto de desvinculación procesal no implica 
vulneración al principio de congruencia recursal, claro está, siempre que se 
cumplan los tres requisitos establecidos en el Acuerdo Plenario número 
4-2007/CJ-116. En este caso, se ha cumplido con los presupuestos de 
desvinculación procesales, tales como:  
 
a) Identidad del hecho. La descripción de los hechos delictivos, conforme 

se desprende de la acusación fiscal, da cuenta de que se produjeron 
lesiones graves en contra de la agraviada Dora Cruz Flores, que 
configuraron deformación de rostro. 

 
b) Homogeneidad de tipos penales. Tanto el delito de homicidio calificado 

y de lesiones graves son delitos contra la vida, el cuerpo y la salud. La 
integridad física forma parte de su objeto de protección. La 
homogeneidad del interés tutelado es evidente.   

 
c) Comunicación de la tesis de tipificación del Tribunal Penal y 

posibilidad de defensa del acusado frente a esta. En la sesión de 
audiencia del juicio oral, del treinta de diciembre de dos mil diecinueve, 
luego de los exámenes periciales, el Tribunal Superior expidió la 
Resolución N.º 109, por la que puso de conocimiento de las partes la 
posibilidad de desvinculación del delito de homicidio calificado en grado 
de tentativa, al delito de lesiones graves previstos en los numerales uno, 
dos y tres, del artículo ciento veintiuno, del Código Penal. En la siguiente 
sesión, del diez de enero de dos mil veinte, solicitó a las partes que 
preparen su defensa a la probable desvinculación, así como comunicó la 
posibilidad de ofrecer medios probatorios para tal efecto.  

 
44. Por tal razón, al haberse realizado la desvinculación de la tipificación 
propuesta por el Ministerio Público, previo traslado hacia las partes 
procesales, ofreciendo la posibilidad de presentar su tesis de defensa y los 
medios probatorios pertinentes, el reclamo señalado en el apartado 3.1 de la 
presente ejecutoria no prospera. No existe vulneración al principio de 
congruencia recursal. Por lo demás, este extremo de la sentencia no fue 
impugnado por el representante del Ministerio Público.  
 
45. Los reclamos señalados en los apartados 3.2, 3.3 y 3.4 están orientados a 
sostener que el recurrente, el día de los hechos, se encontraba en la ciudad de 
Arequipa, y que solo existe la sindicación de la víctima Dora Cruz Flores. 
Evidentemente, dichos cuestionamientos significan que no fue autor de los 
hechos materia de condena. Para sustentar su reclamo, afirmó que su 
ubicación se acreditó con las declaraciones de los testigos Luis Ludgardo 
Carrasco Castillo, Benito Nildo Monrroy Manzoni y Margarita Callasa de 
Sucasa, contrato de alquiler del tres de julio de dos mil ocho y contrato de 
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préstamo de dinero, estos últimos firmados y legalizados ante el notario 
público de Arequipa.   

 
46. De ahí que resulta imperativo analizar la ubicuidad que reclama el 
recurrente. Al respecto, debe resaltarse que los testigos Julio Sairitupa Curasi, 
Juana Irene Arpasi Zambrano —en sus declaraciones preliminares6 en 
presencia del representante fiscal— y Lady Lidcy Aguilar Arpaci —en su 
declaración7 en etapa de instrucción—, quienes se encontraban en el inmueble 
ubicado en la avenida 28 de Julio, número 210, relataron haber visto al 
recurrente en el lugar de los hechos; afirmación que reiteraron en los debates 
orales. Por su parte, la agraviada Tomasa Graciela Zambrano, en su 
declaración preliminar del tres de julio de dos mil ocho, también con presencia 
del titular de la acción penal, expresó que vio a Jesús Benavides pretender 
agredir a su hijo y, en los debates orales, añadió que lo reconoció por su voz.  
El agraviado Juan Arpasi Zambrano, en su preventiva, refirió haber 
reconocido al recurrente, mientras que en el contradictorio también reiteró la 
presencia del imputado en el lugar de los hechos.  

 
47. La versión homologada que se extrae de las citadas declaraciones, valida 
la premisa afirmativa de que el imputado Jesús Benavidez Mazuelos, el día de 
los hechos, ingresó al inmueble ubicado en la avenida 28 de Julio, 
número 210, conforme lo ha sostenido el titular de la acción penal. La 
narrativa de presencia en el lugar del suceso delictivo es uniforme; cuya 
información ha sido vertida por testigos competentes y plurales, cuyos relatos 
no están afectados de algún elemento externo que los desvirtúen.  

 
24. A ello se suma el resultado de la pericia de grafotécnica8 elaborada por las 
peritas Esther Huayhuaca Lovatón y Erika Mercedes Velásquez Chahuares, 
cuyo contenido fue ratificado en los debates orales, que concluye que las 
grafías (pintas) en la pared del inmueble mencionado en líneas precedentes 
(Sr. Jues fuera los – los usurpadores y traficantes– RATAS [Sic]) provienen 
del puño escribiente del recurrente. Si bien en esta pericia se señaló que la 
pinta consta en el inmueble ubicado en jirón 28 de Julio número 810, esto 
constituye un error material, debido a que en la parte introductoria señalaron 
que el objeto de la pericia es la pinta ubicada en el inmueble con número 210. 
Cabe destacar que las especialistas añadieron que el error ortográfico de 
escribir la palabra juez con “s” se repitió tanto en la grafía de la pared como en 
las muestras de grafías obtenidas del procesado Jesús Eduardo Benavidez 
Mazuelos. 

 

                                            
6 Cfr. páginas 23 y 26, respectivamente.  
7 Cfr. página 409. 
8 Cfr. página 814. 
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48. El razonamiento probatorio efectuado por la Sala Superior fue en el 
mismo sentido. No obstante, agregó que el contrato de alquiler9 y contrato de 
préstamo de dinero10, ambos del tres de julio de dos mil ocho, que celebró el 
recurrente —que según el impugnante acreditarían su presencia en la ciudad 
de Arequipa—, no le generaron convicción, en virtud de que el suceso 
delictivo ocurrió en horas de la madrugada, por lo que dichos documentos bien 
pudieron ser realizados en horas de la tarde, teniendo en cuenta el tiempo 
suficiente con el que contó para llegar a la ciudad de Arequipa. Esta 
conclusión resulta razonable, dado lo señalado por la Sala y los testigos 
presenciales que, en forma similar, han afirmado la presencia del recurrente en 
el lugar del evento delictivo.  

 
49. Analizando en conjunto los elementos que rebaten el reclamo del 
impugnante, es pertinente indicar que: i. Los hechos ocurrieron a las dos horas 
de la madrugada del tres de julio de dos mil ocho. ii. La distancia entre Puno y 
Arequipa aproximadamente es de doscientos noventa y dos kilómetros, lo que 
es de conocimiento público. iii. La certificación notarial no precisó la hora en 
que se realizó. Todos estos datos objetivos dan consistencia a la sindicación de 
los testigos, la cual es directa y plural.   

 
50. También es cierto que el impugnante, para apoyar su reclamo, alegó que 
en etapa de instrucción rindieron sus declaraciones los testigos de parte                                                                                                            
Luis Ludgardo Carrasco Castillo11, Benito Nilo Monrroy Manzoni12 y 
Margarita Callata de Sucasa13. El primero señaló que el dos de julio de dos mil 
ocho, aproximadamente a las ocho y treinta de la noche, junto al recurrente, se 
embarcó en un taxi hacia la ciudad de Arequipa. El segundo sostuvo que era 
vigilante particular y expresó que el tres de julio, aproximadamente a las tres y 
treinta o cuatro de la mañana, observó llegar al recurrente a su vivienda en la 
ciudad de Arequipa. La tercera sostuvo que es vecina en Arequipa del 
recurrente y que el tres de julio a las siete horas con treinta minutos vio que el 
recurrente regaba la calle.  

 
51. Al respecto, cabe resaltar un aspecto confuso. En la sesión de audiencia de 
juicio oral14 del veinte de enero de dos mil veinte, el recurrente ofreció medios 
de prueba para su oralización. Entre ellas, conforme consta en el acta, la 
defensa técnica textualmente solicitó que se oralice: “Declaración testimonial 
de fojas 473 a 474, 476 a 477, 410 a 412 en donde dice que se reconoce a 
Fredy y Marco como agresores, pero en el presente plenario Leydi Aguilar ha 
declarado que fue mi patrocinado”. 

 
                                            
9 Cfr. página 497. 
10 Cfr. página 498. 
11 Cfr. página 476. 
12 Cfr. página 473. 
13 Cfr. página 470. 
14 Cfr. página 3273. 
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52. Verificado el expediente judicial, se advierte que en las páginas 
mencionadas obran las declaraciones corresponden a los testigos Luis 
Ludgardo Carrasco Castillo, Benito Nilo Monrroy Manzoni y Lady Lidcy 
Aguilar Arpas, respectivamente. Sin embargo, los dos primeros no han 
señalado, en lo absoluto, que reconozcan a Fredy y Marco como agresores. Si 
bien no fueron valoradas, sin embargo, la finalidad de su oralización no se 
corresponde con lo que ahora se pretende acreditar. Por último, debe 
precisarse que la Sala no valoró la declaración de Margarita Callata de Sucasa 
por no haber sido incorporada legítimamente al contradictorio, dado que no 
fue ofrecida para su oralización.  

 
53. Vale decir que la poca claridad en la pertinencia y significado probatorio 
de testimonios de parte, en su oralización, no han clarificado ni desvirtuado las 
versiones uniformes de los testigos presenciales de los hechos, quienes 
sindican al recurrente haber estado en el lugar del evento delictivo. Los relatos 
de los testigos de parte no han superado en grado de certeza el material 
probatorio colectado en contra del impugnante.   

 
54. Establecida la ubicación del recurrente en la ciudad de Puno y 
específicamente en el inmueble en que ocurrieron los hechos, corresponde 
determinar si existe prueba suficiente que acredite que el impugnante ocasionó 
las lesiones inferidas en contra de Dora Cruz Flores. Fue la propia víctima 
quien lo sindicó directamente ser autor de sus lesiones. En efecto, en su 
declaración vertida en la sesión de audiencia del veintitrés de setiembre de dos 
mil diecinueve, señaló: “Con el primero que me he encontrado es Jesús 
Benavides, con un fierro me dio en la cara y es así que tengo cicatriz de tantos 
años”. No obstante, en su preventiva15 del diecisiete de noviembre de dos mil 
ocho, es decir, después de cuatro meses de ocurridos los hechos, señaló: “Los 
autores directos de los hechos cometidos en su agravio son los denunciados 
Marco Antonio Benavides Mazuelos, quien le ha golpeado en el ojo izquierdo, 
así como en el brazo izquierdo, con un fierro y pata de cabra, sin piedad 
alguna”.  

 
55. Es importante resaltar esta divergencia en los nombres, pues es la 
contradicción en la sindicación que reclama el impugnante. Si bien el 
razonamiento de la Sala Superior concluye que la divergencia se debería a la 
gravedad de las lesiones que sufrió, también es cierto que dicha declaración se 
rindió después de cuatro meses de ocurridos los hechos. Pese a ello, existe un 
aspecto relevante que implica que dicha imprecisión pudo haber sido un error 
material o, incluso, un error al momento de declarar, pues en la misma 
declaración preventiva señaló que se ratifica de todos los extremos del 
contenido de la denuncia del Ministerio Público que obra en la página 
cincuenta y seis del expediente, en cuyo punto número siete se señaló que los 
golpes fueron ejecutados por parte de Jesús Benavides Mazuelos. Esta 
                                            
15 Cfr. página 308. 
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respuesta supera el error en cuanto al nombre, pues la agraviada lo reconoció 
como la persona que le ocasionó las lesiones sufridas.  

 
56. Es evidente que la agraviada insiste en sindicar al recurrente como autor 
de las lesiones en su contra, determinadas en los certificados médicos números 
4708-L16, 5150-PF-AR17 y 8362-PF-HC18. El primer certificado concluyó que 
las lesiones fueron ocasionadas por agente contuso y contundente duro, así 
como TEC moderado; por lo que determinó quince días de incapacidad 
médico legal, así como cinco de atención facultativa y fijó la posibilidad de 
una reevaluación posterior. El segundo certificó que la evaluada presenta TEC 
grave, edema cerebral difuso grado III por tomografía, traumatismo ocular 
izquierdo, politraumatizada por agresión física, y concluyó que se amplíe la 
atención facultativa a once días y la incapacidad médico legal a treinta y cinco 
días, salvo complicaciones posteriores. El tercero concluyó que las lesiones 
que presenta la víctima constituyen deformación de rostro, lo que acredita la 
gravedad e intensidad de las lesiones que el imputado generó a la agraviada.   

 
57. En esa línea, un elemento útil probatoriamente que fortalece la 
verosimilitud de la declaración de la víctima es que esta señaló que el 
procesado la golpeó con un fierro y “pata de cabra”, lo que resulta compatible 
con un objeto contuso y contundente descrito en el certificado médico legal. 
Por lo demás, conforme ya se ha analizado la sindicación en contra del 
recurrente que ha sido persistente a lo largo del proceso penal. 
 
58. A esta versión incriminatoria, que vincula directamente al recurrente con 
las lesiones proferidas, cabe añadir que está acreditada la presencia del 
impugnante en el lugar de los hechos; por lo tanto, su tesis de defensa sobre 
que se encontraba en la ciudad de Arequipa, constituye un indicio de mala 
justificación. El mencionado hecho probado también se erige como indicio de 
presencia y oportunidad física.  

 
59. De otro lado, el propio recurrente ha reconocido que existió conflicto con 
la agraviada, quien era una de las personas que habitaban el inmueble ubicado 
en la avenida 28 de Julio, número 210, el cual supuestamente le pertenecía en 
calidad de heredero de sus iniciales propietarios: sus padres. Es más, conforme 
con la pericia de grafotecnia, el impugnante es el autor de la pinta que hacía 
referencia a “usurpadores”, lo que revela nuevamente el conflicto de derechos 
reales y que expresa el motivo que tenía para sacar a la agraviada del 
inmueble, de cuya acción resultó lesionada. Por ello, también se advierte un 
indicio de móvil delictivo.  

 

                                            
16 Cfr. página 246. 
17 Cfr. página 248. 
18 Cfr. página 3137. 
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60. Entonces, en virtud de la prueba directa e indiciaria analizada 
previamente, se ha acreditado más allá de toda duda razonable que el 
recurrente fue quien profirió las lesiones en contra de la agraviada Dora Cruz 
Flores. No existe una alternativa diferente sobre la base de los hechos 
declarados probados. La ratificación de su condena es inminente.  

 
61. En cuanto a la pena fijada, debe resaltarse que el delito de lesiones graves, 
previsto en los numerales dos y tres, del primer párrafo, del artículo ciento 
veintiuno, del Código Penal, establece un marco punitivo conminado no 
menor de cuatro ni mayor de ocho años. En este caso, en el requerimiento 
acusatorio, el representante del Ministerio Público no ha atribuido la 
existencia de agravantes genéricas. Si bien cuenta con antecedentes penales, 
conforme con el certificado19 correspondiente, no subyace reincidencia ni 
habitualidad, pues fue condenado a seis meses de pena privativa de la libertad, 
suspendida en su ejecución por la comisión del delito de omisión a la 
asistencia familiar, mediante sentencia del veintiuno de agosto de mil 
novecientos noventa y siete. Por lo tanto, considerando los principios de 
proporcionalidad y humanidad, así como los fines de la pena, la dosificación 
punitiva determinada por el Tribunal Superior resulta adecuada y debe ser 
ratificada.  
 
62. Es importante destacar que el recurrente, mediante escrito del trece de 
octubre de dos mil veinte20, presentado vía Mesa de Partes Única de las Salas 
Penales de la Corte Suprema, anexó el Informe Médico N.º 098-2020-INPE-
24-803-ADS, del treinta de setiembre de dos mil veinte, suscrito por Diana 
Choque Chique, médico cirujano del Establecimiento Penitenciario de Puno. 
Allí fluye que el recurrente dio positivo para Covid-19 el veinticuatro de 
agosto de dos mil veinte y, como impresión diagnóstica: HTA y gastritis. 
Entonces, a partir del resultado positivo, ha transcurrido más de un mes sin 
incidencia alguna.  

 
63. Sin perjuicio de ello, es el Instituto Nacional Penitenciario (en adelante: 
INPE) quien tiene la obligación de adoptar las medidas necesarias para 
resguardar los derechos a la vida, la integridad y la salud de todas las personas 
privadas de su libertad. El artículo setenta y seis del Código de Ejecución 
Penal establece que corresponde a la Administración Penitenciaria proveer de 
lo necesario para el desarrollo de las acciones de prevención, promoción y 
recuperación de la salud de los internos. De modo que constituye un deber de 
diligencia debida de toda entidad estatal, en especial aquella que acoge a 
personas privadas de libertad, brindar una atención médico-sanitaria 
equivalente a la otorgada a la población en libertad, y proveer de las medicinas 
y otras prestaciones complementarias básicas que requiera la atención de la 

                                            
19 Cfr. página 1149. 
20 Cfr. página 132 del cuadernillo formado en esta Sala Suprema. 
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salud del interno; y cuando sea necesario la atención médica, consulta, 
diagnóstico u hospitalización en un centro hospitalario, previa opinión médica.  
 
En ese sentido, es el INPE, en su condición de garante, el encargado de 
suministrar los servicios esenciales para preservar la salud del interno. Por 
tanto, la presente resolución debe ser comunicada al Instituto Nacional 
Penitenciario, instando a las autoridades penitenciarias competentes para que 
ejecuten las acciones necesarias con la finalidad de preservar la vida y la salud 
del sentenciado. 
 
64. En lo atinente a la reparación civil, el recurrente no ha expresado 
argumentación para cuestionar el monto indemnizatorio. Sin perjuicio de ello, 
según el Certificado Médico Legal N.º 4708-L, del tres de julio de dos mil 
ocho, se concluyó que la agraviada presentaba lesiones ocasionadas por agente 
contuso y contundente duro, TEC moderado, por lo que se determinó quince 
días de incapacidad médico legal. Se dejó constancia de posibilidad de 
reevaluación según evolución. Por tal motivo, mediante Certificado Médico 
Legal N.º 5150-PF-AR, del veintidós de julio de dos mil ocho, se decidió 
ampliar la incapacidad médico legal a treinta y cinco de días. Es más, por 
Certificado Médico Legal N.º 8362-PF-HC, se concluyó que las lesiones 
proferidas a la víctima constituyen deformación de rostro. Esta conclusión fue 
ratificada por el médico legista Ángel Frank Maydana Iturriaga, en la sesión 
de audiencia de juicio oral, del treinta de diciembre de dos mil diecinueve. Por 
lo tanto, el monto pecuniario de quince mil soles resulta proporcional con la 
intensidad del daño causado.  
 
RESPECTO AL RECURSO DE NULIDAD DEL MINISTERIO PÚBLICO  
65. Es importante resaltar que el recurso de nulidad planteado por el titular de 
la acción penal solo cuestiona el punto resolutivo número sexto de la sentencia 
impugnada, vinculado a la decisión de absolver a los imputados Gilberto 
Trujillo Yupanqui y Celia Dominga Huarachi Trujillo, de la acusación fiscal 
como presuntos coautores de la comisión del delito de lesiones graves, en 
perjuicio de Dora Cruz Flores. En tal virtud, este Supremo Tribunal tiene 
delimitado su ámbito de pronunciamiento solo en cuanto al hecho relacionado 
con la citada agraviada.  
 
En ese orden de ideas, corresponde analizar si la decisión de la Sala Superior 
es ratificada o si, por el contrario, se amparan los reclamos del titular de la 
acción penal.  
 
66. Ahora bien, en principio es necesario destacar que, en el primer punto 
resolutivo de la sentencia impugnada, la Sala Superior decidió desvincularse 
de la calificación jurídica efectuada por el Ministerio Público, respecto del 
tipo penal de homicidio calificado en grado de tentativa, por el delito de 
lesiones graves, en perjuicio de Dora Cruz Flores y Juan Arpasi Zambrano, y 
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por el delito de lesiones leves en agravio de Tomasa Graciela Zambrano 
Rojas.  
 
67. Este extremo resolutivo de la sentencia no ha sido materia de impugnación 
por ninguna de las partes recurrentes. El representante del Ministerio Público 
solo recurrió, expresamente, el sexto punto de la parte decisoria, vinculado a la 
absolución de Gilberto Trujillo Yupanqui y Celia Dominga Huarachi Trujillo, 
de la acusación fiscal como presuntos coautores de la comisión del delito de 
lesiones graves, en perjuicio de Dora Cruz Flores. Entonces, el reclamo 
señalado en el apartado 4.2 de la presente ejecutoria suprema no guarda 
correspondencia con su pretensión recursal. Por lo demás, el impugnante se ha 
limitado a señalar que la desvinculación procesal no está acorde con la 
gravedad de los hechos y que no se ha merituado de forma debida, sin 
justificar las razones de su afirmación. La formulación del agravio es vaga, 
genérica, tangencial e incongruente con su pretensión impugnatoria. El 
reclamo no puede prosperar.   

 
68. Es más, el suceso global fáctico de imputación está referido a que se 
pretendió matar a Dora Cruz Flores, Juan Arpasi Zambrano y Tomasa 
Graciela Zambrano Rojas. Sin embargo, la Sala Superior también se 
desvinculó respecto a la atribución de responsabilidad en cuanto a los dos 
últimos agraviados, del delito de homicidio calificado en grado de tentativa, a 
lesiones graves y lesiones leves, respectivamente. Si el Ministerio Público 
consideró que la desvinculación procesal fue errónea, evidentemente debió 
impugnar todos los extremos resolutivos en los que se haya decidido tal 
situación.  

 
69. De otro lado, el titular de la acción penal sostiene que la Sala de Mérito 
omitió pronunciarse sobre la tesis de defensa de los absueltos, respecto a que 
se encontraban en Bolivia y que llegaron aproximadamente a las siete de la 
mañana. Si bien el Tribunal Superior no se pronunció sobre ello, también es 
cierto que razonó que al no existir sindicación que establezca su participación, 
y que además la imputación en su contra no consistió en que estos habrían 
ingresado al inmueble, no era necesario analizar la tesis de descargo. 
Entonces, corresponde verificar si este razonamiento se validó.  

 
70. La imputación fiscal en contra de los procesados absueltos, a diferencia de 
la acusación contra Jesús Benavides Mazuelos, es que los primeros 
concertaron para la comisión de los hechos atribuidos. Es decir, no atribuyó 
actuación material en el suceso criminal sino tan solo concertación. Ello se 
sostiene en que los procesados Gilberto Trujillo Yupanqui y Celia Dominga 
Huarachi de Trujillo habrían descargado arena en el frontis del inmueble el 
mismo día de los hechos, con la finalidad de realizar construcciones.  
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71. Al respecto, su presencia durante el descargo de dicho material de 
construcción ha sido reconocida por ambos imputados, lo que además se 
corrobora con la declaración preliminar de Tomasa Graciela Zambrano Rojas. 
Por su parte, los testigos Juana Irene Arpasi Zambrano y Julio Sairitupa Curasi 
no declararon que hayan visto a los imputados en el momento en que se 
ocasionaron las lesiones; mientras que la testigo Lady Lidcy Aguilar Arpasi 
señaló que al momento de salir (del inmueble) vio a la “señora Celia porque la 
pegó”. Conforme con estas declaraciones, ninguno de estos testigos señaló 
haber visto a los imputados dentro del inmueble. 

 
72. Fueron los agraviados Dora Cruz Flores y Juan Arpasi Zambrano quienes 
declararon haber visto a los imputados dentro del inmueble. El último de los 
mencionados, en su preventiva21, sostuvo que reconoció a sus agresores como 
“Jesús Edgardo Benavides Mazuelos, Gilberto Trujillo Yupanqui, Celia 
Dominga Huarachi de Trujillo y otros en un número de cincuenta personas”. 
En juicio oral reiteró que dichos acusados ingresaron al inmueble junto a un 
grupo de personas.  

 

73. Por su parte, la agraviada Dora Cruz Flores, en su preventiva, declaró 
expresamente que: “Las lesiones ocasionadas a nivel de la rodilla de la pierna 
del lado izquierdo […] es la denunciada Celia Huarachi de Trujillo”. En los 
debates orales reiteró que ambos procesados ingresaron al inmueble y añadió 
que peleó con Gilberto Trujillo Yupanqui. Nótese que la sindicación es directa 
y, sin embargo, ello no revelaría autoría intelectual, sino, por el contrario, que 
la acusada Celia Huarachi habría estado dentro del inmueble y le habría 
ocasionado las lesiones personalmente. Ello no guarda correspondencia con el 
factum de imputación propuesto por el representante del Ministerio Público, 
por lo que dar por acreditado este hecho vulneraría el principio de correlación 
entre acusación y sentencia. Adicionado a ello, tampoco existe claridad en la 
participación o no de los acusados absueltos en los hechos materia de este 
proceso.  

 

74. Entonces, no existe suficiencia probatoria que permita acreditar que los 
imputados Gilberto Trujillo Yupanqui y Celia Huarachi de Trujillo hayan 
concertado para lesionar gravemente a la agraviada Dora Cruz Flores. El 
principio de presunción de inocencia que les asiste se mantiene incólume, en 
estricto respeto al objeto de prueba precisado en la acusación fiscal. Dar por 
acreditados hechos que no fueron propuestos por el titular de la acción penal, 
sería una clara transgresión al derecho de defensa y debido proceso. La 
absolución debe ser ratificada.  

DECISIÓN 
 

Por estos fundamentos, los integrantes de la Sala Penal Transitoria de la Corte 
Suprema de Justicia de la República acordaron:  

                                            
21 Cfr. página 317. 
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I. Declarar INFUNDADA la excepción de PRESCRIPCIÓN de la 
acción penal seguida en contra de Jesús Edgardo Benavides Mazuelos, 
por la comisión del delito de lesiones graves, en perjuicio de Dora Cruz 
Flores. 
 

II. Declarar NO HABER NULIDAD  en la sentencia del treinta y uno de 
enero de dos mil veinte, emitida por la Sala Penal de Apelaciones en 
adición Sala Penal Liquidadora y Especializada en Delitos de 
Corrupción de Funcionarios, de la Corte Superior de Justicia de Puno, 
en los extremos que: i. Condenó a JESÚS EDGARDO BENAVIDES 

MAZUELOS como autor del delito de lesiones graves, en perjuicio de 
Dora Cruz Flores, a cuatro años de pena privativa de la libertad, con 
carácter de efectiva, y fijó en quince mil soles el monto que, por 
concepto de reparación civil, deberá abonar a favor de la parte 
agraviada. ii. Absolvió a los procesados Gilberto Trujillo Yupanqui y 
Celia Dominga Huarachi de Trujillo, como autores de la comisión del 
delito de lesiones graves, en perjuicio de Dora Cruz Flores. 

 
III.  MANDAR que se anulen los antecedentes policiales y judiciales de los 

imputados Gilberto Trujillo Yupanqui y Celia Dominga Huarachi de 
Trujillo, generados como consecuencia de la tramitación de la presente 
causa; y, posteriormente, se archive el proceso en forma definitiva, y 
los devolvieron.  
 

IV. DISPONER que la presente resolución se ponga en conocimiento del 
Instituto Nacional Penitenciario, exhortando a las autoridades 
penitenciarias competentes para que den cumplimiento a lo resuelto en 
la presente Ejecutoria Suprema.  
 

Intervino el juez supremo Bermejo Ríos por vacaciones del juez supremo 
Salas Arenas. 
 
S. S. 
 
PRADO SALDARRIAGA 

CASTAÑEDA OTSU 

PACHECO HUANCAS  

AQUIZE DÍAZ 

BERMEJO RÍOS 

PH/ersp   
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CONCLUSIONES FINALES

El señor Presidente de la Comisión de Actos Preparatorios para el año 2022, Doctor

William Quiroz Salazar, y sus jueces integrantes: Dr. Ronald Cueva Solís, Dr. Charles

Talayera Elguera, Dr. José Milton Gutiérrez Villalta, Dr. Luis Antonio La Rosa

Paredes, Dr Juan Carlos Santisteban Suclupe y Dra. Ruth Silverio Encarnación,
dejaron constancia de la realización del Pleno Jurisdiccional Distrital en materia
Penal y Procesal Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, los días 14 y 15
de noviembre de 2022, con la concurrencia de los señores Jueces Superiores,

Especializados, Mixtos, de Familia, de Violencia contra la Mujer y de Paz Letrado con
competencia en faltas, siendo el detalle el siguiente:

Se inició el evento el día 14 de noviembre de 2022 con las palabras de bienvenida a

cargo de la señora Presidenta de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, Doctora
Carmen María López Vásquez, y la exposición de las partes metodológicas del Pleno

diccional Distrital en materia Penal y Procesal Penal a cargo del Doctor William

iroz Salazar, Juez Superior y Presidente de la Comisión de Actos Preparatorios de

ós Plenos Jurisdiccionales de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, siendo que
el día de de la fecha se iban a tratar los temas N° 01 y 2.

TEMA N° 01

LA SUSPENSIÓN DEL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCION PENAL
COMO CONSECUENCIA DE LAS DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS,

DICTADAS POR EL CONSEJO EJECUTIVO DEL PODER JUDICIAL, DEBIDO A
LA COVID 19.

yEl plazo de prescripción de la acción penal debe suspenderse como consecuencia
las disposicipnés'administrativas dictadas por el Consejo Ejecutivo del Poder

Judicial debiáo a la COVID 19?
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lERA PONENCIA

El plAo de prescripción de la acción penal sí debe suspenderse como
consecuMcia de las disposiciones administrativas dictadas por el Consejo
EjecutivoVel Poder Judicial debido a la COVID 19.

"SEGUNDA PQNENCIA

No debe suspenderse el plazo de prescripción de la acción penal debe
suspenderse como consecuencia de las disposiciones administrativas, dictadas por
el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, debido a la COVID 19.

VOTACIÓN:

Producida la votación por los señores Jueces Superiores Titulares y Provisionales de
las posiciones arribadas, el cómputo es como sigue:

Ir. Gabino Espinoza Ortiz, señor Juez Superior Titular Jefe del ODECMA.
Dr. Andrés Cáceres Ortega, señor Juez Superior Titular de la 2° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. Dante Tony Terrel Crispin, señor Juez Superior Titular de la 1° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. Víctor Julio Valladolid Zeta, señor Juez Superior Titular de la 2° Sala Penal
Transitoria.

Dr. Agustín Reymundo Jorge, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. William Quiroz Salazar, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. Alfredo Salinas Mendoza, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. Luis Re)moso Edén, señor Juez Superior Titular de la 5° Sala Penal de
Apelaciones.

' r. José Milton Gutiérrez Villalta, Juez Superior Provisional de la 4° Sala de
Apelaciones.
Dr. Rurik Jurki Medina Tapia, Juez Superior Provisional de Sala de
Apelaciones.
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DrTt^slos Alberto Coral Ferreyro, Juez Superior Provisional de la 1° Sala Penal
de Apela^nes.
Dra. MaríaVlena Jo Laos, señora Juez Superior Provisional de la 4° Sala Penal de
Apeladonesi

^ Dra. Elizabeflh Huaricancha Natividad, señora Juez Superior Provisional de la S''
\  if ^ala Penal delApelaciones.

Dr. Enrique I\rdo del Valle, señor Juez Superior Provisional de la 3° Sala Penal
de Apelaciones.
Dra. Ana Revilla Palacios, señora Juez Superior Provisional de la 3° Sala Penal de
Apelaciones.

Dra. Lourdes Ocares Ochoa, señora Juez Superior Provisional de la 2° Sala Penal
de Apelaciones.
Dr. Ronald Cueva Solis, señor Juez Superior Provisional de la 5° Sala Penal de

'laciones.

. Charles Talavera Elguera, señor Juez Superior Provisional de la 5° Sala Penal
Apelaciones.

Dr. Abel Pulido Alvarado, señor Juez Superior Provisional de la 1° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. Oscar Crisóstomo Salvatierra, señor Juez Superior Provisional de la 1° Sala
Penal de Apelaciones.

Total de 02 votos.

Total de 16 votos.

Total de 01 votos.

a." Por la primera posición

b.- Por la segunda posición

c.- Abstenciones

VDoctor Gabino Espinoza Ortiz actualmente se encuentra como Jefe del ODECMA
razón por la cual se abstiene de votar.

. Andrés Cáceres Ortega, no participó en la votación del primer tema.
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^IlJSION PLENARIO:

El Pleno aHpptó por mayoría la segunda ponencia.

FUNDAMENTOS DE ACUERDO DE LAS ACTAS

^las diez (lÓ)vmesas de trabajo, se instalaron todas, en conclusión fueron diez los
grupos de trabajo que se instalaron.

Grupo N° 1:

En relación al tema 1: Los magistrados que conforman este grupo de trabajo
asumen una posición unánime en relación a la segunda ponencia, NO DEBE
SUSPENDERSE EL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL COMO CONSECUENCIA DE

LAS DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS DICTADAS POR EL CONSEJO EJECUTIVO DEL PODER

Judicial debido a la Covid 19: Primero.- Por cuanto, que la resolución
'administrativa en un orden jerárquico de nuestras normas legales, no tiene este
/smo rango de nuestra norma fundamental que es el Código Penal. Segúndo.-

Ásimismo, esta suspensión de plazos procesales indicados en la resolución
administrativa consideramos que son plazos pero en relación a los actos procesales
de impugnación, es decir, que no puedan perjudicar mayormente los derechos; y.
Tercero." No podríamos perjudicar al imputado, dado que el plazo de suspensión
de interrupción del Código Penal, en el articulo 83 y 84 esta basado en la actividad
del imputado, es decir, por ejemplo, el de no presentarse a las audiencias, declararlo
contumaz, consecuentemente suspenderlo, pero el hecho de la pandemia ha
implicado de que muchos procesados no se han puesto a derecho en forma
personal, entonces por lo tanto, estos plazos no podrían interpretarse en contra del
beneficio que podría tener este imputado. Por lo tanto, este grupo, su posición es
por la segunda ponencia.

^el tema 1 estuvieron presentes todos los magistrados.

rupo N°2:

lELAClÓN AL Tema 1: Los magistrados que conforman este grupo de trabajo, por
rñáyoría, cinco votos han concluido por la segunda ponencia/ aue NO debe
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■^USPENDÉ^E EL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL COMO CONSECUENCIA DE
LAS DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS DICTADAS POR EL CONSEJO EJECUTIVO DEL PODER

Judicial debido a la covid 19, en atención a los siguientes fundamentos: Primero.-
Considerando\ que las competencias del Consejo Ejecutivo están básicamente

lada a r^ular temas administrativos que no sean referidos al plazo de
prescripción de\a acción penal, esto en atención a que estos plazos están
taxativamente establecidos en la norma procesal que no pueden ser variadas por
normas de inferior jerarquía, además que el artículo 339 del Código Procesal Penal
establece que las normas de formalización de investigación preparatoria suspende
el curso de la prescripción de la acción penal. Segundo. - En este orden de ideas el
caso excepcional suscitado por la pandemia del Covid 19, no puede ser sustento
razonable para ampliar el plazo de la prescripción de la acción penal tanto más si se
tiene una directa relación con el debido proceso, con el derecho que tiene el
procesado a ser juzgado dentro de un plazo razonable. Se señaló también que el

al Constitucional ha sostenido que el derecho fundamental a no ser sometido
procedimiento distinto al previamente establecido y reconocido en el inciso

bero del artículo 139 de la Constitución, garantiza que las normas con las que se
ició un determinado procedimiento no sean alteradas o modificadas con

posterioridad por otra. Tercero. - En tal sentido, por una situación excepcional no es
posible ampliar el plazo de prescripción de la acción penal al que inicialmente fue
sometido un procesado.

Se dejó constancia que existen 3 votos a favor de la primera ponencia referida a la
suspensión del plazo de prescripción, señalando que existe las normas del Consejo
Ejecutivo y se han dado a mérito de una denegación de facultades y que ha mérito
de ello si había posibilidades de producirse la suspensión del plazo de prescripción,
en tal sentido, como ya se ha indicado, por mayoría se ha acepto la ponencia

mero dos.

po N°3:

En Velación al tema 01: Los magistrados que conforman este grupo, sobre las
posibilidades de suspender el plazo de prescripción en base a la disposición

el grupo, por"administrativa del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, en este te:
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"mayon^sse inclina por la segunda ponencia que establece que no debe suspenderse
el plazo prescripción, en atención, a que debe darse prioridad conforme lo
establece el M-tículo 51 de la Constitución Política a la Supremacía o a la jerarquía de

las normas, ̂  este caso, la ley penal debe prevalecer o anteponerse a una
^solución adrnWstrativa como es la que se dispuso para combatir la emergencia

' sanitaria del Covid 19. En ese orden de ideas, debemos tener en cuenta lo dispuesto

por el articulo 80 y 83 del CPP, en cuanto a la prevalencia de normas, establece de
que el plazo de prescripción es el que concluye una vez que transcurre el plazo
máximo de la pena establecida a la mitad y no cabe posibilidad de que, en base a la
resolución administrativa se suspenda dicho plazo.

Grupo N 4:

CIÓN AL TEMA 1: Los magistrados que conforman este grupo de trabajo han

con criterio en mayoría por la segunda ponencia, al considerar en principio

pecto normativo específicamente la jerarquía normativa, pues reconociendo
el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial es un órgano de Gobierno que nos

ienta a través de sendas Resoluciones Administrativas entre las cuales esta

fuella que dispone la suspensión de los plazos procesales por el estado de
emergencia del Covid 19 es la suspensión de los plazos procesales en si una
institución que se circunscribe en considerar que siendo resoluciones
administrativas por más que hayan sido emitidas por el Consejo Ejecutivo del
Poder Judicial no pueden contravenir lo establecido en el artículo 84 del Código
Penal que no contempla como supuesto aquellas circunstancias del estado de
emergencia, así también se considera como amparo constitucional que debe
prevalecer la norma favorable, interpretando tanto la norma penal como la norma
administrativa, mas óptima resulta ser . la norma penal sin hacer la analogía in
malam partem.

Bor otro lado, debe señalarse que la terminología señalada por el Consejo Ejecutivo

'ael Poder Judicial, lo es plazos procesales, pero ello se ha dado a corto plazo, que

lolo podría ser valedero, por ejemplo, para el acto de interponer un recurso
pugnatorio pero no para cuestiones inherentes a derechos que podmn conculcar

derechos fundamentales de una-persona como lo es la libe^dycopsiderándose
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que tanto la prescripción como la caducidad constituyen instituciones
propias d^derecho civil que no resultarían ser equiparables a la institución del
derecho penk pues esta es una norma de carácter material.

El voto singuAr fue de la suscrita en cuanto adopta la primera ponencia, por cuanto
al margen que^e ha enunciado lo que resulta ser un supuesto que no está plasmado
_^^ey también lo es en la jurisprudencia, en la corte suprema de la República, se
hace una distinción del plazo de prescripción de aquel plazo de suspensión del
plazo de prescripción y bajo los principios tempus regit actum y pro Societati, y es
dicho criterio en quien resumió para expedir una sentencia absolutoria que en vía
de queja se encuentra tramitando ante la Corte Suprema de Justicia.

Se deja constancia que han participado 7 magistrados.

Grupo^° 5:

PRIMER CASO: Los magistrados que conforman este grupo de trabajo
jptaron por mayoría, la segunda ponencia, la misma que fue aprobada por un

ital de 5 jueces, siendo los fundamentos de la misma, los siguientes: Primero. - La
suspensión del plazo de prescripción de la acción penal como consecuencia de las
disposiciones administrativas debido a la Covid - 19 no suspende el plazo de la
acción penal. Los argumentos de los jueces son los siguientes: Segundo. - Que si
bien la declaratoria del estado de emergencia ha traído consigo cierta precisión en
las actividades tanto del Ministerio Publico como del Poder Judicial, lo cierto es que
esta declaratoria no ha supuesto un obstáculo que imposibilito de manera absoluta
el ejercicio de la acción penal. En ese sentido, consideran nuestros jueces que el
estado de emergencia no puede suspender la prescripción de la acción penal. Sobre
ello, los jueces indican que si bien, mediante Resolución Administrativa N.° 115-
2020, emitida por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial se dispuso la suspensión
de las labores, ello no fue óbice para que se dispusiera la creación de órganos de
^ergencia, los cuales atendieron en circunstancias específicas tales como
.etenidos, libertades, requisitorias, babeas corpus. En ese sentido, consideran los

ees que el artículo 84 del Codigo Penal seríala que el Estado de Emergencia no
:de ser un supuesto va]ido.¿e_suspensión de la prescripción de la,/^ción penal

^es la razón se ejietrgntm en la/Críisma norma, en tanto, no h^^táblecido que



mm

PODERJUDICIAL CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA NORTE
uel i'ERu pleno jurisdiccional distrital en materia penal

Y PROCESAL PENAL

AÑO JUDICIAL 2022

dicha circunstancia legalmente, con arreglo al principio de legalidad, haya
sgfábleciá^Hm caso fortuito o imprevisto como es el estado de emergencia como
una causal p^a suspender la acción penal. Otro de los fundamentos que se
emplearon paA arribar al inicio de la conclusión es que la suspensión de la
prescripción de\la acción penal, una existencia de un obstáculo legal que
^imposibilita el iAício de continuación de la prescripción penal; sin embargo,
^^_^^nos llegar a determinar que el estado de emergencia pueda suspender la
prescripción, puesto que no se supone la existencia de un obstáculo legal.
Finalmente se señala que si la finalidad de la suspensión de la prescripción es evitar
la impunidad, suspender el plazo de la prescripción ante el estado de emergencia
con el objetivo de evitar la impunidad es una medida innecesaria, debido a que no
ha existido una posibilidad absoluta en el ejercicio de la acción penal y es por ello,
que si en la Resolución Administrativa N.° 115-2020 se insiste en la suspensión de
los,¿2 procesales, cierto es que para los casos específicos de detenidos y
aí¿íta¿, la operatividad del Poder Judicial estuvo vigente. Entonces, este grupo
concluye que si bien en el Recurso de Nulidad N.° 2622-2015 Lima, la Corte
Su^ema se pronunció respecto de la posibilidad de los supuestos de suspensión de
loé presupuestos en donde sí debería operar la prescripción como es la huelga,
,Ierto es también que este supuesto no se encuentra regulado en la forma
establecida o taxativa en el artículo 84 del Código Penal, entonces, tomar una
posición en contrario contraviene el principio de Legalidad. En ese sentido, la
posición en mayoría señala que resulta invalido establecer supuestos de suspensión
que no se adecúen a lo estipulado en el artículo 84 del Código Penal, incluso en la
interpretación teleológica en cuanto a lo establecido en la ley.

El voto en minoría fue emitido por 4 jueces, señala en resumen que las causales de
suspensión de la prescripción no pueden estar limitadas al supuesto de hecho que
establece el artículo 84 del Código Penal, es decir, que únicamente opera si el
Ijmienzo o la continuación del proceso penal depende de cuestiones que deben
Lolverse en otro procedimiento, sino que al haberse emitido pronunciamiento en

recurso de nulidad que es el N.® 2722-2015, en donde se admitió que además del
/s^uesto legal establecidnOT_el_artículo 84 del Código Penal, podría^^^ablecerse
¿s supuestos coino-eTláNÍuelga^ por extensión debm de/óúénderse el
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caso de la pandemia y amerituo que el poder judicial emitiera resoluciones
administrativas con la finalidad de suspender la prescripción de los plazos, siendo

Cd Covi^-19 es una circunstancia no sujeta a la voluntad de las partes a la
investigación mel proceso penal y amerituo a que estas no pudieran realizarse con

la normalidad \ que corresponde al haberse decretado la cuarentena, esa
ircunstancia depía ser anotada a efectos de considerar la suspensión de la
X^sgapción de la ucción penal, ello entendiendo pues que el estado tiene el deber

de perseguir eficazmente el delito y no se genere incluida por razones que no son

atribuibles a ninguna de las partes del proceso, ni siquiera a los órganos

jurisdiccionales.

Se deja constancia que en el tema 01 estuvieron presentes 9 magistrados.

GRUPO N° 6:

Ep-^ g/upo han participado 7 magistrados en ambos temas. RESPECTO AL primer
TEMA/Se ha adoptado como posición en mayoría la posición número 2, que señala

suspenderse la prescripción de la acción penal como consecuencia de las

osiciones administrativas dictadas por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial

ibido a la Covid -19. En razón de ello, los argumentos son los siguientes: Por

Aplicación , de la Constitución y efectuando control de convencionalidad, la
interpretación constitucional del instituto de la prescripción debe ser en favor del
procesado conforme al artículo 139 de la Constitución, consecuentemente la
posibilidad de una suspensión del plazo de prescripción solo debe surgir de una
previsión legal. La resolución administrativa que disponía la suspensión de los
plazos procesales, incluso la prescripción y caducidad es una norma de inferior
jerarquía a la norma infra constitucional que regula la prescripción, por tanto, sus

fundamentos no pueden ser invocados como justificación para considerar una

siíispensión de los plazos de prescripción.

Aspecto de esta ponencia hay 5 votos de los magistrados, la posición en minoría
■espalda en dos votos de los magistrados señalando como fundamentos respecto de

elfeis que existe decreto supremo que le da al Poder Judicial, la posibilidad de
adpptar decisiones en razráiiiedos^azos, por lo tanto, la resolución administrativa
que disponía la su^ensión dejñs plazos procesales incluso^a/p :eScripcion y
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caducidad contiene una decisión amparada legalmente, en razón de ello, es posible
considerar el fundamento de la resolución administrativa para la suspensión de los

alazoade prescripción.

GRUPO

En cuanto ai tema 1: Respecto a la suspensión del plazo de prescripción, como
\consecuencia ̂  las disposiciones administrativas que es el Covid 19, en cuanto a

5^ el grupo ha optado por unanimidad la postura de que no se suspende los
plazos de prescripción basados en la segunda ponencia, dado que las resoluciones
administrativas no pueden realizare esta suspensión en los plazos antes
mencionados. Estas resoluciones administrativas del Consejo Ejecutivo no

prevalecen si nos vamos a la pirámide de Kelsen, a la normativa de las leyes
normativas, en cuanto a ello, por lo tanto, debe generarse el plazo correspondiente a
efectos de poder llegar a una solución en cuanto a ello. Seguidamente hacer
mención que también este plazo de suspensión oportunamente debe ya plasmarse

'x\a resolución si es que ha transcurrido el plazo, no se suspende por estas
{)luciones, motivo del Consejo Ejecutivo. En todo caso, en este primer tema por

nanimidad, se ha escogido la segunda ponencia.

En esta mesa de trabajo fueron 2 magistrados que no concurrieron.

Grupo N° 8:

Respecto al primer tema: De manera unánime, se ha asumido la segunda

ponencia, no debe suspenderse el plazo de prescripción de la acción penal como
consecuencia de las disposiciones administrativas dictadas por el Consejo Ejecutivo
debido a la Covid - 19, ello en razón que una resolución administrativa no debe
suspender el plazo de prescripción de la acción penal, no puede generarse por

estos no reconocidos en la ley, la suspensión que esta regulada en el artículo 84
qltódigo Penal y también en el artículo 339 del CPP y en el caso de la declaración
1 contumaz, hacerlo trasgrede el principio de legalidad, por tal razón, la

lensión de la prescripción' no debería establecerse a través de directivas o
ciones, ello no es^fieieñte para limitar la prescripción de la acción penal.

Otra de las razprtósque también el grupo ha discutido fue que la^solución
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administrativa emitidas por el Consejo Ejecutivo no hizo mención expresa que se

trata de la suspensión de la prescripción de la acción penal, del mismo modo, el
decreto supremo sobre el estado de emergencia se cita que se restringe algunos
derecho^ero no regula el plazo de suspensión de la prescripción de la acción
penal, ello\umado a que existe incompatibilidad de normas, se elige la de mayor
rango, en este caso, una resolución administrativa o un decreto supremo son
normas de ramgo inferior a una ley. Por último, también el grupo, ha analizado que

jstiría peligro de impunidad, dado que en los proceso que la investigación se
'encuentra formalizada, puesto que en estos casos, el plazo de prescripción ya se
encuentra suspendido, tampoco en los casos en los cuales se encuentra en etapa de
investigación preliminar, se debe tener en cuenta que estos procesos ha operado la
interrupción de la prescripción de la acción penal teniéndose en consecuencia el
plazo de la prescripción.

concurrido 4 magistrados.

ECTO DEL PUNTO 1: Sobre la prescripción de la acción penal si puede ser

spendida por Resolución Administrativa, el grupo voto por unanimidad por la
osición número 2, estos es, que una resolución administrativa no puede suspender

o crear plazos de suspensión de la prescripción de la acción penal, toda vez que
considera el grupo que el inicio o la vigencia de la acción penal le compete única y
exclusivamente al legislador que es el parlamento o a través de la legislación
delegada, esto es cuando el parlamento entrega esa potestad al poder ejecutivo para

que legisle vía decreto legislativo, por lo demás, por una cuestión muy simple, una
resolución administrativa no está por encima de una ley como es el código penal.

Por lo demás, los supuestos de suspensión o de interrupción de la acción penal
están claramente definido y plasmados en los artículos 80 y siguientes del código

1.

1 grupo considera de que tan claro es el artículo 80 que establece varios supuestos
interrupción de la prescripción de la acción penal que incluso, el legislador de

era muy sana estaUeGe--ar[a~dausula desierta cuando dice en todQ caso en el

último párrafo delr^ticulo 80,^gntonces cuando se dice que el Imsiador de manera
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provisoria ápte cualquier eventualidad futura que pueda presentarse simplemente
la acción pernal no tiene por qué transcurrir o pasar más allá del plazo ordinario o

/A extraordinario, cualquier interpretación distinta simplemente implica una
—^Slt»itrariedad\) que el Estado ejerza un poder punitivo más allá de ese auto control

o esa,,-ailfp restricción que debe establecerse cuando se trata de ejercer ese poder

Grupb N° 10:

E^vieron presentes 8 magistrados, los cuales, por unanimidad, hemos llegado a la
/iguiente decisión:

Respecto al tema 1: Sobre la suspensión del plazo de prescripción de la acción
penal como consecuencia de las disposiciones administrativas dictadas por el
Consejo Ejecutivo debido al Covid - 19, los magistrados que conforman este grupo
de trabajo, por unanimidad, se ha establecido la segunda posición que refiere que
debe suspenderse el plazo de prescripción de la acción penal como consecuencia de
las disposiciones administrativas dictadas por el Consejo Ejecutivo debido al Covid
1^

►éntro de todo el debate, la Dra. Ana Revilla refirió que ya existe pronunciamiento
TC que/tiene una posición más adhesiva por lo que no existe la necesidad de
lendery^l plazo de prescripción.
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TEMA N° 2

EL DERECHO \ DEL AGRAVIADO DE RECURRIR A LA SEGUNDA
INSTANCIA Ante la impugnación del sobreseimiento o
.SENTENCIA UbSOLUTORIA, NOTIFICADA LA RESOLUCIÓN
toSTTRIORMENXE A PESAR DE NO HABER CONCURRIDO A LA
AUDIENCIA.

?ori ilación del Problema

yíiede el agraviado interponer recurso impugnatorio contra la resolución de
iobreseimiento o sentencia absolutoria, previa notificación, y pese a no haber estado
presente en la audiencia a la que fue convocado?

Ponencias

Primera Ponencia

Sí se puede el agraviado interponer recurso impugnatorio contra la resolución de
sobreseimiento o sentencia absolutoria, previa notificación, y pese a no haber
estado presente en la audiencia a la que fue convocado.

nda Ponencia

se debe admitir el recurso de apelación planteado por la parte agraviada
Lra la resolución de Sobre^imiento, ello debido a que no concurrió a la

'audiencia de Sobreseji interpuso en dicho acto oral.
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VOTACION:

Producida lactación por los señores Jueces Superiores Titulares y Provisionales de
las posiciones arribadas, el cómputo es como sigue:

Dr. Gabino Eáninoza Ortiz, señor Juez Superior Titular Jefe del ODECMA.
Liendres áceres Ortega, señor Juez Superior Titular de la 2° Sala Penal de

Ap^aciones.
.  Dr. Dante Tony Terrel Crispin, señor Juez Superior Titular de la 1° Sala Penal de

Apelaciones.

.  Dr. Víctor Julio Valladolid Zeta, señor Juez Superior Titular , de la 2° Sala Penal
Transitoria.

-r'^Justín Reymundo Jorge, señor Juez Superior Titular de. la 6° Sala Penal de
Apelaciones.

.  Dr/William Quiroz Salazar, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
.pelaciones.

ir. Alfredo Salinas Mendoza, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. Luis Reynoso Edén, señor Juez Superior Titular de la 5° Sala Penal de
Apelaciones.

.  Dr. José Milton Gutiérrez Villalta, Juez Superior Provisional de la 4° Sala de
Apelaciones.

.  Dr. Rurik Jurki Medina Tapia, Juez Superior Provisional de la 2° Sala de
Apelaciones.

.  Dr. Carlos Alberto Coral Ferreyro, Juez Superior Provisional de la 1° Sala Penal
de Apelaciones.

.  Dra. María Elena Jo Laos, señora Juez Superior Provisional de la 4° Sala Penal de
Apelaciones.

.  Dra. Elizabeth Huaricancha Natividad, señora Juez Superior Provisional de la 3°
Sala Penal de Apelaciones.

trique Pardo del Valle, señor Juez Superior Provisional de la 3° Sala Penal
j_'elaciones.
Ana Revilla Palacios, señora Juez Superior Provisional de la 3° Sala Penal de
telones.

ourdes Ocares Ocf^, señora Juez Superior Provisional deja^ Sala Penal
de Apelaciones.
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•  Dr. Ronald Cueva Solis, señor Juez Superior Provisional de la 5° Sala Penal de
dacTisnes.

Charlas Talavera Elguera, señor Juez Superior Provisional de la 5° Sala Penal
Apelaciones.

lido Alvarado, señor Juez Superior Provisional de la 1° Sala Penal de

sóstomo Salvatierra, señor Juez Superior Provisional de la 1° Sala
Apelaciones.

a." Por la primera posición

b.- Por la segunda posición

Clones

Total de 13 votos.

Total de 04 votos.

Total de 01 votos.

or Gabino Espinoza Ortiz actualmente se encuentra como Jefe del ODECMA
razó/ por la cual se abstiene de votar.

ONCLUSIÓN FLENARIO:

El Pleno adoptó por mayoría la primera ponencia.

FUNDAMENTOS DE ACUERDO DE LAS ACTAS

De las diez (10) mesas de trabajo, se instalaron todas, en conclusión fueron diez los

grupos de trabajo que se instalaron.

Grupo N° 1:

En relación al tema 2; Los magistrados que conforman este grupo de trabajo

asumen una posición unánime en relación a la primera ponencia, en atención a que
eTa^raviado si puede interponer recursos impugnatorios contra la decisión de
sobreseimiento y de las sentencias absolutorias. En principio, consideran, pues de

qiW efectivamente puede haber estado en la audiencia, y puede haber sido
notificado y no haber indicado nada, porque no se constituyó eir^tor civil o
fjh al mente, al nqjrabéfse constituido en actor civil no es une5 pieza fundamental
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dentro de los actos procesales o el desarrollo de la audiencia. Sin embargo, el hecho
ISrioíL de que se emita una sentencia absolutoria o se declare sobreseimiento

implicaríaMn prejuicio para esta persona; por lo tanto, para la parte agraviada
consideramos pues de que si, pese a no haber estado en la audiencia a la que fue
convocado puede interponer recurso de apelación.

tema 2 es^vieron presentes 7 magistrados.

Grupo N°2:

En relación al Tema 02: Los magistrados que conforman este grupo de trabajo,
por unanimidad votaron por la ponencia número uno, que si puede imponer el
agraviado recurso impugnatorio contra la resolución de Sobreseimiento, sentencia

toria, previa notificación, pese a no haber estado presente en la audiencia a la
e convocado, en base a los siguientes fundamentos que: Primero.- La parte

'viada se tiene que el CP? establece cuales son las facultades de la parte

aviada frente a un auto de sobreseimiento, en tal sentido, no es posible

établecer restricciones a la posibilidad de que pueda recurrir al auto de
sobreseimiento tanto más si no es obligatorio su presencia en la audiencia de

sentencia, porque no se puede exigir que esta parte acuda a la audiencia de
sobreseimiento para que pueda recurrir.

Se deja constancia, que estuvieron presentes 8 magistrados.

Grupo N°3:

En relación al tema 2: Los magistrados que conforman este grupo de trabajo, de

manera unánime, se han inclinado por la posición de la primera ponencia, de que el

agraviado puede interponer .recurso impugnatorio contra la resolución de
sobreseimiento o sentencia absolutoria pese a no haber concurrido a la audiencia

le convocada, esto, en razón a lo dispuesto en el artículo 95 del CPP, así como

/bien del artículo 139 de la Constitución Política, no debe restringirse el derecho
a^ecurrir, de la parte agraviada o el solo hecho de no haber concurrido a la

iencia que fuera inicialmente convocada. Tomamos en cuenta lo dispjj£Sto por
la sentencia 3000-2021 y la casación ]SÍ° 580^021) LIMA. Tribunal Constitucional-
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que establece el efecto que debe surtir para recurrir una vez materializado la
valida.

Se deja con^ncia que estuvieron presentes 7 magistrados.

Grupo N° 4:

yO^N^LACK
adoptaron por unanimidad el criterio de la segunda ponencia con la precisión que
solo se tiene consideración al problema expuesto respecto a los autos de
sobreseimiento por cuanto de incluir además, el tratamiento para las sentencias, el
acuerdo lo seria en otro sentido, en atención a lo ya precisado, se ha de señalar que
en el aspecto normativo se está partiendo de lo establecido en el numeral 3 del
artículo 345 del CPP, por lo que considerándose que la audiencia de sobreseimiento

carácter inaplazable y en el escenario que la parte agraviada esté debidamente
.azada para la audiencia no correspondería por igualdad de armas otorgar

|ún plazo adicional para impugnar el auto de sobreseimiento ya que ello
fectaría derechos de orden constitucional como es el debido proceso
imsiderándose también que son los litigantes quienes requieren un juicio justo y
otorgarles un plazo adicional a dicha parte procesal se estaría resquebrajando dicho
derecho, aunado a ello, se suma la sugerencia de la ponente en tanto se considera
que si resulta necesario precisar en la resolución que convoca a la audiencia de
sobreseimiento, de no concurrir la parte agraviada a la audiencia precluirá
indefectiblemente su oportunidad para interponer recurso de apelación.

Se deja constancia que han participado 7 magistrados.

Grupo N° 5:

Tispecto de la segunda ponencia: Participaron 7 jueces, de los cuales 6 en
nfiayoría decidieron por la primera posición que estaba referido a que el agraviado

luede recurrir a la segunda instancia con la finalidad de impugnar el
iseimiento de la sentencia absolutoria, si esta es notificada por resolución

püsferior a pesar de no haber concurrido en la audiencia, debido a que y^artículo 95
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del CPP reconoce al agraviado la facultad de apelación de la resolución que dispone
sdSresSifíiento de la sentencia que absuelve al procesado.

Los fundamenrbs están relacionados en el principio de Legalidad y también en el
principio de plitalidad de instancia, el CPP, de acuerdo a nuestra postura reconoce
al agraviado el ejercicio directo de determinar los derechos procesales derivados de
smi^nexión también directa con el delito, en ese contexto, se regula expresamente la
f^cnfíb4e4e recurrir al sobreseimiento de la sentencia absolutoria, ya que tales

/decisiones garantizan o neutralizan, según los casos, su interés legítimo de tener
una reparación civil por el daño que se le ha ocasionado con el delito, incluso se ha
adoptado la posición que la Corte Suprema en la casación 353-2011 AREQUIPA,
expreso en relación a considerar al agraviado como parte importante del proceso,
cuando señala que el agraviado del delito se encuentra en condiciones de ser

gonista del proceso penal, una vez facultado por ley a participar en el
brollo del proceso, siendo necesario que actúe con todos sus derechos y

tantías que le asegure la satisfacción a su pretensión. En tal sentido, la posición
^1 grupo de trabajo es que el agraviado si tiene derecho a impugnar el

/sobreseimiento de la sentencia que lo absuelve de ser procesado, porque ello
además guarda correspondencia y coherencia con el derecho a la pluralidad de
instancia que se constituye como una garantía consustancial al derecho al debido
proceso y con lo cual se persigue que lo resuelto por un juez, en primera instancia
pueda ser revisado por un órgano funcionalmente superior y de esta manera,
permitir que lo resuelto por aquel, sea objeto de un doble pronunciamiento judicial.

Finalmente, el grupo considero importante precisar que a efectos de sustentar dicha
decisión debe tomarse en consideración a través de una interpretación sistémica el
artículo 352 inciso 4 del CPP, en donde se señala la posibilidad de que en audiencia
de control preliminar de acusación, el juez pueda declarar de oficio el
ibreseimiento de la acción penal, supuesto en el cual de no concurrir el agraviado

o ̂cluso el acusado, esta decisión solo podrá ser conocida o producida en debate, y
fn tal sentido, negarle la posibilidad impugnatoria al agraviado o a cualquiera de

sujetos procesales en ese escenario, afectaría además del,derecho a recurrir, el
cho a la tutela procesal efectiva. Respecto de esta posición hubo un que no

e^vo conform,g..y-señálóTo~§iguiente: Que si es que el agraviado no párhcipa en la
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audiencia^e a haber sido rrotificado con el pedido de sobreseimiento, es decir,
Í^^^Tacu^una audiencia en donde podría liberarse de responsabilidad de una

sanción pone eA evidencia su decisión de no continuar en el proceso penal de los
hechos que han ido objeto de imputación, y en aplicación del principio de realidad,
que es el que We las reglas del CPP, no tendrá derecho a impugnar el

liento niVampoco la sentencia absolutoria.

Se deja constancia que en el tema segundo solo estuvieron 7 jueces.

GRUPO N° 6:

Respecto del segundo tema: Se ha adoptado posición en mayoría, respecto a la
posición número 2 que señala no se debe admitir el recurso de apelación planteado

abarte agraviada contra la resolución de sobreseimiento, ello debido a que no
. urre a la audiencia de sobreseimiento y no lo interpuso en dicho acto oral.
Ipecto de ello, el fundamento es el siguiente: El derecho de recurrir es de

Znfiguración legal, la norma legal precisa que las resoluciones orales son
nnpugnadas en audiencia, esto conforme al título preliminar del CPP.

Por consiguiente, no es admisible el recurso de apelación interpuesto por el
agraviado válidamente notificado y no presente en la audiencia a la que fue
convocado y en la que se emita una resolución oral de sobreseimiento, por cuanto la
formulación del recurso solo puede ser oral, con ello tampoco se afecta su derecho a
la tutela jurisdiccional efectiva, puesto que la norma prevé que pueda recurrir a la
vía civil para satisfacer sus intereses resarcitorios. Respecto a esta posición hay 4
votos, asimismo, la posición en minoría, era la posición número 1, si cuenta con
recurso impugnatorio, se fundamenta en lo siguiente: Debe interpretarse
constitucionalmente el derecho de acceso a los recursos, siendo que conforme al

ículo 95 del CPP, al agraviado le está permitido impugnar la resolución de
preseimiento y aun cuando dicha resolución se dicte de forma oral debe
mplirse con notificar dicha resolución al agraviado para salvaguardar sus

'eses, por tanto, de interponerse medio impugnatorio, este debe ser admitido,
ito que con ella, se garantiza_elderecho a la tutela jurisdiccional efectiv^<^on 3

votos a favor de esja-pósición.
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Se deja constancia que han asistido 7 magistrados.

GRUPOy° 7:

En cuanto al tema número 2: En esta situación del derecho del agraviado de

If recurrir aua segunda instancia, a pesar de no haber concurrido y ser notificado
posterior Aello, por unanimidad, el grupo de trabajo ha optado por la primera

quh si el agraviado puede recurrir a segunda instancia a pesar de no

haber concurrido a la misma, ello también de conformidad al artículo 95 del CPP

literal d en el cual hace mención que el agraviado está facultado para interponer

recursos impugnatorios en contra del sobreseimiento y sentencias absolutorias,

también en conformidad de lo señalado en el artículo 139 de la constitución que

hace referencia a lo que es recursos impugnatorios de segunda instancia.

En esta mesa de trabajo fueron 2 magistrados que no concurrieron.

ipo N° 8:

ESPECTO AL SEGUNDO TEMA: El grupo se ha decantado por la primera ponencia,

que el agraviado puede interponer recurso impugnatorio contra la resolución de
sobreseimiento o sentencia absolutoria previa notificación pese a no haber estado

presente en la audiencia que se ha convocado, ello en razón que el agraviado se
encuentra en condiciones de ser un protagonista del proceso penal conforme lo

establece el artículo 95 literal d del CPP, no se limita ello al caso que este asista o no

a la audiencia de apelación, la ley procesal le reconoce a la parte agraviada que no

siendo actor civil tiene el derecho de impugnar en caso de sobreseimiento y de

sentencia absolutoria. El CPP le reconoce el derecho a la doble instancia en el

artículo 139 numeral c de la Constitución Política del Perú, no se le puede exigir que

sea en audiencia, ello además no es un requisito exigido formalmente del artículo

P del CPP para su concesión. Una interpretación así vulneraria el derecho a la
instancia, no se debe realizar una interpretación restrictiva sino se debe

s normas de manera sistemática, tanto señalado en el artículo 95 literal a

ecto a los derechos de la parte agraviada, el artículo 341 que señala que se

á con sus asistentes, el articulo 414 sobre los plazos de impugnación de los

os rnterlocutorios cuaTno se obliga a la parte agraviada sente
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sumado

proceso

y participación pro

autoridad pública

acorde a su condici

di culo.

sipio que se encuentra en el artículo 9 del Título Preliminar que
nal garantiza también el ejercicio de los derechos e información

resal de la persona agraviada o perjudicada por el delito o la
stá obligada a velar por su protección y brindarle un trato

m, es decir, la interpretación debe estar también orientada a ese

Grupo N° 9:

Respecto de la segunda posición: El grupo por mayoría, adopto la posición

número 2, aunque el grupo tuvo una duda respecto a que si solamente era el solo
hecho de la falta de notificación o la notificación para que conceda la impugnación;

sin ejrírargo, el grupo asume que en el fondo, al margen de que exista o no
íción, simplemente el agraviado no tiene derecho a impugnar el auto de

^sobreseimiento o el auto de la sentencia absolutoria, mientras que la magistrada

More Salinas adopta una posición netamente positivista y dice bueno como el
artículo 95 inciso d señala expresamente que el agraviado tiene derecho a apelar el
ito de sobreseimiento y la sentencia absolutoria no hay mayor discusión que

lacer, sin embargo, la posición mayoritaria considera que otorgar esa potestad
impugnativa al agraviado va en contra de varios principios. En primer lugar, la
primera pregunta que se respondió el grupo es si es que el agraviado es un sujeto
procesal o no, y el grupo concluyó que no es un sujeto procesal, será una parte
interviniente, pero no es un sujeto procesal, ya que para ello, tendría que
constituirse en actor civil. Por lo demás también, porque si bien es cierto hay una

norma expresa que dice que si tiene potestad impugnativa tanto para el
sobreseimiento como para la sentencia absolutoria, podría presentarse cosas

absurdas, como por ejemplo, ante un requerimiento del Mirüsterio Publico donde

pide el sobreseimiento, el único que va a quedar en camino es el agraviado,
anees la pregunta es, el Ministerio Publico tiene que seguir litigando a una

/a la cual el mismo ha renunciado solamente por la voluntad del agraviado, el
considera que no, porque el artículo 159 de la constitución señala que el

\o que tiene la potestad de sostener la acción penal es un poder derivado del
íer constituyente del Ministerio Publico como órgano constitucionalmente

autónomo es él sojamgnfe'que tiene^que sostener la acción penal. Y/^emás el
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mismo artículo 159 indica que el Ministerio Publico es el representante de la

sociedad en los procesos y por lo tanto, también representa a ese agraviado que no

se ha querido constituir como parte, como sujeto procesal para tener legitimación al

derecho de impugnación. Estamos frente a una regla procesal que se enfrenta a una

norma principio que es la autonomía y la independencia del Ministerio Publico.

Estuvieron presentes 8 integrantes del grupo.

Grupo N° 10:

Estuvieron presentes 8 magistrados, los cuales, por unanimidad, hemos llegado a la
siguiente decisión:

Respecto al tema 2: El derecho del agraviado de recurrir a la segunda instancia en

la impugnación de sobreseimiento o sentencia absolutoria notificada la resolución
posteriormente a pesar de no haber recurrido a la audiencia, por unanimidad se ha

votado por la primera ponencia, es decir, que el agraviado si puede interponer

recurso impugnatorio contra la resolución de sobreseimiento o sentencia

absolutoria notificada la resolución posteriormente a pesar de no haber concurrido

a la audiencia, todo ello, respetando más que nada la constitución, el debido

proceso y el derecho de las partes procesales.

Firmando la presente acta el Presidente de la Comisión Distrital de Plenos, así como

los miembros dnJa-Comisión y el Secretario Técnico de ik Comisión.

Presidente de l^.€omisión de Actos Preparatorios

íónald Cueva Solís

Juez Superior

Charles Talayera Higuera

Juez Superior
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José^utiérrez Villalta

Juez SuDOT

Juan Carlos Santisteban Suclupe

Juez Especializado

Eui|3i\tonieí La Rosa Paredes

Jílez Superior

^erio Encamación

Juez Especializado

Carlos Cruz Baltazar

Secretario Técnico

Plenos Jurisdiccionales
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CONCLUSIONES FINALES

El señor Presiente de la Comisión de Actos Preparatorios para el año 2022, Doctor

/illiam Quiroz\alazar, y sus jueces integrantes: Dr. Ronald Cueva Solís, Dr. Charles
-TaWera Elguera^\)r. José Milton Gutiérrez Villalta, Dr. Luis Antonio La Rosa
Paredes, Dr. Juan Carlos Santisteban Suclupe y Dra. Ruth Silverio Encarnación,
dejaron constancia de la realización del Pleno Jurisdiccional Distrital en materia
Penal y Procesal Penal de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, los días 14 y 15
de noviembre de 2022, con la concurrencia de los señores Jueces Superiores,
Especializados, Mixtos, de Familia, de Violencia contra la Mujer y de Paz Letrado con
competencia en faltas, siendo el detalle el siguiente:

Se continuó con el evento el día 15 de noviembre de 2022 con la exposición de las
parté^etodológicas del Pleno Jurisdiccional Distrital en materia Penal y Procesal

a cargo del Doctor William Quiroz Salazar, Juez Superior y Presidente de la
lisión de Actos Preparatorios de los Plenos Jurisdiccionales de la Corte Superior

Justicia de Lima Norte, siendo que el día de la fecha se iban a tratar los temas N°
y 4.

TEMA N° 03

■^EL CÓMPUTO DE LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD EFECTIVA ANTE LA
Existencia de dos o mas sentencias penales recurridas o
AÚN NO inscritas EN EL REGISTRIO DE CONDENAS O POR
INCERTIDUMBRE DE LA INFORMACION

Sala Penal debe realizar el inicio del cómputo de la pena efectiva impuesta
una sentencia condenatoria con la información existente en el proceso sobre

una pena anterior y que no registra antecedentes penales hasta la fecha de la
ctura sentencia o debe delegar o realizarse el respectivo cómputo por el juez
jmpetente en ejecución de sentencia?
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ÍER^ONENCIA

Cumpliendo Icón la tutela jurisdiccional efectiva y la debida motivación de las

resoluciones, |a Sala Penal que condena a un ciudadano sí debe realizar el inicio del
0^puto de te pena efectiva impuesta por una sentencia condenatoria con la

/ información e)^tente en el proceso sobre la pena anterior o que no registre
antecedentes penales hasta la fecha de la lectura sentencia.

SEGUNDA PONENCIA

La Sato Penal que condena a un ciudadano sí debe realizar el inicio del cómputo

de \dJ pena efectiva impuesta por una sentencia condenatoria a partir de
limación cierta, pero, en caso se desconozca o tenga incertidumbre debe delegar

o/realizarse el respectivo cómputo por el juez competente en ejecución de

sentencia a efecto que recabe la información actualizada del Registro de Condenas,

del INPE y de otra institución pública, poniendo en conocimiento de la autoridad

penitenciaria y de la persona sentenciada.

VOTACION:

Producida la votación por los señores Jueces Superiores Titulares y Provisionales de
las posiciones arribadas, el cómputo es como sigue:

Gabino Espinoza Ortiz, señor Juez Superior Titular Jefe del ODECMA.
.  Dante Tony Terrel Crispin, señor Juez Superior Titular de la 1° Sala Penal de

Apelaciones.

r. Andrés Cáceres Ortega, señor Juez Superior Titular de la 2° Sala Penal de
pelaciones.

Dr. Víctor Julio Valladqlid-Zeta7~qeñor Juez Superior Titular doi la 1/ Sala Penal
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Transitoria.

Dr. Agustín Éeymundo Jorge, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. William QuÍ!^z Salazar, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones.

fredo Salinas Mendoza, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones.
Dr. Luis Reynoso Edén, señor Juez Superior Titular de la 5° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. José Milton Gutiérrez Villalta, Juez Superior Provisional de la 4° Sala de
Apelaciones.
Dr. Rurik Jurki Medina Tapia, Juez Superior Provisional de la 2° Sala de

ones.

¿ríos Alberto Coral Ferreyro, Juez Superior Provisional de la 1° Sala Penal
pelaciones.

I^a. María Elena Jo Laos, señora Juez Superior Provisional de la 4° Sala Penal de
pelaciones.

Dra. Elizabeth Huaricancha Natividad, señora Juez Superior Provisional de la 3°
Sala Penal de Apelaciones.

Dr. Enrique Pardo del Valle, señor Juez Superior Provisional de la 3° Sala Penal
de Apelaciones.
Dra. Ana Revilla Palacios, señora Juez Superior Provisional de la 3° Sala Penal de
Apelaciones.
Dr. Ronald Cueva Solis, señor Juez Superior Provisional de la 5° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. Charles Talavera Elguera, señor Juez Superior Provisional de la 5° Sala Penal
de Apelaciones.
Dr. Oscar Crisóstomo Salvatierra, señor Juez Superior Provisional de la 1° Sala
Penal de Apelaciones.

a." Por la primera posición

^or la segunda posición

bstenciones

OTAL DE 18

Total de 08 votos.

Total de 09 votos.

Total de 01 votos
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Doctor Gasino Espinoza Ortiz actualmente se encuentra como Jefe del ODECMA
razón por la mal se abstiene de votar.

rONCLUSIók PLENARIO:

adopt^or mayoría la segunda ponencia.

FUNDAMENTOS DE ACUERDO DE LAS ACTAS

De las diez (10) mesas de trabajo, se instalaron todas, en conclusión fueron diez los
grupos de trabajo que se instalaron.

(nagistrados votaron por la ponencia número uno, y un magistrado por la
fencia número dos, es decir por mayoría por mayoría se optó por la ponencia

n/mero uno, esto es LA SALA QUE CONDENA A UN CIUDADANO SI DEBE
rvEALIZAR EL INICIO DEL CUMPUTO DE LA PENA EFECTIVA IMPUESTA POR
UNA SENTENCIA CONDENATORIA CON LA INFORMACION EXISTENTE EN EL
PROCESO SOBRE LA PENA ANTERIOR O QUE NO REGISTRE ANTECEDENTES
PENALES HASTA LA FECHA DE LA LECTURA DE SENTENCIA.

Está conformada la mesa por doce magistrados. Para el voto de los temas tres y
cuatro se realizo con la presencia de ocho magistrados.

Grupo N° 02

De los doce integrantes hemos participado seis personas.
I

Por mayoría se ha adoptado por la primera ponencia con la acotación y señalando lo
sigílente; con respecto el cumplimiento para la condena efectiva y la debida
nióüvación de las resoluciones de la Sala Penal que condena a un ciudadano que se

e realizar el computo de la pena efectiva impuesta por una sentencia
enatoria con la informn£jj3nre?dstente en el proceso sobre la pena arñg^r o que

no registre antece^j^tteTa la fechajieTa lectura de sentencia, de lo^/cuaJ,^da mesa de
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jregado que señalado el computo de la pena privativa de libertad
ire si una persona está detenida se debe fijar cuando se debe iniciar y
culminar la condena, asimismo las ponencias han referido conforme

leral tres del Código Procesal Penal, el computo será reformable

eso también abor^ que la sentencia bajo el principio de legalidad deberá ser
expedida con el inicio y fin de una condena. Asimismo, dentro de los integrantes
aporta al respecto a esta ultima primera ponencia, señalando con la precisión que se
remita de oficio por parte del órgano jurisdiccional al Juzgado Penal Colegiado para
que efectué el tratamiento verificado de las penas del sentenciado y se efectúe el
computo único de todas las penas.

voto a favor de la ponencia dos señalando por su postura que si todavía
cumta con la información completa de una de las penas es posible que la pena

diente de establecerse no sabemos cual va ser la pena final que se le va a

ler al sentenciado, por ello considera que en una sentencia firme sea el organo
ijecución quien realice esta sumatoria. En conclusión, respecto al tema tres por
yoría se ha adoptado la primera ponencia.

Urupo N°3:

Del Grupo número tres son once integrantes de los cuales solamente se han
reunido siete integrantes.

Hemos debatido lo siete integrantes del grupo, de los cuales cinco integrantes hemos
votado por la segunda ponencia y dos integrantes han votado por la primera
ponencia, por mayoría estamos de acuerdo por la segunda ponencia que señala, que
La Sala Penal que condena a un ciudadano sí debe realizar el inicio del

CÓMPUTO DE LA PENA EFECTIVA IMPUESTA POR UNA SENTENCIA CONDENATORIA A PARTIR

DE INFORMACIÓN CIERTA, PERO, EN CASO SE DESCONOZCA O TENGA INCERTIDUMBRE DEBE

:gar o realizarse el respectivo cómputo por el juez competente en ejecución
[TENCIA A efecto QUE RECABE LA INFORMACIÓN ACTUALIZADA DEL REGISTRO DE

íÍdenas, del INPE y de otra institución pública, poniendo en conocimiento de
UTORIDAD PENITENCIARIA Y DE LA PERSONA SENTENCIADA, en atención a los

!ntes fundamentosj^£rimero7"~Eundamenta esta posición el articulo 399 del
Código ProcesalúPeñaíque en^^u-dnciso uno indica si se impone privat^ de libertad
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efectiva para ihs efectos del cómputo se descontara de ser el caso el tiempo de detención de
prisión prevenida, y de detención domiciliaria que hubiera cumplido, así como la privación de
libertad sufrida\n el extranjero como consecuencia del procedimiento de extradición
infhurado para sohieterlo a proceso en el país-, y, en su inciso dos que señala que En las

'édidas de seguridad se fijara provisionalmente la fecha en la que la condena finaliza,
{descontando los periodos de detención o prisión preventiva cumplidos por el condenado,
como se puede advertir el Código Procesal Penal, autoriza se pueda realizar un
cómputo que aplica de manera provisional y esto sucede porque se presentan casos
como como se señala en la segunda ponencia cuando no se tenga información
completa de las condenas anteriores del imputado o no exista condena firme,
conforme lo indica el artículo 490 inciso dos del Código Procesal Penal, señala que el
Juez ̂ la investigación preparatoria realizara el computo de la pena, precisándose

/ciso tercero que el cómputo de la pena será siempre reformable, aun de oficio
Dmprueba un error o cuando nuevas circunstancias lo tornen necesario.

leja constancia que, de los once integrantes, siete integrantes se han reunido.

Grupo N°4:

Estuvo integrado por ocho magistrados.

Ts El grupo adoptó por unanimidad el criterio contenido en la segunda ponencia
considerar en que El ÓRGANO JURISDICCIONAL AL IMPONEN UNA SENTENCIA
CONDENATORIA CON PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD DEBERÁ ESTABLECER EL COMPUTO DE

LA MISMA DEFINIENDO FECHA DE' INICIO Y FINAL, conforme así lo establece el numeral
dos del artículo 399 del Código Procesal Penal, en tanto cuente en esos momentos
con datos ciertos que viabilice su imposición, y solo en caso se cuente con datos
inciertos de sentencia condenatoria que está recurrida o conocedor de una sentencia
condenatoria que habiendo teniendo firmeza y aun no haya sido inscrita ante la
autoridad competente, correspondería realizar el computo respectivo al Juez de

estigación Preparatoria en ejecución de sentencia, tanto mas que de acuerdo con
lo Atablecido en el nunjaPsí'Trérdel arhculo 490 del Código Procesal l^al, es

Tnisible que el computo de la penaba reformado, se debe precisar i^hJLén que
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[^utorizaí^ al Juez de Investigación Preparatoria realizar dicho computo ante esas
condiciones fMta de registro de condenas lo sea ya emitida o aun por emitirse,

generaría en ej^ución de sentencias otra confusión entre órganos jurisdiccionales de
la persona condenado o penado, y no estando a esta posibilidad que tiene el

irwenciado conobnado de presentar solicitudes de refundición o acumulación de

fpenas»-^ conformi^d con el numeral 5 del artículo 491 de Código Procesal Penal,
debe primar la objetividad de la decisión judicial y su posterior precisión en lo que

respecta al cómputo de la pena de ser el caso.

Grupo N° 5:

Grupo número cinco conformado por nueve jueces.

an tenido como posición por unanimidad optar en cuanto al tema el cómputo de la

privativa de libertad efectiva ante la existencia de dos o más sentencias penales

urridas o aún no inscritas en el registro de condenas o por incertidumbre de la

formación, consideramos que al existir siempre una incertidumbre en la

información contenida en los registros en virtud que dentro del procesamiento de

esta información siempre existen observaciones de los registros o tal vez porque no

se ha actualizado dicha información y para evitar coirfusiones posteriores respecto al

cómputo de la pena se deba optar porque el juez de ejecución de sentencia sea el que

precise dicha información, por ello estamos de acuerdo con la ponencia número dos.

GRUPO N° 6:

Conformado por seis magistrados.

este tema la posición ha sido unánime por la ponencia número uno respecto a

e de acuerdo al cumplimiento de la Tutela Jurisdiccional Efectiva de la debida

tivación de las resoluciones, la Sala Penal que condena a un ciudadano si debe

realizar el inicio del cóínptrt3''He la pena efectiva impuesta por una ̂ ^ntencia
condenatoria corj^Támformación vigenté en el proceso sobre la pena ?rior que
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registre antecedMtes penales a la fecha de la expedición de la sentencia, fundamento
de ello es como sigue; por mandato legal deforma conjunta con la determinación de la pena,

es obligación del juez la determinación de su cómputo y su registro de pluralidad de
sepfencias, todo de amicación si fuera el caso del concurso real retrospectivo del cómputo de

^sucesivas, el\iiandato de establecimiento de penas no debe dictarse por dicha
facultad del sentenciWor de forma excepcional la delegación solo sería posible
respecto del termino de la pena, porque siempre se cuenta con el deferente del inicio
de la pena y de notarse el uso de la debida diligencia judicial, no hay razones para
acceder a la información de fecha cierta sobre el cumplimiento de condenas o

imponer cuando menos el inicio del cómputo de la condena. Debe quedar claro que
la información debe ser cierta y responder a la debida diligencia judicial.

PO N° 7:

que es el cómputo de la pena privativa de libertad efectiva ante la existencia de
os o más sentencias penales recurridas aun no inscritas en el registro de condenas o

por incertidumbre de la información. Por mayoría el Grupo número siete acoge la
segunda ponencia en cuanto a que La Sala Penal que condena a un ciudadano
respecto a la condena impuesta y respecto a la información cierta puede realizar la
misma como tal, asimismo en cuando al registro de información del Registro de

Condenas y el INPE o institución pública, también debe realizarse la misma respecto

a la condena por parte de la Sala. Dicha postura se da por unanimidad a efectos de
no perjudicar a los magistrados de ejecución de sentencia y de conformidad con el
Código de 1940.

Grupo N° 8:

Conformado por ocho magistrados.

EJb los cuales siete se han adherido a la segunda ponencia y solamente un internante

a la primera ponencia, respeetó'a'e^ línea por mayoría han señalado a la^^nda
ponencia en el senjidúde que El órg^rtó jurisdiccional sentenciadíV si debe fijar el
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íémputo dAla pena a partir de la información cierta; sin embargo, en caso de
incertidumbr® puede delegarse o fijar el computo de la pena al Juzgado de Ejecución
y a tener de li dispuesto en el artículo 490 del Código Procesal Penal, que establece
que el computo puede ser reformable ante errores o nuevas circunstancias, asimismo
c^e tener presente el principio de seguridad jurídica y generar certeza al momento

si computo de la pena, asimismo para efectos de garantizar el mecanismo de
defensa contra la arbitrariedad, precisándose que si el acusado esta presente al
momento al momento de dictarse la sentencia, se debe fijar el inicio y fin de la pena y

si el acusado no se encuentra presente al momento de la sentencia debe fijarse una
vez que sea capturado; asimismo, el juez sentenciador debe procurar contar con los
certificados de antecedentes penales, judiciales, hoja penológica con anterioridad a la
emJsí^ de la sentencia y solo excepcionalmente puede delegarse el computo de la
pena./Asimismo, existe un voto que se adhiere a la primera ponencia en base al
priricipio de garantía de ejecución regulado en el artículo séptimo del titulo
pr^iminar del Código Penal, y al derecho a las decisiones de la ejecución de
s/ntencia prevista en el artículo 139 numeral dos de la constitución que establece; las
sentencias deben ejecutarse en sus propios términos.

Grupo N° 9:

Por unanimidad se adoptó como conclusión que el tema estaba mal planteado, el
problema número tres estaba mal planteado, ya que se habla de la existencia de dos o
más sentencias penales recurridas o no inscritas y que existe una incertidumbre si es
que cabe realizar el computo o no, entonces la mesa de trabajo número nueve
considera que este la sentencia recurrida existe una obviedad de que no va a ver

inscripción todavía de la sentencia, y el cómputo de la pena es un mandato
imperativo que tiene todo juez de realizar al momento que dicta la sentencia,
ánt^ces un cosa es el computo de la pena y otra cosa distinta y que necesariamente
posterior es el tema de la inscripción de la sentencia, entonces la mesa de trabajo

cohsidera que existen tantas circunstancias, tantos supuestos de hecho que no
encájan para establecer m^ta'Tegla general en este supuesto problemático que se ha
puesto, toda vez sMín juez que tierj&^e dictar una sentencia y tiepdl al reo ahí
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que imponer necesariamente un cómputo, pero si no tiene claro desde
^alizar el computo pues se entiende que ya habra establecido cual es la
a en ese proceso vigente o en un proceso anterior y que haya sido

siempre un imputado informa si ha sido condenado o no y
.e razones está en el penal, y a partir de ahí con esa información procederá a

.ar el computo de la pena, pero en todo caso si no está claro desde cuándo se va a
_ alizar el computo como dijo la expositora la Dra. Salas, existe ya una sentencia de la
'íorte Suprema que es vinculante respecto a cómo debe precederse cuando hay
distintas condenas para realizar una sumatoria de las mismas, porque evidentemente
si estamos hablando de varias condenas es que hay concurso real de delitos, la mesa
de trabajo número nueve ha arribado a esa conclusión por unanimidad.

Grupo N°10

Conformado por diez magistrados.

Respecto al cómputo de la pena privativa de libertad efectiva ante la existencia de
|0 más sentencias recurridas o aun no inscritas en el registro de condenas o por
¡rtidumbre de la información ha existido cinco votos a favor de la primera
lencia y cinco votos a favor de la segunda ponencia cada una de las intervenciones
l^s magistrados ha quedado registrado en la grabación correspondiente.
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TEMA N° 04

PROCEDENCIA O IMPROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACIÓN POR
PARTE DEL^INISTERIO PÚBLICO CONTRA EL AUTO QUE DENIEGA LA
/l^^ACIÓN i\e proceso INMEDIATO.

Formulación del Problema

Ponencias

/  Primera Ponencia

^ > No es procedente conceder recurso de apelación planteado por el representante del
Ministerio Público contra la resolución que deniega o declara improcedente la
incoación de proceso inmediato, por ende, no resulta factible que el Superior
Jerárquico emita pronunciamiento.

Segunda Ponencia

"Es^rocedente conceder recurso de apelación interpuesto por el representante del
Mimsterio Público y seguir su trámite conforme a las normas jurídicas de un recurso
debelación y se deberá emitir pronunciamiento sobre el mismo.

¿Ante la denegación de la incoación del Proceso Inmediato podría el representante de.
Ministerio Público interponer recurso impugnatorio a pesar de lo establecido en el inciso
6) déíTrtículo 447° del Código Procesal Penal, que establece "Frente al auto que rechaza k
incoación del proceso inmediato, el Fiscal dicta la Disposición que corresponda o la formalizaciór
de la Investigación Preparatoria?
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VOTACIÓI

Producida la Votación por los señores Jueces Superiores Titulares y Provisionales de
las posiciones arribadas, el cómputo es como sigue:

Dr. Gabino Espinoza Ortiz, señor Juez Superior Titular Jefe del ODECMA.
Dr. Andrés Cáceres Ortega, señor Juez Superior Titular de la 2° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. Dante Tony Terrel Crispin, señor Juez Superior Titular de la 1° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. Víctor Julio Valladolid Zeta, señor Juez Superior Titular de la 2° Sala Penal
Transitoria.

Dr. Agustín Reymundo Jorge, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
daciones.

/. William Quiroz Salazar, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
í.pelaciones.

^Dr. Alfredo Salinas Mendoza, señor Juez Superior Titular de la 6° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. Luis Reynoso Edén, señor Juez Superior Titular de la 5° Sala Penal de
Apelaciones.

Dr. José Milton Gutiérrez Villalta, Juez Superior Provisional de la 4° Sala de
Apelaciones.

Dr. Rurik Jurki Medina Tapia, Juez Superior Provisional de la 2° Sala de
Apelaciones.

Dr. Carlos Alberto Coral Ferreyro, Juez Superior Provisional de la 1° Sala Penal
de Apelaciones.
Dra. María Elena Jo Laos, señora Juez Superior Provisional de la 4° Sala Penal de
Apelaciones.
Dra. Elizabeth Huaricancha Natividad, señora Juez Superior Provisional de la 3°
5ala Penal de Apelaciones.
)r!) Enrique Pardo del Valle, señor Juez Superior Provisional de la 3° Sala Penal

I d&Apelaciones.
)ra. Ana Revilla Palacios, señora Juez Superior Provisional de la 3° Sala Penal de
relaciones.

t). Ronald Cueva Solis, señor Juez Superior Provisional de la 5°^Sala Pénal de
Apelaciones.
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.  Dr. Charl^ Talayera Elguera, señor Juez Superior Provisional de la 5° Sala Penal
de Apelaciones.

Dr. Oscar CYisóstomo Salvatierra, señor Juez Superior Provisional de la 1° Sala
Penal de Apemciones.

Por la primera posición Total de 03 votos.

b.- Por la segunda posición

c.- Abstenciones

* Doctor Gabino Espinoza Ortiz actualmente se encuentra como Jefe del ODECMA
r la cual se abstiene de votar.

CLUSION PLENARIO:

Total de 15 votos.

Total de 18 votos.

Pleno adoptó por mayoría la segunda ponencia.

FUNDAMENTOS DE ACUERDO DE LAS ACTAS

De las diez (10) mesas de trabajo, se instalaron todas, en conclusión fueron diez los
grupos de trabajo que se instalaron.

po N° 1:

pr unanimidad se votó por la ponencia número dos "QUE ES PROCEDENTE CONCEDER
ECURSO DE APELACIÓN AL MINISTERIO PÚBLICO POR PLURALIDAD DE INSTANCIAS"

rpalizó con la presencia de ocho magistrados.
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¡rantes hemos participado seis personas.

\Q adopta por unanimidad respecto a la segunda ponencia ES
lENTE CONCEDER EL RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTA POR EL REPRESENTANTE

DEL Ministerio Público y seguir su trámite conforme a las normas jurídicas del

PROCESO DE APELACIÓN Y SE DEBERÁ EMITIR PRONUNCIAMIENTO SOBRE EL MISMO,

agregando a ello señalamos el grupo por unanimidad que incluso de parte de los
ponentes tiene que haber la posibilidad que recurran, por el principio de pluralidad
de instancia, habilidad que existe en una decisión que pudiera haber en primera
instancia es inviable interpreta de manera irrestricta dicho articulado por mas que no
se mencione de manera expresa que pueda apelar, como se ha mencionado en las
:^siciones se entiende que ese impedimento tiene que ser expreso que señale que

es inimpugnable, en ese sentido la mesa de trabajo número dos adopta por mayoría
la porción de la segunda ponencia respecto al tema número cuatro.

rupo N°3:

Conformado por siete integrantes.

' Seis magistrados hemos votado por la segunda ponencia y un integrante ha votado
por la primera ponencia, por mayoría estamos de acuerdo por la segunda ponencia
que señala ES PROCEDENTE CONCEDER RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO POR EL
REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO Y SEGUIR SU TRÁMITE CONFORME A LAS NORMAS

JURÍDICAS DE UN RECURSO DE APELACIÓN Y SE DEBERÁ EMITIR PRONUNCIAMIENTO SOBRE EL

MISMO. Nos adherimos a esta ponencia porque en un proceso penal no existen partes
ilegiadas, y las partes intervienen bajo el principio de igualdad de armas, la

f^ultad de recurrir prevista en el artículo 404 del Código Procesal Penal, la tienen las
rtes en un proceso penal y tiene fundamento constitucional en el artículo ciento

tfeVita y nueve inciso sexto de nuestra constitución política que consagra el derecho a
uralidad de instancia
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Conformadovpor ocho magistrados.

Grupo N°

ecta al segundo tema los ocho magistrados integrantes, seis de ellos

ayoría el criterio obtenido en la segunda ponencia en atención al

derecho fundamental de la pluralidad de instancias señalada en la normatiyidad

contenida en el numeral cinco del artículo 447 del Código Procesal Penal que habilita

la apelación del auto de improcedencia de proceso inmediato sin ninguna

discriminación. En minoría se ha adoptado el criterio contenido en la primera

ponencia, solamente dos magistrados teniendo como base el aspecto constitucional

por cuanto los derechos fundamentales en principio no son absolutos y aun

ndo el derecho a la pluralidad de instancia en este caso que se nos esta

lando, existe la delimitación de requisitos previos y esta restricción que esta

cisado en el número siete del artículo 447 del Código Procesal Penal, como quiera

Ministerio Público ante un rechazo de Procedencia de Incoación de Proceso

Inmediato, tiene aun la posibilidad de emitir la resolución respectiva como

formalizar la investigación preparatoria, considerando también no existiría ningún

agravio ante dicho escenario tanto más que se va a encausar la causa a un proceso

común que presten mayor garantías a los derechos de las partes.

Grupo N° 5:

Conformado por nueve jueces.

unanimidad hemos optado por la segunda ponencia respecto a la procedencia

1 recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Público, en aras de garantizar

1 derecho que tiene a la pluralidad de instancias, y sobre todo porque se ha

determinado que estos tipos de procesos no existe partes privilegiadas, entonces

optar por una medida distinta seria vulnerar el derecho de igualdad de las partes.
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GRUPO N\6:

ConíormadoVor seis magistrados.

Se ha adoptado^osición en mayoría, respecto a la posición número 2, respecto a que
ggcedente el recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Público, y seguir

su trámite conforme a la norma jurídica de recurso de apelación, se deberá emitir
pronunciamiento sobre el mismo, con cinco votos a favor de esta ponencia. Los
fundamentos son los siguientes: Desde el ámbito del control constitucional de la
decisión de las resoluciones se efectiviza con el derecho a la doble instancia que tiene

amparo constitucional en el articulo 139 inciso sexto de la constitución, desde este
punto de vista no existe ámbito del ordenamiento jurídico para optar por otro
distinto, desde el ámbito de la taxatividad del articulo 447 inciso 5 del Código
Procesal Penal, señala que el apelable la resolución que resuelve el proceso inmediato
con efecto devolutivo y no hace ninguna precisión respecto a la falta de capacidad

irecurrir a los sujetos procesales, por lo que desde la taxatividad no existe
bición para recurrir dicha resolución por parte del fiscal, caso contrario se

'iera aplicado la técnica legislativa que estuviera descrita y que están vinculadas
el articulo 352 inciso sexto y séptimo, 353, 373 y 375 del Código Procesal Penal por

Ijemplo, el aspecto sistemático del articulo 447 numeral sexto, debe ser concordado
con el articulo 404 inciso segundo del Código Procesal Penal, que regula el ámbito
general de los recurso y que señala si la ley no distingue entre los diversos sujetos

" procesales, por lo tanto el derecho le corresponde a cualquiera de ellos. Por consiguiente no
existe óbice para que el Ministerio Público pueda interponer recurso impugnatorio
contra esa resolución a ello debe agregarse el articulo 447 numeral sexto, establece la
posibilidad de actuación de impugnar como parte de las decisiones que pueda
adoptar en el ámbito de la persecución lo que no está referido al ámbito de la no
impugnación; por lo tanto, corresponde remitirse a las normas recursables del
artículo 444 inciso segundo del Código Procesal Penal, que le reconoce igualdad
pro^'sal en el ámbito del derecho de recurrir en el plazo que la ley no haga

/jpción. Finalmente, desde el ámbito de afectación de derechos la resolución que
áWiega el requerimiento de incoación de proceso inmediato genera grave la
im^gnación que genera en el delito del Ministerio Público, por tanto es clapo, una
r^olución recurrible, la ppskhSTéñlñmbria la ponencia número uno eí/vofo que se
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emitió al respect

que lo establece

) es como sigue: El Código Procesal Penal, tiene pronunciamientos
"on claridad no se puede dar al Ministerio Pública la facultad de

impugnar el acto de rechazo de incoación de proceso inmediato que el código
prevea, dado a qie con ello se afectaría la estructura que el legislador ha dado para
y^ll(Í5^^empre del^ tener en cuenta que el Protocolo Institucional que regula el
proceso inmediato si bien fue aprobado por Decreto Supremo, niega la posibilidad de
que el Ministerio Público interponga recurso impugnatorio contra esta resolución.

GRUPO N° 7:

De la Improcedencia o Procedente del recurso de apelación por parte del Ministerio
Púhiino del auto que deniega la Incoación del Proceso Inmediato. Por mayoría se ha

L por la segunda ponencia que es Procedente conceder recurso de apelación
■pretó por el representante del Ministerio Publico cuando S6 le deniega la

In/oación de Proceso Inmediato, esto es cuando se declara improcedente; la posición
minoría de tres integrantes del grupo han optado por la primera ponencia estando

a que de conformidad con el inciso 6) del articulo 447 del Codigo Procesal Penal, el
representante del Ministerio Público solo tiene dos opciones cuando se le deniega el
proceso inmediato: i) pueda formular la investigación correspondiente o ii) dictar la
disposición que corresponda, dicha posición fue en minoría pero por mayoría se optó
por la segunda ponencia.

Grupo N° 8:

Conformado por ocho magistrados.

De la misma forma siete integrantes señalaron por la segunda ponencia y solamente
integrante respecto a la segunda ponencia. En cuanto a la segunda ponencia por

:¿yoría se señalo que Si ES PROCEDENTE CONCEDER EL RECURSO DE APELACIÓN
[TERPUESTO POR EL REPRESENTANTE DEL MINISTERIO PÚBLICO Y SEGUIR SU TRÁMITE
[NFORME A LAS NORMAS JURÍDICAS DE UN RECURSO DE APELACIÓN Y SE DEBERÁ EMÍtIr
DNUNCIAMIENTO SOBRE EL^-MlSMOT-siqndo el fundamento que si es/ ñte



BIBl
HEl

PODERJUDICIAL CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE LIMA NORTE
Del perú pleno JURISDICCIONAL DISTRITAL EN MATERIA PENAL

Y PROCESAL PENAL

AÑO JUDICIAL 2022

conceder ̂ recurso de apelación interpuesto por la fiscalía respecto a la resolución
que declara\mprocedente la incoación de proceso inmediato en base a los principios
constitucioniles del derecho al acceso a los recursos impugnatorios a la pluralidad de
Vncia reilado en el artículo 139 numeral seis de la Constitución Política del

Perupque im^rtan también el debido proceso; asimismo, en base al principio de
concordancia práctica, que exige determinar el contenido esencial de un derecho en
coordinación con otros principios o exigencias constitucionales relevantes en esa
línea en base también al artículo primero numeral cuatro del Título Preliminar del
Código Procesal Penal, que establece que las resoluciones son recurribles en los casos
y modos previstos en la ley, asimismo bajo el artículo primero numeral tres del Titulo
Preliminar del Código Procesal Penal, que regula la igualdad procesal en
concordancia con el artículo 404 numeral dos del Código Procesal Penal, que

_ jce: que si la ley no distingue entre los sujetos procesales con derecho a impugnar
les el derecho le corresponde a cualquiera de ellos, en esa línea y precisamente el
julo 447 numeral cinco segundo párrafo del Código Procesal Penal, señala: el auto

Je resuelve el requerimiento de proceso inmediato es apelable, en ese sentido no hace
mención al sujeto facultado para impugnar; por lo que, válidamente el representante
del Ministerio Público se encuentra facultado para apelar.

Respecto al voto en minoría señala que se adhiere a la primera ponencia en base a
que la regla general es el proceso común y la excepcionalidad es el proceso
inmediato, asimismo el numeral siete del artículo 447 del Código Procesal Penal es
claro al precisar la consecuencia jurídica del rechazo de la incoación del proceso
inmediato. ■

Grupo N° 9:

,a mesa de trabajo por mayoría adopta la ponencia de SI ES PROCEDENTE CONCEDER EL
CURSO DE APELACIÓN ANTE LA DENEGATORIA DE LA INCOACIÓN DEL PROCESO
EDIATO POR PARTE DEL MINISTERIO PÚBLICO, se recurre al argumento de que inciso
lito del artículo 447 no hace distingos de la cual es válido esa opinión, y entonces
mayoría se consideratlé^e sPes procedente conceder el recixso j/^e no

concederlo impJkáríTuna vulnerafiófíal principio de la tutela pxáiciaXáe/kÁnstancia
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plural. EnXesta mesa de trabajo el voto particular de quien habla (Dr. Victor
Valladolid Zfeta) es por mantener de que la posición como único voto me mantengo

en la posiciónxie que no es procedente conceder recuso de apelación, básicamente

pollos fundamentos que ya aparecen en la resolución que de manera inmerecida lo

uesto para el tema del debate, sino que básicamente a través de nuestros

studios de interpretación hemos aprendido que existen diversos métodos de

interpretación de la ley en general, y en este caso en el artículo 447 existen dos

supuestos claramente diferenciados, el inciso quinto efectivamente dice que la

resolución es apelable con efecto devolutivo y la mayoría señala que no hace

distinguís, pero hay que recurrir a ese famoso método de interpretación sistemático o

método que tiene que realizar la ubicación de las normas y el inciso siete de ese

mismo artículo 447, habla de un supuesto distinto dice: frente al auto que rechaza la

incoación del proceso inmediato a quien le van a rechazar la incoación del proceso

imnornato no es que a otra persona que el Ministerio Público a él es el único que se le

rechazar la incoación de proceso inmediato y el legislador que le dice : cuando

'echacen la incoación de proceso inmediato el fiscal puede dictar la disposición

Respondiente o la formalización de la investigación preparatoria, o sea puede archivar o

^uede ampliar las diligencias preliminares, y en el inciso quinto cuando dice que la

resolución es apelable se entiende no es necesario que lo exprese necesariamente el

legislador que al Ministerio Público le han aceptado la incoación de proceso

inmediato, porque él es el único que puede requerir el proceso inmediato, entonces

quien es el único que puede apelar es el imputado, en todo caso si existiera una duda

interpretativa esa duda interpretativa debe hacerse a favor del imputado, no porque

lo diga yo si no por imperativo constitucional.

Grupo N° 10

Conformado por diez magistrados:

E ES LA PROCEDENCIA O IMPROCEDENCIA DEL RECURSO DE APELACIÓN POR PARTE DEL

INISTERIO PÚBLICO CONTRA EL AUTO QUE DENIEGA LA INICIACIÓN DEL PROCESO

lEDlATO, en el debate el grupo ha tomado una posición mayoritaria por la segunda

ncia esto es que resulta procedmieconceder el recurso de apelación interpuesí

resentante del Miyistmo Público y seguir su trámite conforme a las normas juú
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un recurso de apelación y se deberá emitir pronunciamiento sobre el mismo. Existió un solo

voto respecto a la primera ponencia.

Firmando la presente acta el Presidente de la Comisión Distrital de Plenos, así como

los miembros de la Comisión y el Secretario Técnico de la Comisión.

Presidente de la Caimsion de Actos Preparatorios

ez Superior

Jpsé Gutierr^ Villalta

Juez Superior

Juan Carlos Santisteban Suclupe

Juez Especializado

ez Duuerior

Encarnación

Juez Especializado

Carlos Cruz Baltazar

Secretario Técnico

Plenos Jurisdiccionales

















Pleno. Sentencia 7/2023

EXP. N.° 00985-2022-PHC/TC  

LIMA 

JUAN CARLOS BACA SOTOMAYOR 

RAZÓN DE RELATORÍA 

En la sesión del Pleno del Tribunal Constitucional, de fecha 22 de 

noviembre de 2022, los magistrados Morales Saravia, Pacheco Zerga, 

Gutiérrez Ticse, Domínguez Haro (con fundamento de voto) y Ochoa 

Cardich han emitido la sentencia que resuelve: 

1. Declarar FUNDADA la demanda de habeas corpus; en consecuencia,

NULA la ejecutoria suprema de fecha 26 de julio de 2021 (Recurso de

Nulidad 237-2021-LIMA), mediante la que se declara no haber

nulidad en la sentencia condenatoria de fecha 19 de enero de 2021, y

declara infundada la excepción de prescripción (Expediente 673-2012-

0-1826-JR-PE-02), en el extremo referido a don Juan Carlos Baca

Sotomayor.

2. DISPONE que el favorecido sea puesto en libertad, al haber prescrito

el plazo para que el Estado ejerza su poder punitivo, conforme a lo

expuesto en la presente sentencia.

Asimismo, el magistrado Monteagudo Valdez, en fecha posterior, 

comunicó que su voto era a favor de la sentencia. 

La Secretaría del Pleno deja constancia de que la presente razón encabeza 

la sentencia y el voto antes referido, y que los magistrados intervinientes 

en el Pleno firman digitalmente al pie de esta razón en señal de 

conformidad. 

Flavio Reátegui Apaza 

   Secretario Relator 

SS. 

MORALES SARAVIA 

PACHECO ZERGA 

GUTIÉRREZ TICSE 

DOMÍNGUEZ HARO  

MONTEAGUDO VALDEZ 

OCHOA CARDICH 



EXP. N.° 00985-2022-PHC/TC  

LIMA 

JUAN CARLOS BACA SOTOMAYOR 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 22 días del mes de noviembre de 2022, el Pleno del Tribunal 

Constitucional, integrado por los magistrados Morales Saravia, Pacheco Zerga, 

Gutiérrez Ticse, Domínguez Haro, Monteagudo Valdez y Ochoa Cardich, pronuncia la 

siguiente sentencia, con el fundamento de voto del magistrado Domínguez Haro, que se 

agrega. Sin la participación del magistrado Ferrero Costa. 

ASUNTO 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Gerardo Eto Cruz, en 

representación de don Juan Carlos Baca Sotomayor, contra la resolución de fojas 408, 

de fecha 30 de diciembre de 2021, expedida por la Tercera Sala Constitucional de la 

Corte Superior de Justicia de Lima, que declaró improcedente la demanda de habeas 

corpus de autos.  

ANTECEDENTES 

Con fecha 17 de setiembre de 2021, don Juan Carlos Baca Sotomayor interpone 

demanda de habeas corpus y la dirige contra los jueces integrantes de la Sala Penal 

Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la República, señores San Martín Castro, 

Sequeiros Vargas, Coaguila Chávez, Torre Muñoz y Carbajal Chávez (f. 1). Denuncia la 

vulneración de sus derechos a la tutela procesal efectiva, al debido proceso, al plazo 

razonable, a la debida motivación de las resoluciones judiciales, a la imparcialidad 

judicial, así como del principio de seguridad jurídica.  

Don Juan Carlos Baca Sotomayor solicita que se declare la nulidad de la 

ejecutoria suprema de fecha 26 de julio de 2021 (f. 14) (Recurso de Nulidad 237-2021-

LIMA), mediante la que se declara no haber nulidad en la sentencia condenatoria de 

fecha 19 de enero de 2021 (f. 138), que le impuso seis años de pena privativa de libertad 

por el delito de defraudación tributaria, y declaró infundada la excepción de 

prescripción (Expediente 673-2012); y que, en consecuencia, se ordene el archivo 

definitivo de la causa, al haberse producido la prescripción extraordinaria de la acción 

penal del delito imputado.  

Refiere que en el proceso penal seguido en su contra por el delito de 

defraudación tributaria fue condenado a seis años de pena privativa de libertad por el 

delito de defraudación tributaria. Señala que se le imputaron hechos calificados como 

delito tributario agravado, que se circunscriben al ejercicio fiscal del año 2000, hechos 

que culminaron el 30 de diciembre de 2000. Sostiene que el inicio de cómputo del plazo 

de prescripción inició el 31 de diciembre de 2000, hecho que ha sido establecido 

durante el proceso, de modo uniforme y sin controversia, tanto por la Sala Superior, la 
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Fiscalía Suprema y la Corte Suprema de Justicia de la República. Expresa que el 

artículo 1, concordante con el artículo 4, inciso a) del Decreto Legislativo 813, de la 

Ley Penal Tributaria, establece para el delito de defraudación tributaria una pena entre 

ocho y doce años, razón por la que, conforme a lo establecido en los artículos 80 y 83 

del Código Penal, se debe considerar que el plazo de prescripción extraordinaria 

máximo es de dieciocho años. Afirma que la causa prescribió en diciembre de 2018, sin 

embargo, la tramitación incidental de una cuestión prejudicial produjo una suspensión 

de dicho plazo prescriptorio por el periodo de dos años, un mes y veintitrés días, que no 

ha sido materia de controversia durante el proceso penal, por lo que, con dicho añadido, 

el plazo de prescripción se amplió hasta el 22 de febrero de 2021, fecha que fue 

establecida por la Fiscalía Superior y la Procuraduría de la Sunat.  

Por otro lado, asevera que la Fiscalía Suprema, en su Dictamen 086-2021, de 

fecha 26 de marzo de 2021 (f. 235), introducido en el trámite del recurso de nulidad, 

manifestó que el plazo de prescripción es mayor, dado que los plazos procesales fueron 

suspendidos con motivo del Estado de Emergencia Nacional, razón por la que concluyó 

que debía añadirse cinco meses al plazo prescriptorio máximo, desvinculándose del 

plazo establecido dentro del plazo para fijar uno nuevo, que culmina el 22 de julio de 

2021, plazo desfavorable para el demandante.  

Finalmente expresa que la primera excepción de prescripción extraordinaria 

deducida ante la Corte Suprema de Justicia de la República (f. 40) incurrió en una 

motivación omisiva, dado que no analizó el argumento planteado por su defensa 

referido a que sí hubo actividad procesal durante el mes de febrero de 2021, por lo que 

no correspondía adicionar dicho mes. Es así que la ejecutoria suprema cuestionada 

expone que ha sido expedida el mismo día que ingresaron su segundo pedido de 

prescripción extraordinaria, esto es, el 26 de julio de 2021; sin embargo, ha sido 

notificada recién el 30 de julio de 2021, es decir con posterioridad al vencimiento del 

plazo de prescripción.     

El procurador público a cargo de los asuntos judiciales del Poder Judicial, se 

apersona al proceso y contesta la demanda de habeas corpus (f. 301). Solicita que esta 

sea declarada improcedente, en atención a que los emplazados no han afectado los 

derechos invocados por el demandante, en la medida en que han absuelto los agravios 

planteados en el recurso de nulidad que se objeta, decisión que se encuentra justificada 

en forma razonable y proporcionada. Por otro lado, aduce que la privación de la libertad 

del demandante es por virtud de una reserva judicial; esto es, por un mandato escrito 

debidamente motivado, por lo que se advierte que no existen razones de peso que 

derroten la construcción argumentativa contenida en la resolución cuestionada. 

Finalmente, expresa que no es competencia de la judicatura constitucional establecer la 

responsabilidad penal, tampoco la valoración probatoria, pues esta es labor exclusiva de 

la judicatura ordinaria.  
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El Sexto Juzgado Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lima, 

mediante Resolución 3, de fecha 30 de setiembre de 2021 (f. 314), declara improcedente 

la demanda, por considerar que, si bien del demandante denuncia la afectación de una 

serie de derechos constitucionales, en puridad pretende cuestionar el criterio 

jurisdiccional contenido en la decisión judicial materia de cuestionamiento. Por otro 

lado, expresa que el proceso penal que subyace a la decisión judicial cuestionada se 

mantuvo suspendido al declararse fundada la cuestión prejudicial, por existir  un 

proceso en la vía contenciosa administrativa, desde el 5 de agosto de 2014, fecha en que 

se declaró fundada la cuestión prejudicial, al 28 de setiembre de 2016, fecha en que 

concluyó el proceso extrapenal, razón por la que a la fecha en que se expidió la 

sentencia en primera instancia, la acción penal se encontraba vigente.  

La Tercera Sala Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lima, con 

fecha 21 de octubre de 2021, declara la nulidad de la sentencia apelada (f. 349), 

considerando que se ha pronunciado por aspectos no planteados en la demanda.  

El Sexto Juzgado Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lima, 

mediante Resolución 6, de fecha 22 de noviembre de 2021 (f. 357), emite sentencia y 

declara fundada la demanda, por estimar que, del detalle del cuadro desarrollado, con 

motivo de la pandemia se suspendieron 151 días, que deben ser sumados a la fecha de 

prescripción. Asimismo, aduce que respecto de si hubo actividad en el mes de febrero 

de 2021, se aprecia que el demandante ha presentado documentación, sin embargo tal 

actividad es de mero trámite, por lo que debe contabilizarse dentro del plazo de 

suspensión de los plazos procesales. Con ello se determina que la fecha límite para que 

la causa prescriba es el 22 de julio de 2021, razón por la que, considerando la fecha de 

expedición de la resolución final, esto es, el 26 de julio de 2021, notificada el 30 de 

julio de 2021, se concluye que la decisión fue emitida cuando la causa había prescrito.  

La Tercera Sala Constitucional de la Corte Superior de Justicia de Lima, revoca 

la sentencia apelada y, reformándola, declara improcedente la demanda, por considerar 

que la ejecutoria suprema cuestionada se encuentra debidamente motivada en forma 

razonada y suficiente respecto de por qué la prescripción de la acción penal debía ser 

desestimada, al no haber operado. Además, expresa que fluye a su vez de dicha 

resolución que la fecha en que aparece expedida la referida ejecutoria suprema y la 

fecha de su notificación no es la que determina la fecha en que la referida Sala adoptó la 

decisión de desestimación del pedido de prescripción, que formaba parte del recurso de 

nulidad del hoy demandante. Así, queda precisado que tales facultades procesales 

pertenecen a la justicia ordinaria, y no a la justicia constitucional, por lo que, en todo 

caso, corresponde a esta última verificar que el ejercido de tal potestad la haya cumplido 

con respeto de las garantías del debido proceso.  
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FUNDAMENTOS  

Delimitación del petitorio 

1. El objeto de la demanda es que se declare la nulidad de la ejecutoria suprema de

fecha 26 de julio de 2021 (f. 14) (Recurso de Nulidad 237-2021-LIMA), mediante

la que se declara no haber nulidad en la sentencia condenatoria de fecha 19 de

enero de 2021 (f. 138), que le impuso a don Juan Carlos Baca Sotomayor seis

años de pena privativa de libertad por el delito de defraudación tributaria, y

declaró infundada la excepción de prescripción (Expediente 673-2012-0-1826-JR-

PE-02); y que, en consecuencia, se ordene el archivo definitivo de la causa, al

haberse producido la prescripción extraordinaria de la acción penal del delito

imputado.

2. Es así que, al haberse judicializado el pedido de prescripción de la acción penal,

este Tribunal advierte que es objeto de control constitucional la resolución judicial

que desestimó el pedido de prescripción de la acción penal deducida, razón por la

que el presente pronunciamiento se centrará en lo resuelto en la referida

resolución, respecto de ese extremo.

Cuestión previa 

3. En el presente caso, si bien el demandante cuestiona la vulneración de una serie

de derechos constitucionales, en puridad se advierte que en realidad pretende la

nulidad de la ejecutoria suprema cuestionada, al considerar que no se encuentra

debidamente motivada respecto del planteamiento de la prescripción de la acción

penal, razón por la que este Colegiado analizará la presunta afectación del derecho

a la debida motivación de las resoluciones judiciales y del derecho al plazo

razonable.

Análisis del caso  

Sobre la prescripción de la acción penal 

4. El artículo 139, inciso 13 de la Constitución, establece que la prescripción

produce los efectos de cosa juzgada. Bajo este marco constitucional, el Código

Penal, en sus artículos 80 al 83, reconoce la prescripción como uno de los

supuestos de extinción de la acción penal. Es decir, mediante la prescripción se

limita la potestad punitiva del Estado y se extingue la posibilidad de investigar un

hecho criminal y, con él, la responsabilidad del supuesto autor o autores de este.
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5. Este Tribunal, en la sentencia emitida en el Expediente 02677-2014-PHC/TC, ha

precisado que la prescripción, desde un punto de vista general, es la institución

jurídica mediante la cual, por el transcurso del tiempo, la persona adquiere

derechos o se libera de obligaciones. Y, desde la óptica penal, es una causa de

extinción de la responsabilidad criminal fundada en la acción del tiempo sobre los

acontecimientos humanos o en la renuncia del Estado al ius puniendi, bajo el

supuesto de que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción,

existiendo apenas memoria social de ella. Dicho de otro modo, en una Norma

Fundamental inspirada en el principio pro homine, la ley penal material otorga a

la acción penal una función preventiva y resocializadora en la cual el Estado

autolimita su potestad punitiva, orientación que se funda en la necesidad de que,

pasado cierto tiempo, se elimine toda incertidumbre jurídica y se abandone el

castigo de quien se presume lleva mucho tiempo viviendo honradamente,

consagrando de esta manera el principio de seguridad jurídica.

En el caso de autos 

6. Se advierte que el demandante ha sido investigado y sentenciado por el delito de

defraudación tributaria, y se le ha impuesto seis años de pena privativa de libertad

por el delito de defraudación tributaria, por la obtención indebida de crédito fiscal

por concepto de impuesto a la renta de tercera categoría correspondiente al

ejercicio 2000 e impuesto general a las ventas correspondiente a los periodos

octubre, noviembre y diciembre de 2000.

7. Revisados los autos, se verifica lo siguiente:

a) A fojas 138 de autos, se aprecia la resolución de fecha 19 de enero de 2021

(Expediente 673-2012), mediante la que se emite sentencia y determina,

entre otros, como imputación, el siguiente hecho:

1.2.1 La empresa Courier San Martín de Porres S.A. es una persona jurídica 

dedicada a la actividad económica de prestar servicio de correo, iniciando sus 

actividades el veinticinco de agosto de mil novecientos noventa y cuatro, y 

durante el proceso de fiscalización a cargo de la Superintendencia Nacional de 

Administración Tributaria, su razón social era Time Courier SAC. 

1.2.2 Esta fiscalización fue iniciada por la recepción de una denuncia que 

señalaba, que los representantes de la empresa Courier San Martín de Porres 

S.A. habían utilizado los comprobantes de pago (recibos por honorarios) que 

correspondían a sus trabajadores con la finalidad de incrementar los gastos de 

la empresa, consignando cifras elevadas por el pago de honorarios, cuando en 

realidad los trabajadores recibieron como sueldo mensual entre cuatrocientos 

diez a cuatrocientos cincuenta soles; trabajadores que al término de la relación 

solicitaron a la contribuyente sus recibos por honorarios que estaban en su 

poder. 

1.2.3 Los resultados de los requerimientos del proceso de fiscalización 
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establecieron que la empresa Courier San Martín de Porres SA no exhibió ni 

presentó la documentación e información que se le solicitó, además que 

tampoco facilitó la labor de la auditoría, y que se limitó a proporcionar 

información incompleta. Dicha empresa, el veintiocho de abril de dos mil 

cuatro solicitó un plazo adicional para exhibir la documentación solicitada, 

refiriendo que se trataban de documentos del dos mil; pedido que le fue 

concedido, pero tampoco exhibió el plan contable general, balance de 

comprobación y plan de cuentas, señalando que no podía hacerlo porque el 

contador de la empresa de ese periodo, el procesado Roger Espinoza Romero, 

sufrió el robo de la computadora donde guardaba la información solicitada. 

1.2.4 La fiscalización determinó que no se ha aportado la documentación que 

detalle los nombres y apellidos de los trabajadores, documento de identidad, 

detalle de las labores realizadas por cada uno, los días y cantidad de horas 

trabajadas diariamente, siendo importantes, porque de acuerdo a lo estipulado 

en el contrato se necesitaba esos datos para la liquidación del pago mensual a 

efectuar al proveedor; y, aun cuando no eran trabajadores de Courier San 

Martín de Forres, era ilógico que no realizaran control de la documentación por 

tareas asignadas, cuando esos servicios se efectuaban para posteriormente 

realizar los pagos a sus proveedores, sin adjuntar tampoco la documentación 

referida a los servicios de traslado y entrega de cargo, como guías de remisión 

y relación con los datos de los choferes, destinos y tiempos en que se prestaba 

el servicio. 

(…) 

1.2.6 La administración tributaria determinó que el perjuicio irrogado por los 

comprobantes de pago no fehacientes, y operaciones comerciales no reales 

asciende a dos millones sesenta y nueve mil setecientos treinta y ocho nuevos 

soles (S/. 2'069,738.00). 

b) A fojas 235 obra el Dictamen 086-2021-MP-FN-1FSP, que establece como

hechos imputados lo siguiente:

La administración tributaria como resultado del procedimiento de fiscalización 

a la empresa Courier San Martin de Forres S.A -hoy Time Courier SAC- 

efectúo reparos al crédito fiscal del Impuesto General a las Ventas de octubre, 

noviembre y diciembre de 2000, al sustentarse en facturas que correspondían a 

operaciones no reales; y al Impuesto a la Renta del ejercicio 2000 por gastos 

sustentados en recibos por honorarios no fehacientes de setiembre a diciembre 

de 2000, consignando montos mayores a los que efectivamente habían pagado, 

así como, por las facturas correspondientes a operaciones no reales, 

emitiéndose como consecuencia de ello, resoluciones de determinación y de 

multa por infracciones tipificadas en el Código Tributario. 

c) A fojas 14 se tiene la Resolución de fecha 26 de julio de 2021, que

estableció como hechos materia de imputación los siguientes:

En suma, la imputación señala el empleo de una modalidad defraudatoria por 

parte de Juan Carlos Baca Sotomayor, representante de la contribuyente 

Courier San Martín de Forres S.A., de haber emitido y manipulado recibos por 

honorarios de sus extrabajadores entre los meses de septiembre y diciembre de 
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2000, consignando montos mayores a los que efectivamente habían pagado con 

la ilícita finalidad de incrementar sus gastos y reducir el Impuesto a la Renta 

del Ejercicio Fiscal 2000 (recibos por honorarios no fehacientes); así también, 

en cuanto al impuesto general a la venta, se habría beneficiado indebidamente 

con el crédito fiscal durante los meses de octubre, noviembre y diciembre de 

2000 empleando facturas que simulaban la prestación del servicio de personal 

de la Cooperativa de Trabajo y Fomento del Empleo "Perú 2000" Ltda., Arvec 

Consultores S.A.C., representada por el procesado Benjamín Ángel Ventura 

Rivera y, como persona natural, el procesado Hugo Luis Cueva Egúsquiza 

(operaciones no reales). 

8. Se observa, a fojas 40, que el demandante presentó un escrito en el que deduce la

excepción de prescripción de la acción penal ante la Sala Penal Permanente de la

Corte Suprema de Justicia de la República, a efectos de que la citada instancia

resuelva –conjuntamente con los recursos de nulidad presentados contra la

sentencia condenatoria– el extremo referido a la prescripción de la acción penal,

argumentando para ello que el plazo de prescripción se había cumplido

holgadamente el 22 de febrero de 2022.

9. En este contexto es que la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia

emite la resolución de fecha 26 de julio de 2021, mediante la que declara, entre

otras cosas, infundada la excepción de prescripción deducida por el demandante

en dicha instancia. Sobre este punto, cuestiona el demandante el hecho de que se

haya desestimado la excepción de prescripción deducida cuando –a su parecer– el

plazo prescriptorio se había cumplido.

10. Al respecto, de la cuestionada resolución suprema se advierte que, para desestimar

la excepción de prescripción de la acción penal (fs. 23-24), expone que:

En ese sentido, corresponde dilucidar el primer aspecto, tanto más si los 

procesados Juan Carlos Baca Sotomayor y Roger Américo Espinoza Romero, en 

los escritos presentados ante, esta Instancia Suprema, aducen que el ilícito 

prescribió el veintidós de febrero, de dos mil veintiuno.  

9.1. El delito de consumó el treinta y uno de diciembre de dos mil. 

9.2. La comisión del delito de obtención indebida de crédito fiscal, imputada a los 

procesados, está conminada con una pena privativa de libertad no menor ocho ni 

mayor de doce años. La prescripción extraordinaria (artículo 83 del código Penal) 

para dicho delito es de dieciocho años desde la fecha de su consumación.  

9.3. Por otro lado, desde el cinco de agosto de dos mil catorce (foja 5358) hasta el 

veintiocho de septiembre de dos mil dieciséis (foja 5410), se suspendió la causa, 

por existir un proceso en la vía contencioso-administrativo, lo que dio lugar a que 

se declarara fundada la cuestión prejudicial promovida por uno de los procesados, 

por lo que el plazo de prescripción quedó suspendido por el plazo de dos años, un 

mes y veintitrés días. 

9.4. De ese modo, desde el treinta de diciembre de dos mil, debe correr el término 

que corresponde a la prescripción extraordinaria (dieciocho años), con el 



EXP. N.° 00985-2022-PHC/TC  

LIMA 

JUAN CARLOS BACA SOTOMAYOR 

descuento del tiempo transcurrido desde que se declaró fundada la cuestión 

prejudicial (dos años, un mes y veintitrés días), lo cual evidenciaría que la acción 

penal habría prescrito el veintiuno de febrero de dos mil veintiuno. 

9.5. Empero, es menester excluir también de ese plazo el tiempo transcurrido 

durante el estado de emergencia nacional para; prevenir la COVID-19, puesto que 

existe normatividad que suspendió los plazos procesales de prescripción y 

caducidad emitidos por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial. 

11. Como es de verse, la Sala suprema consideró que el delito prescribía, en principio,

el 21 de febrero de 2021. No obstante, aplicó suspensión del plazo de prescripción

en virtud del estado de emergencia nacional por la pandemia del Covid-19.

12. Este Tribunal Constitucional considera oportuno establecer algunas

consideraciones sobre la suspensión de los plazos de prescripción de la acción

penal por el estado de emergencia nacional debido a la pandemia del Covid-19.

13. Respecto a la existencia de causales o situaciones de suspensión del plazo de

prescripción, en el presente caso se debe tener en cuenta que, en el mes de marzo

del año 2020, como consecuencia de la pandemia del Covid-19, se autorizó la

suspensión de todo tipo de plazos procesales, conforme lo dispone el numeral

cinco de la Segunda Disposición Complementaria Final del Decreto de Urgencia

026-2020, de fecha 15 de marzo de 2020.

14. Dicha disposición refiere que

En el marco del Estado de Emergencia declarado mediante Decreto Supremo Nº 

008-2020-SA, el Poder Judicial y los organismos constitucionales autónomos

disponen la suspensión de los plazos procesales y procedimentales que

consideren necesarios a fin de no perjudicar a los ciudadanos así como las

funciones que dichas entidades ejercen.

15. Dentro de dicho marco jurídico, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial emitió las

resoluciones administrativas 115-2020-CE-PJ, 117-2020-CE-PJ, 118-2020-CE-PJ,

061-2020-P-CE-PJ, 062-2020-CE-PJ y 157-2020-CE-PJ, que expresamente

suspendieron los plazos procesales desde el 16 de marzo hasta el 30 de junio del

2020; es decir, por 3 meses y 15 días.

16. Conforme se expone en la ejecutoria suprema impugnada, dicho periodo de

tiempo no es considerado para el cómputo del plazo prescriptorio, por lo que la

prescripción no operaría luego de transcurrido el plazo legal, sino luego de

transcurrido dicho plazo, más 3 meses y 15 días.

17. Conforme a lo expuesto, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de

Justicia determinó que el cómputo del plazo prescriptorio se inicia el 30 de
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diciembre de 2000 y habría vencido el 21 de febrero de 2021 (considerando 9.4 de 

la ejecutoria, a fojas 24 de autos). No obstante, descuenta para efectos del 

cómputo del plazo de la prescripción la suspensión de plazos procesales dispuesta 

con ocasión de la pandemia por el Covid-19,  por lo que en la referida  Resolución 

Suprema R.N. 237-2021 (f. 14) el 26 de julio de 2021, se establece que  aquella 

habría sido emitida cuando el plazo de prescripción aún no había operado. 

18. Este Tribunal discrepa de dicha argumentación, por las siguientes razones:

a. La habilitación contenida en el Decreto de Urgencia 026-2020, permite que

el Poder Judicial regule las situaciones en las que no es posibles continuar

con la prestación del servicio de administración de justicia. Ello ya ha

ocurrido, por ejemplo, cuando se ha producido un terremoto que afecta la

prestación de dicho servicio (R.A. 220-2007-CE-PJ, en el caso del terremoto

que se produjo el año 2007 y afectó severamente las localidades de Chincha

o Pisco), o cuando se produce una huelga de trabajadores del Poder Judicial,

que impide el funcionamiento total o parcial de los órganos jurisdiccionales

de un distrito judicial (R.A. 000839-2019-P-CSJAN-PJ, emitida por el

presidente de la Corte Superior de Justicia de Ancash).

b. Tal habilitación permite regular la actuación de los órganos jurisdiccionales

y el acceso a estos por parte de la ciudadanía, para el ejercicio y protección

de sus derechos, en un contexto excepcional. Así, permite la suspensión de

los plazos procesales cuando los ciudadanos se encuentran imposibilitados,

materialmente, de ejercer su derecho de acción; presentar escritos, recursos

impugnatorios y medidas cautelares; programar o continuar con las

audiencias programadas; o desarrollar las diversas actividades

jurisdiccionales agendadas en los procesos en trámite o en ejecución. Ello

permite que, en la situación excepcional por todos conocidas, no se

computen los plazos procesales afectando los derechos de los litigantes.

c. Si bien en estos casos los plazos procesales para la presentación de las

demandas, escritos y recursos se encuentra regulada expresamente en las

normas procesales pertinentes, ante la imposibilidad de presentar y que se

recepcionen dichos documentos durante un periodo de la pandemia, en la

que las oficinas competentes del Poder Judicial no prestaron atención a las

partes litigantes o interesados; tal hecho se encuentra justificado por el

derecho a la tutela procesal efectiva, así como por las garantías del debido

proceso, dado que la suspensión de labores afectó a todos los usuarios del

servicio de administración de justicia.
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d. Distinto es el caso de la prescripción de la acción penal. En primer lugar,

porque el ejercicio de la acción penal está sujeta a un plazo, regulado en una

norma con rango de ley, y cuya determinación depende de la gravedad del

delito imputado.

e. En ese sentido, su regulación se encuentra prevista en una norma de rango

legal, esto es, el Código Penal, aprobado mediante Decreto Legislativo 635,

por lo que ni el DU 026-2020 tiene entidad suficiente para modificar los

supuestos regulados al respecto (artículo 118, inciso 19 de la Constitución),

ni tampoco pueden hacerlo disposiciones de inferior jerarquía, como las

resoluciones administrativas 115-2020-CE-PJ, 117-2020-CE-PJ, 118-2020-

CE-PJ, 061-2020-P-CE-PJ, 062-2020-CE-PJ y 157-2020-CE-PJ, que

decretaron la suspensión de los plazos procesales por 3 meses y 15 días.

f. En un Estado constitucional y democrático de derecho, las resoluciones

administrativas se encuentran subordinadas a la Constitución y al

ordenamiento jurídico, no al revés (artículo 51 de la Constitución).

g. En segundo término, la legitimidad del proceso penal, y también de la pena,

derivan del respeto irrestricto de los derechos y garantías que la

Constitución ha establecido al respecto. Una de ellas constituye la

prescripción de la acción penal, la que legitima la persecución y condena,

siempre que se realice dentro de los plazos habilitados para tal efecto. Ello

es correlato del principio de seguridad jurídica, que dimana del artículo 103

de la Constitución, pues tanto el representante del Ministerio Público como

el juez competente y la defensa del procesado, saben que la persecución

penal está sujeta a un plazo cuyo vencimiento impide que la misma

continúe, pues una vez que ocurre o termina el plazo, no es posible

proseguir con el juzgamiento, ni mucho menos condenar a una persona.

h. No puede aceptarse que dicho plazo pueda ser modificado vía un decreto de

urgencia —cuya emisión ha sido regulada para asuntos taxativamente

previstos—, ni mucho menos por una resolución administrativa o mediante

un criterio judicial interpretativo. Cualquiera de tales opciones es

manifiestamente inconstitucional. Distinto es el caso de la determinación del

inicio del cómputo de la prescripción, su suspensión o interrupción, donde

muchas veces ello tiene que ser determinado por el juez penal, pero su

competencia no alcanza a regular, modificar o extender el plazo para que la

prescripción opere.

i. En consecuencia, la interpretación efectuada por la Sala Penal Permanente

de la Corte Suprema de Justicia es manifiestamente inconstitucional, pues
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contraviene los artículos 51 y 103 de la Constitución, al pretender que 

mediante resoluciones administrativas se pueda modificar el contenido de 

una o varias disposiciones legales. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere 

la Constitución Política del Perú, 

HA RESUELTO 

1. Declarar FUNDADA la demanda de habeas corpus; en consecuencia, NULA la

ejecutoria suprema de fecha 26 de julio de 2021 (Recurso de Nulidad 237-2021-

LIMA), mediante la que se declara no haber nulidad en la sentencia condenatoria

de fecha 19 de enero de 2021, y declara infundada la excepción de prescripción

(Expediente 673-2012-0-1826-JR-PE-02), en el extremo referido a don Juan

Carlos Baca Sotomayor.

2. DISPONE que el favorecido sea puesto en libertad, al haber prescrito el plazo

para que el Estado ejerza su poder punitivo, conforme a lo expuesto en la presente

sentencia.

Publíquese y notifíquese. 

SS. 

MORALES SARAVIA 

PACHECO ZERGA 

GUTIÉRREZ TICSE 

DOMÍNGUEZ HARO  

MONTEAGUDO VALDEZ 

OCHOA CARDICH 

PONENTE GUTIÉRREZ TICSE 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO DOMÍNGUEZ HARO 

Con el debido respeto por la opinión de mis honorables colegas magistrados, considero 

pertinente emitir el presente fundamento de voto, a fin de hacer unas precisiones a la 

sentencia estimatoria que suscribo. 

1. En mi opinión, la presente demanda de hábeas corpus resulta fundada, puesto

que, la fundamentación de la nulidad de la Ejecutoria Suprema de fecha 26 de

julio de 2021 [cfr. fojas 14] [Recurso de Nulidad 237-2021-LIMA] ha incurrido

en un vicio o déficit de motivación externa, el que ha sido definido en el literal

“c” del fundamento 7 de la sentencia dictada en el Expediente 728-2008-

PHC/TC en los siguientes términos: “[e]l control de la motivación también

puede autorizar la actuación del juez constitucional cuando las premisas de las

que parte el Juez no han sido confrontadas o analizadas respecto de su validez

fáctica o jurídica”. Por dicha razón, considero que se ha violado el derecho

fundamental a la libertad individual y, de modo conexo, el derecho fundamental

a la motivación de las resoluciones judiciales de la parte demandante. Por

consiguiente, considero que la citada sentencia debe ser declarada nula, como

también lo sostienen mis colegas magistrados.

2. En relación a la conculcación del derecho fundamental a la motivación de las

resoluciones judiciales, la parte demandante adujo que la argumentación que

sirve de respaldo a la citada resolución —en lo que respecta a la desestimación

de su excepción de prescripción— ha partido de una premisa jurídica

notoriamente incorrecta: que la Segunda Disposición Complementaria Final del

Decreto de Urgencia 026-2020 y las distintas resoluciones administrativas

expedidas por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial pueden suspender los

plazos procesales desde el 16 de marzo hasta el 30 de junio del 2020 —es decir,

por un lapso de tiempo ascendente a 3 meses y 15 días—. Consecuentemente,

juzgo que lo argüido califica como una posición iusfundamental amparada por el

ámbito de protección del derecho fundamental a la motivación de las

resoluciones judiciales.

3. A mayor abundamiento, considero necesario puntualizar que, de acuerdo con lo

indicado en el fundamento 7 de la Sentencia 415/2021, emitida en el Expediente

1770-2020-PA/TC, para que revisión en sede constitucional de lo finalmente

decidido en relación a lo determinado en el proceso penal subyacente —en este

caso, la suspensión de la prescripción del ejercicio de la acción penal— no

constituya una intromisión en los fueros propios de la judicatura ordinaria, la

denunciada incorrección en las premisas tiene que, por un lado, ser notoria y,

por eso mismo, fácilmente verificable; y, por otro lado, calificar, en teoría, como

un vicio o déficit trascendente que desvirtúe por completo la justificación del

sentido de lo que finalmente ha sido decidido.
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4. Así pues, en cuanto lo primero, aprecio que la litis es de puro Derecho; en ese

sentido, basta con revisar la motivación de la sentencia sometida a escrutinio

constitucional para advertir, en virtud de un análisis externo, que la

fundamentación ha incurrido en el mencionado vicio o déficit. Y, en lo referido

a lo segundo, advierto que, objetivamente, el yerro en el que se ha incurrido

justifica un fallo diametralmente opuesto al que correspondería: declarar la

prescripción del ejercicio de la acción penal y no una condena.

5. Por todo ello, no corresponde aplicar la causal de improcedencia tipificada en el

numeral 1 del artículo 7 del Nuevo Código Procesal Constitucional.

6. Ahora bien, en cuanto a la actuación reputada como lesiva, coincido enteramente

con los señalado en los fundamentos 12 a 18, por cuanto la fundamentación de la

resolución sometida a escrutinio constitucional ha asumido, equivocadamente,

que el plazo de prescripción puede ser suspendido mediante Decreto de

Urgencia 026-2020 o resoluciones administrativas expedidas por el Consejo

Ejecutivo del Poder Judicial o por interpretaciones jurisdiccionales de las

mismas.

7. En lo que respecta a esto último, resulta imperativo precisar que, en todo caso, la

suspensión de plazos no tiene por lógica limitar derechos fundamentales ni

extender el ejercicio de la acción penal; sino, por el contrario, evitar que el

confinamiento decretado por el Poder Ejecutivo para aminorar la propagación

del Covid 19 —en salvaguarda de la salud de la población— cercene que, en los

hechos, el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la justicia —al

vencerse los plazos para la interposición de demandas—, a la defensa —al

vencerse los plazos para contraargumentar y presentar medios de defensa y

probatorios—y a la pluralidad de instancias —al vencerse el plazo para

impugnar—.

S. 

DOMÍNGUEZ HARO 
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Sumilla. La formalización de la investigación preparatoria 
suspende y no interrumpe el plazo de prescripción de la acción 
penal, debiendo computarse el máximo de la pena más la mitad, 
conforme a los Acuerdos Plenarios número uno-dos mil diez y tres-
dos mil doce, así como la casación número trescientos ochenta y 
dos-dos mil doce-La Libertad.

Lima, veintiocho de marzo de dos mil diecisiete

VISTOS: en audiencia pública, el recurso de casación para 
el desarrollo de doctrina jurisprudencial, en relación con la causal 
de inobservancia de las normas legales de carácter procesal, 
interpuesto por el representante del Ministerio Público, contra el 
auto de vista del primero de abril de dos mil quince, obrante a 
fojas ciento veintinueve del cuaderno de debate, en el extremo 
que declaró infundado el recurso de apelación y confi rmó la 
Resolución número diez, del nueve de enero de dos mil quince, 
que de ofi cio declaró prescrita la acción penal a favor de Juan 
Carlos Chuquiruna Padilla y Jeancarlos Miguel Escribano 
Calderón, por el delito contra la vida, el cuerpo y la salud–
lesiones leves, en agravio de Rully Alexander Paredes Cabrera, 
Kenny Aníbal Vega Cadillo y Juan Carlos Vásquez Imán; con lo 
demás que contiene.

Intervino como ponente el señor Juez Supremo Neyra Flores.

I. FUNDAMENTOS DE HECHO

I. Del itinerario de la causa en primera instancia

PRIMERO. Los encausados Juan Carlos Chuquiruna 
Padilla y Jeancarlos Miguel Escribano Calderón son procesados 
penalmente con arreglo al Código Procesal Penal–D. L. número 
novecientos cincuenta y siete. El señor Fiscal Provincial Penal 
Corporativo de Nuevo Chimbote, mediante disposición número 
siete del diecinueve de diciembre de dos mil doce, de 
fojas tres de la carpeta fi scal, dispuso formalizar investigación 
preparatoria contra los precitados por el delito contra la vida, el 
cuerpo y la salud-lesiones leves, en agravio de Rully Alexander 
Paredes Cabrera, Kenny Aníbal Vega Cadillo y Juan Carlos 
Vásquez Imán. Mediante Resolución número uno, de fecha siete 
de enero de dos mil trece, de fojas diez de la carpeta fi scal, el 
Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria de la Corte 
Superior de Justicia del Santa tiene por comunicada la citada 
disposición.

SEGUNDO. El representante del Ministerio Público, con 
Disposición número nueve, del cuatro de abril de dos mil trece, 
a fojas treinta y cuatro de la carpeta fi scal, dispuso ampliar la 
formalización de la investigación preparatoria contra Jeancarlos 
Miguel Escribano Calderón, Juan Carlos Chuquiruna Padilla y 
Jarvish Nolasco Romero, por la presunta comisión del delito 
contra la administración pública, en su modalidad de abuso 
de autoridad, en agravio de Rully Alexander Paredes Cabrera, 
Kenny Aníbal Vega Cadillo y Juan Carlos Vásquez Imán. 
Mediante Resolución número cuatro, de fecha diez de abril de 
dos mil trece, el órgano jurisdiccional, tiene por comunicada la 
citada disposición. Y, con fecha trece de mayo de dos mil trece, 
el representante del Ministerio Público dispuso prorrogar por 
cincuenta días el plazo de investigación preparatoria contra los 
precitados, que el Juzgado de Investigación Preparatoria la tiene 
por comunicada, mediante Resolución número cinco, del veinte 
de mayo de dos mil trece.

TERCERO.

i) Mediante requerimiento mixto del veintitrés de julio de dos 
mil trece, de fojas setenta de la carpeta fi scal, el representante del 
Ministerio Público procede a realizar lo siguiente:

Primer petitorio: requiere al Juzgado de Investigación 
Preparatoria el sobreseimiento de la causa seguida contra 
Jeancarlos Miguel Escribano Calderón, Juan Carlos Chuquiruna 
Padilla y Jarvish Nolasco Romero por la presunta comisión del 
delito contra la administración pública, en la modalidad de abuso 
de autoridad, en agravio de Rully Alexander Paredes Cabrera, 
Kenny Aníbal Vega Cadillo y Juan Carlos Vásquez Imán, y se 
ordenó el archivo defi nitivo de los actuados. Segundo petitorio: 
requerimiento de acusación fi scal contra Jeancarlos Miguel 
Escribano Calderón y Juan Carlos Chuquiruna Padilla por 
la comisión del delito contra la vida, el cuerpo y la salud en la 
modalidad de lesiones leves, previsto y sancionado en el artículo 
ciento veintidós, primer párrafo, del Código Penal, en agravio de 
Rully Alexander Paredes Cabrera, Kenny Aníbal Vega Cadillo y 
Juan Carlos Vásquez Imán.

ii) Hechos imputados: de los actuados en sede fi scal se 
desprende que el día tres de diciembre de dos mil once, a las 
catorce horas con cuarenta y cinco minutos aproximadamente, 
José Wilmer Oblitas León denunció ante la comisaría PNP de 
Buenos Aires, del distrito de Nuevo Chimbote, que al llegar a 
su domicilio, ubicado en jirón Huandoy número cuatrocientos 
treinta y uno, urbanización Buenos Aires, de la ciudad de Nuevo 
Chimbote, se percató que le habían sustraído algunos artefactos 
eléctricos, por lo que solicitó al personal policial la realización de 
una inspección técnica policial; en atención a ello, los efectivos 
policiales denunciados procedieron a dirigirse al domicilio señalado: 
José Wilmer Oblitas León, Juan Carlos Chuquiruna Padilla y 
Jeancarlos Miguel Escribano Calderón, en la camioneta marca 
Nissan, modelo Murano, placa de rodaje HIOB-cero noventa y 
tres, de propiedad del denunciante José Oblitas. En el transcurso 
del camino, el SO3 PNP Jeancarlos Miguel Escribano Calderón 
sugiere dirigirse al asentamiento humano siete de Julio, porque 
recibió un dato de que en ese lugar existía una casa donde se 
guardaban cosas robadas. Al llegar, se percataron de la presencia 
de un automóvil de color plomo con tres ocupantes y en la parte 
posterior cargaban artefactos eléctricos; según versión de los 
efectivos, tenía la placa cubierta. Posteriormente, la víctima de 
hurto, reconoció como suyo el equipo de sonido que aquellos 
transportaban, por lo que los efectivos acusados decidieron 
acercarse al vehículo y conminaron a sus ocupantes a bajar del 
mismo. Sin embargo, emprendieron la huida y lograron escapar, 
pues pensaron que se trataba de delincuentes que les querían 
robar las cosas que traían consigo. Ante el intento de huida, los 
efectivos policiales efectuaron disparos con arma de fuego contra 
el vehículo donde se encontraban los agraviados, y les causaron 
lesiones, ello acreditado con el certifi cado médico legal. En ese 
momento se inició la persecución, y luego de una interrupción por 
haberlos perdido de vista, se reinició cuando los policías divisaron 
el auto de los agraviados a la altura del centro comercial Plaza 
Vea, por la carretera Panamericana Norte, la misma que terminó 
minutos más tarde, en las afueras de la comisaría PNP de Buenos 
Aires, con la detención de los hoy agraviados. Después, se pudo 
determinar que estos no eran delincuentes, sino que se había 
tratado de una confusión por parte de los efectivos policiales 
intervenidos, y que habían sido alcanzados por los impactos de 
bala disparados por los acusados hacia el vehículo donde se 
transportaban al momento de la huida.

CUARTO. A fojas ciento cincuenta y dos de la carpeta fi scal, 
obra el Acta de audiencia de requerimiento mixto, de fecha cuatro 
de octubre de dos mil trece, presidido por el Juez de la Investigación 
Preparatoria. Con fecha veinticinco de julio de dos mil catorce 
y en audiencia continuada de requerimiento mixto, conforme al 
acta, de fojas doscientos ochenta, el Juzgado de Investigación 



8020 El Peruano
Miércoles 14 de marzo de 2018JURISPRUDENCIA

Preparatoria emite Resolución número veintiocho, donde resuelve 
declarar fundado el requerimiento de sobreseimiento solicitado 
por el representante del Ministerio Público. En el mismo acto, y 
mediante Resolución número veintinueve, se declara la validez 
formal y sustancial del requerimiento acusatorio contra los 
imputados Jeancarlos Miguel Escribano Calderón y Juan Carlos 
Chuquiruna Padilla, en la investigación que se les sigue por delito 
de lesiones leves (primer párrafo del artículo ciento veintidós 
del Código Penal), en agravio de Rully Alexander Paredes 
Cabrera, Kenny Aníbal Vega Cadillo y Juan Carlos Vásquez 
Imán. Finalmente, en la misma audiencia continuada, mediante 
Resolución número treinta y dos, se dicta auto de enjuiciamiento 
contra los precitados acusados.

QUINTO. A fojas ochenta del cuaderno de debate obra el Acta 
de registro de audiencia de juicio oral, de fecha veintinueve de 
diciembre de dos mil catorce, donde el Juzgado Penal Unipersonal 
Transitorio del Santa (Sede Central) declara instalada la presente 
audiencia y concede el uso de la palabra al representante del 
Ministerio Público, a fi n de que proceda con sus alegatos de 
apertura.

5.1. Acto seguido, el abogado de Juan Carlos Chuquiruna 
Padilla precisó:

5.1.1. Que, teniendo en cuenta lo que prevé el artículo 
ochenta y tres, ochenta y cuatro y el ochenta del Código Penal 
y lo que establece el Acuerdo Plenario número tres-dos mil doce, 
en concordancia con la casación número trescientos ochenta y 
tres-dos mil doce de La Libertad, que conforme al artículo nueve 
del Código Penal que la acción se cometió el tres de diciembre de 
dos mil once, y a la fecha han transcurrido tres años con veintiséis 
días, ha operado el plazo de la prescripción extraordinaria, 
previsto en el artículo ochenta y tres del Código Penal.

5.1.2. Que invoca como doctrina penal la casación 
jurisprudencial vinculante, y el artículo trescientos cincuenta y dos, 
inciso cuatro, del Código Procesal Penal; solicita que se proceda 
a dictar un sobreseimiento de ofi cio, teniendo en cuenta el artículo 
doscientos cuarenta y cuatro, inciso dos, párrafo c, del citado 
Código, en concordancia con el artículo ochenta y ochenta y tres 
del Código Penal.

5.1.3. Que esta acción penal a la fecha ya ha prescrito, que ha 
transcurrido un exceso de veintiséis días de plazo extraordinario 
de la prescripción, por lo que solicita que se declare fundado 
el sobreseimiento de ofi cio, porque la acción penal que se ha 
extinguido, se ampara en el artículo trescientos cincuenta y dos, 
inciso cuatro, en concordancia con el artículo trescientos cuarenta 
y cuatro, inciso dos, parágrafo c, del Código Procesal Penal.

5.2. El abogado de Jeancarlos Miguel Escribano Calderón 
precisó:

5.2.1. Que en este caso se ha presentado una causa que 
extingue la responsabilidad penal y es la prescripción de la 
acción penal, que se establece en el artículo ochenta del Código 
Penal.

5.2.2. Que los hechos datan del tres de diciembre de dos mil 
once, y a la fecha ha superado una prescripción extraordinaria.

5.2.3. Que, de acuerdo con el tipo penal del artículo ciento 
veintidós, por el delito de lesiones leves se establece una pena no 
mayor de dos años, además que la suspensión se daría desde las 
actuaciones del Ministerio Público.

5.2.4. Asimismo, concuerda con lo establecido con el abogado 
de Chuquiruna Padilla.

5.3. El Juez corre traslado al Fiscal para su pronunciamiento, 
precisando:

5.3.1. En cuanto al pedido del abogado de Chuquiruna Padilla, 
que se ha amparado en el Acuerdo Plenario número tres-dos mil 
doce, pero no se ha tenido en cuenta que el artículo trescientos 
noventa y nueve, numeral uno, del Código Procesal Penal, señala 
que la formalización de investigación preparatoria suspende el 
plazo de prescripción.

5.3.2. Si bien el Acuerdo Plenario número tres-dos mil doce 
señala que ese plazo de suspensión no puede ser ilimitado, 
siendo el máximo de la pena más la mitad y, en este caso, aún no 
ha transcurrido, por lo que no procede lo solicitado por el abogado 
de la defensa.

SEXTO. En audiencia continuada de juicio oral, de fecha 
nueve de enero de dos mil quince, obrante en acta de fojas 
ochenta y ocho, el Juzgado Unipersonal emite la Resolución 
número diez, mediante la cual declara fundada la prescripción de 
la acción penal en los seguidos contra los acusados Juan Carlos 
Chuquiruna Padilla y Jeancarlos Miguel Escribano Calderón, 
sobre la base de los siguientes fundamentos:

6.1. Desde el punto de vista general, la prescripción es una 
institución jurídica mediante la cual por el transcurso del tiempo la 
persona adquiere derechos o se libera de obligaciones; y desde 
la óptica penal es una causa de extinción de la acción y de la 
responsabilidad criminal fundada en la acción del tiempo sobre los 
acontecimientos humanos en la renuncia del Estado a su poder 
punitivo, bajo este supuesto que el tiempo transcurrido borra los 
efectos de la infracción.

6.2. Nuestra doctrina actual, en jurisprudencia en materia 
penal, nos enseña que mediante la prescripción se limita la 

potestad punitiva del Estado, dado que se extingue la posibilidad 
de investigar un hecho criminoso y la responsabilidad del supuesto 
autor o autores del mismo, evitando que haya una persecución.

6.3. En nuestro ordenamiento jurídico, la prescripción de la 
acción penal se encuentra prevista en el Código Penal, en el 
artículo setenta y ocho, que prevé que la acción penal se extingue 
por tal causal; en el artículo ochenta y tres, último párrafo, del 
Código Penal, sin embargo, la acción penal prescribe, en todo 
caso, cuando el tiempo transcurrido sobrepase una mitad al plazo 
ordinario de prescripción.

6.4. Asimismo y bajo estas ideas, es de defi nirse sin mayor 
contradicción ni implicancias normativas respecto al plazo de 
prescripción extraordinaria en la cual debe tomarse en cuenta 
lo dispuesto en el último párrafo del artículo ochenta y tres del 
Código Penal, que es la norma jurídica que está bajo comento, la 
cual dispone que la acción penal prescribe en un tiempo igual a la 
pena máxima más una mitad.

6.5. En el caso de autos, como ya se ha manifestado, los 
hechos materia de investigación habrían ocurrido el tres de 
diciembre del año dos mil once; en su oportunidad, los hechos 
han sido subsumidos en el artículo ciento veintidós del Código 
Penal, que prevé una pena privativa de libertad no mayor de dos 
años. Entonces, a la fecha, han transcurrido tres años, un mes y 
siete días; por lo tanto, ha transcurrido en demasía el plazo de 
prescripción, tomando en cuenta el artículo de ochenta y tres, 
último párrafo, del Código Penal.

SÉPTIMO. Contra la referida Resolución número diez, 
la Fiscal encargada del Segundo Despacho de Investigación 
de la Primera Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Nuevo 
Chimbote interpone recurso de apelación, por escrito del catorce 
de enero del dos mil quince, obrante a fojas setenta y tres del 
cuaderno de debate; el mismo que fue admitido por el Juzgado 
Unipersonal, conforme se aprecia de la resolución número once, 
del quince de enero de dos mil quince, obrante a fojas setenta 
y cinco.

II. Del trámite recursal en segunda instancia

OCTAVO. La Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior 
de Justicia del Santa, culminada la fase de traslado de la 
impugnación, mediante resolución del doce de marzo de dos mil 
quince, de fojas ciento uno del cuaderno de debate, señaló fecha 
para la audiencia de apelación de auto, emplazando a los sujetos 
procesales, a fi n de que concurran a esta.

NOVENO: Realizada la audiencia de apelación el treinta de 
marzo de dos mil quince, y conforme aparece del acta de fojas 
ciento veinticinco, la Sala de Apelaciones dio por concluida 
la audiencia, para que el primero de abril de dos mil quince 
cumpla con emitir el respectivo auto de vista, de fojas ciento 
veintinueve.

DÉCIMO. El auto de vista recurrido en casación confi rmó la 
Resolución número diez, de fecha nueve de enero de dos mil 
quince, por la cual declara prescrita la acción penal por el delito 
imputado de lesiones leves contra Juan Carlos Chuquiruna Padilla 
y Jeancarlos Miguel Escribano Calderón, en agravio de Rully 
Alexander Paredes Cabrera, Kenny Aníbal Vega Cadillo y Juan 
Carlos Vásquez Imán; con lo demás que contiene.

III. Del trámite del recurso de casación

UNDÉCIMO. El representante del Ministerio Público 
interpuso recurso de casación, mediante escrito de fojas ciento 
cuarenta y ocho, introduciendo como motivo de casación lo 
dispuesto en el inciso cuatro del artículo cuatrocientos veintisiete 
del Código Procesal, que regula el supuesto excepcional de 
desarrollo de la doctrina jurisprudencial, si debe interpretarse 
la palabra suspensión del curso de la acción penal contenida 
en el artículo trescientos treinta y nueve, inciso uno, del Código 
Procesal Penal como interrupción, con relación a la causal 
prevista en el inciso dos, del artículo cuatrocientos veintinueve, 
del Código Procesal Penal; esto es, que el auto de vista ha sido 
expedido inobservando las normas legales de carácter procesal, 
como es el artículo trescientos treinta y nueve, inciso uno, del 
Código Procesal Penal.

DUODÉCIMO. El recurrente alega en su recurso que:

12.1. Los Acuerdos Plenarios número uno-dos mil diez/CJ-
ciento dieciséis y número tres-dos mil doce/CJ-ciento dieciséis ya 
han dejado zanjado que, tras la formalización de la investigación 
preparatoria, resulta de aplicación la regla de la suspensión del 
plazo de prescripción y no de la interrupción.

12.2. No obstante, la Sala Penal de Apelaciones de la Corte 
Superior de Justicia del Santa, a través de la resolución de vista, 
obrante a fojas ciento veintinueve, del uno de abril del dos mil 
quince, no solo se aparta de la doctrina jurisprudencial establecida 
por la Corte Suprema en los citados Acuerdos Plenarios, sino 
también deja sentado lo siguiente: “Debe interpretarse la palabra 
suspensión del curso de la acción penal contenida en el artículo 
trescientos treinta y nueve, inciso uno, del Código Procesal Penal 
como interrupción”.

12.3. Este criterio no es compartido por el recurrente; en 
consecuencia, la acción penal por el delito de lesiones bajo 
examen aún no habría prescrito.

12.4. Se ha inobservado una norma jurídica de necesaria 
aplicación, dado que no ha aplicado el inciso dos del artículo 
cuatrocientos veintinueve del Código Procesal Penal
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DECIMOTERCERO. Cumplido el trámite de traslados a los 
sujetos procesales por el plazo de diez días, esta Suprema Sala, 
atendiendo a que efectivamente la Sala de Apelaciones se habría 
apartado de los Acuerdos Plenarios ya señalados al declarar 
infundado el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía y 
confi rmar la resolución del nueve de enero de dos mil quince, 
que declaró prescrita la acción penal por el delito de lesiones 
leves contra los pro1cesados Juan Carlos Chuquiruna Padilla y 
Jeancarlos Miguel Escribano Calderón; y habiéndose constatado 
la existencia de la fundamentación específi ca exigida, a tenor 
de lo dispuesto por el inciso tercero del numeral cuatrocientos 
treinta del Código Procesal Penal; mediante Ejecutoria –del 
cinco de octubre de dos mil quince, de fojas veinticuatro, 
del cuaderno formado en esta Corte Suprema– declaró bien 
concedido el recurso de casación para el desarrollo de doctrina 
jurisprudencial, inciso cuatro del artículo cuatrocientos veintisiete 
del Código Procesal Penal, en relación con la causal contenida 
en el inciso dos del artículo cuatrocientos veintinueve del 
mismo Código; esto es, si el auto de vista ha sido expedido 
inobservando las normas legales de carácter procesal, como 
es el artículo trescientos treinta y nueve, inciso uno, del Código 
Procesal Penal, cuando la Sala de Apelaciones considera que 
debe interpretarse la palabra suspensión del curso de la acción 
penal contenida en el artículo trescientos treinta y nueve, inciso 
uno, del Código Procesal Penal, como una interrupción.

DECIMOCUARTO. Instruido el expediente en Secretaría, 
señalada la audiencia de casación para el catorce de marzo 
del año en curso, instalada la audiencia, con la presencia del 
representante del Ministerio Público, y realizados los pasos que 
corresponden conforme al acta que antecede, el estado de la 
causa es la de expedir sentencia.

DECIMOQUINTO. Deliberada la causa en secreto y votada 
el día de la fecha, esta Suprema Sala cumplió con pronunciar 
la presente sentencia de casación, cuya lectura en audiencia 
pública –con las partes que asistan– se realizará por la Secretaría 
de la Sala el día de la fecha a las ocho horas con treinta minutos 
de la mañana.

II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

I. Del ámbito de la casación

PRIMERO. Conforme ha sido establecido por la Ejecutoria
Suprema de fojas veinticuatro del cuaderno de casación, del 
cinco de octubre de dos mil quince, el motivo de casación 
admitido es:

1.1. Defi nir si la palabra suspensión del curso de la acción 
penal contenida en el artículo trescientos treinta y nueve, inciso 
uno, del Código Procesal Penal debe interpretarse como una 
interrupción.

1.2. Determinar si el auto de vista (que confi rma la resolución 
que declara fundada de ofi cio la prescripción de la acción penal) 
ha sido expedido inobservando las normas legales de carácter 
procesal, como es el artículo trescientos treinta y nueve, inciso 
uno, del Código Procesal Penal.

II. Del pronunciamiento del Tribunal de Apelación

SEGUNDO. El auto de vista impugnado en casación precisa
que, por lo dispuesto en el artículo veintidós de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, se aparta de los Acuerdos Plenarios número 
uno-dos mil diez y tres-dos mil doce, fundamentando lo siguiente:

a) No compartimos que la razón de la interpretación dada
al numeral trescientos treinta y nueve, inciso uno, del NCPP sea 
la institución del plazo razonable para punir, pues este plazo el 
NCPP lo ha institucionalizado al señalar plazos específi cos para 
la investigación preliminar; plazo de investigación preparatoria 
en casos simples y complejos y sus prórrogas con el correlativo 
control de los mismos por el Juez de Investigación Preparatoria. 
Asimismo, conexo tenemos el plazo de prisión preventiva, 
el control de los mismos, y, en suma, el plazo razonable del 
proceso que, materialmente, se sustenta en la naturaleza 
del delito cometido, en la actuación imputable a los órganos 
judiciales –Fiscalía y Poder Judicial– y a causas imputables a 
los propios imputados; y por último la complejidad del caso por 
el número de imputados, difi cultad de actuación de elementos de 
convicción, etc.

b) De tener en cuenta ese plazo de suspensión procesal
como plazo razonable para punir, entonces, con ello se estaría 
desnaturalizando la institución de plazos procesales a que se ha 
hecho mención precedentemente.

c) Si tenemos en cuenta el razonamiento del plenario, el
plazo de prescripción sería el doble de lo que se concebía y el 
triple del plazo ordinario para el delito incriminado; en delitos 
con penas mayores y, con mayor razón, en delitos penados 
con cadena perpetua, estaríamos ante un supuesto de 
desaparición de la prescripción, lo cual va en contra de lo que 
se han delimitado los plazos máximos de prescripción en el 
artículo ochenta y en el Acuerdo Plenario número nueve-dos 
mil siete/CJ-ciento dieciséis de fecha dieciséis de noviembre 
de dos mil siete y con mayor razón se estaría diluyendo lo 
que en el mismo Acuerdo Plenario número uno-dos mil diez/
CJ-ciento dieciséis, en sus fundamentos hace mención a los 
límites a la potestad de punir y a los efectos del tiempo en la 
persecución del delito.

d) Es más, la prescripción, como bien lo ha señalado la a
quo, se funda en los efectos del tiempo ante situaciones jurídicas 
que no pueden quedar irresueltas o mantenerse perpetuamente; 
pues, si bien en materia penal la mayoría de los casos irresueltos 
se debe a la renuencia de los imputados a someterse al proceso, 
y ello debido a que por instinto de conservación, toda persona 
reacciona protegiendo su libertad y por ello elude o fuga; pero 
ser fugitivo no quiere decir que esa persona haya resuelto su 
problema, ya que puede ser más tortuoso que estar en la cárcel 
purgando una condena, pues tiene que estar a salto de mata, no 
alcanzar el sueño, ser juzgado día a día por su conciencia o fuero 
interno; y, por eso, es que el tiempo debe llevar el perdón para 
el perseguido y, por otro lado, responde ante la crisis del mismo 
ente legitimado a perseguir y sancionar, y, en suma, se tiene 
como fundamento de esa institución la seguridad jurídica, que es 
un interés o bien constitucional.

III. Del motivo casacional

TERCERO. El primer motivo de casación admitido está
referido a establecer si la palabra suspensión del curso de la 
acción penal contenida en el artículo trescientos treinta y nueve, 
inciso uno, del Código Procesal Penal debe interpretarse como 
una suspensión propiamente dicha.

CUARTO. La prescripción tiene un sentido de liberación o 
extinción, pudiéndose referir a prescripción de la acción penal 
o de la pena, siendo que la primera está referida a un plazo
de tiempo establecido en la Ley, dentro del cual los órganos
jurisdiccionales pueden iniciar el proceso, pero, fi nalizado, ya no
se puede perseguir el delito; es decir, existiría una imposibilidad
de promover la acción penal luego de haber transcurrido
determinado plazo establecido por la Ley, desde la fecha en que
se cometió el delito. Con relación a esta institución del Derecho
Sustantivo Penal, se encuentran la interrupción y suspensión.
“La interrupción hace perder todo el tiempo corrido a favor del
procesado y comienza a prescribir nuevamente, a partir de la
misma fecha, la acción penal […]. En cambio, la suspensión
consiste solamente en un intervalo que no se computa; cesada
la causa de la suspensión, se cuenta el tiempo anterior a ella, si
lo hubo, y sigue corriendo el termino originario”1. Cada una de
estas instituciones tiene diferentes causales.

QUINTO. En lo que respecta a la suspensión de la 
prescripción, “señala el artículo ochenta y cuatro del Código 
Penal que el plazo de prescripción se suspende ‘si el comienzo 
o la continuación del proceso penal depende de cualquier
cuestión que deba resolverse en otro procedimiento’. Se trata
de un recurso civilista por el que excepcionalmente se suspende 
el cómputo del plazo, hasta tanto se resuelva el asunto –no
penal– que lo motivó. Las cuestiones que suspenden el plazo
de prescripción son dos: a) Cuestiones previas y b) Cuestiones
prejudiciales”2. Sin embargo, dicha institución no solo tiene
regulación en el Código Sustantivo, sino también en el Procesal; 
es así que el artículo trescientos treinta y nueve, inciso uno,
del Código Procesal Penal, cuya interpretación y aplicación ha
dado motivo al presente recurso de casación, establece que
“La formalización de la investigación suspenderá el curso de la
prescripción de la acción penal”. En buena cuenta, lo que hace
el artículo es presentarnos una nueva modalidad de suspensión
del plazo prescriptorio, que se generará a mérito de dicha
disposición fi scal que importa la “promoción de la acción penal,
y da el inicio formal de la intervención jurisdiccional controlando
el mérito de la investigación preparatoria”3. Que, respecto del
sentido que el legislador le dio al artículo trescientos treinta
y nueve, inciso uno, del Código Procesal Penal, ya ha sido
desarrollado por el Acuerdo Plenario de las Salas Penales de la
Corte Suprema número uno-dos mil diez, complementado por el
Acuerdo Plenario número tres-dos mil doce.

SEXTO. La suspensión de la prescripción de la acción penal 
establecida en el artículo trescientos treinta y nueve, inciso uno, 
del Código Procesal Penal tiene un plazo máximo, que es igual 
al plazo ordinario de prescripción más la mitad del mismo, lo cual 
equivale a un plazo extraordinario, conforme a una interpretación 
histórica de la institución de la suspensión dentro del Código 
Penal en el Perú.

SÉPTIMO. Una vez delimitados los conceptos de interrupción 
y suspensión, así como sus diversas consecuencias, es menester 
aplicarlo al artículo trescientos treinta y nueve, inciso uno, del 
Código Procesal Penal, que señala: “La formalización de la 
investigación suspenderá el curso de la prescripción de la acción 
penal”, supuesto adicional al establecido en el artículo ochenta y 
cuatro del Código Sustantivo, de suspensión de prescripción de 
la acción penal, y como tal es pasible de todas las consecuencias 
de dicha institución.

OCTAVO. Los fundamentos esgrimidos por la Sala de 
Apelaciones para fundamentar su apartamiento de la doctrina 

1 BRAMONT ARIAS, Luis Alberto. Derecho penal peruano/ Parte general. Lima: 
Editorial San Marcos, 2004, p. 513.

2 VILLA STEIN, Javier. Derecho penal: Parte general. Lima: Ara Editores, 2014, p. 
619.

3 SAN MARTÍN CASTRO, César. Derecho procesal penal. Lecciones. Lima: 
INPECCP y CENALES Fondo Editorial, 2015, p. 317.
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jurisprudencial sentada en los Acuerdos Plenarios número uno-
dos mil diez y número tres-dos mil doce, citados en el rubro “II. 
Fundamentos de derecho, punto II. Del pronunciamiento del 
Tribunal de Apelación”, acápite segundo, puntos a, b, c y d, son 
ilegales por lo siguiente:

8.1. Respecto del argumento de la supuesta desnaturalización 
de la institución de los plazos procesales, resulta ser contradictoria, 
en tanto que la “suspensión de la prescripción” prevista en el 
artículo trecientos treinta y nueve, inciso uno, del Código Procesal 
Penal, se forja en un proceso estructurado que respeta las 
garantías del debido proceso, promueve valores constitucionales 
medulares y defi nitivos para la protección jurisdiccional efectiva, 
por cuanto lo que la suspensión busca es brindar un tiempo 
razonable al órgano administrador de justicia, así como al de 
persecusión del delito a fi n de que se lleven a cabo las diligencias 
pertinentes dentro del debido proceso.

8.2. Acerca del argumento sobre la duplicidad y la vulneración 
de los plazos máximos de prescripción de la acción penal, son 
conforme al principio de legalidad; por lo tanto, se debe proceder 
a computar el plazo extraordinario de la prescripción de la acción 
penal, desde la formalización de la investigación preparatoria.

8.3. Finalmente, respecto al argumento de la posibilidad del 
autorreproche del propio delincuente como medio alternativo 
a la pena para purgar castigo, expresado con las siguientes 
palabras en el auto de vista recurrido: “Si bien, en materia penal 
la mayoría de los casos irresueltos se debe a la renuencia de 
los imputados a someterse al proceso, y ello debido a que por 
instinto de conservación, toda persona reacciona protegiendo su 
libertad y por ello elude o fuga, pero, ser fugitivo no quiere decir 
que esa persona haya resuelto su problema, pues pueda ser más 
tortuoso que estar en la cárcel purgando una condena, pues tiene 
que estar a salto de mata, no alcanzar el sueño, ser juzgado día 
a día por su consciencia o fuero interno, y, por eso, es que el 
tiempo debe llevar el perdón para el perseguido […]”, no puede 
concebirse que los imputados tengan derecho a la resolución 
del proceso en un plazo razonable en los que el retraso sea 
provocado por su propia actitud procesal para evitar el alcance 
del procedimiento y prescribir el delito, lo que debe evitarse. En 
buena cuenta, la suspensión de la prescripción está inspirada en 
el interés de la sociedad de que no haya delitos impunes, pero 
limitando igualmente a los órganos de persecución penal a actuar 
con celeridad evitando dilaciones indebidas y garantizando el 
debido proceso, conforme lo desarrolló el Acuerdo Plenario de las 
Salas Penales Supremas número tres-dos mil doce en los puntos 
B y D del fundamento jurídico treinta y uno.

NOVENO. El Acuerdo Plenario número uno-dos mil diez se 
encarga de esclarecer que la palabra suspensión contenida en el 
artículo trescientos treinta y nueve, inciso uno, del Código Procesal 
Penal no puede estar referida a un supuesto de interrupción, sino 
más bien a uno de suspensión, como refi ere su tenor literal; y que 
en el Acuerdo Plenario número tres-dos mil doce se determina que 
el plazo máximo que durará la suspensión de la prescripción de 
la acción penal será de un periodo equivalente a la prescripción 
extraordinaria.

DÉCIMO. Sobre el particular, es de suma importancia advertir 
lo ya sentado en la Jurisprudencia vinculante-Casación número 
trescientos ochenta y tres-dos mil doce-La Libertad, del quince de 
octubre de dos mil trece, emitida por la Sala Penal Permanente de 
la Corte Suprema, que señala:

Que la acción delictiva (omisión) se ha mantenido en 
el tiempo de manera permanente, cesando recién el siete 
de enero de dos mil once; momento a partir del cual debe 
computarse el plazo prescriptorio; debiendo tenerse presente 
lo preceptuado por el artículo ochenta del Código Penal de 
mil novecientos noventa y uno, que señala: “La acción penal 
prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada por la 
ley para el delito, si es pena privativa de libertad”, por lo tanto 
el plazo ordinario de prescripción de la acción penal es de tres 
años; sin embargo, al haberse formalizado la investigación –
conforme se verifica de la Disposición fiscal, obrante a fojas 
uno–, se suspende el curso de la prescripción de la acción 
penal, el cual no puede prolongarse más allá de un tiempo 
acumulado equivalente al plazo ordinario más una mitad de 
dicho plazo –tal como lo establece el Acuerdo Plenario número 
tres guion dos mil doce oblicua CJ guion ciento dieciséis–; 
por lo que, en todo caso vence indefectiblemente a los cuatro 
años y seis meses, esto es el día siete de julio del año dos 
mil quince; en consecuencia, debe revocarse la resolución 
impugnada, debiendo declararse infundada la excepción de 
prescripción de la acción penal.4

UNDÉCIMO. En consecuencia, el cómputo de los plazos de 
prescripción de la acción penal en los casos de suspensión por 
formalización de investigación preparatoria, no es ilimitado, sino 
por un periodo equivalente a un plazo ordinario más la mitad, 
por lo que la acción penal prescribirá indefectiblemente cuando 
haya culminado dicho plazo, conforme lo dejó sentado el Acuerdo 
Plenario de las Salas Penales de la Corte Suprema número tres-
dos mil doce.

DUODÉCIMO. El segundo motivo de casación admitido está 
referido a determinar si el auto de vista (que confi rma la resolución 
que declara fundada de ofi cio la prescripción de la acción penal) 
ha sido expedido inobservando las normas legales de carácter 
procesal, como es el artículo trescientos treinta y nueve, inciso 
uno, del Código Procesal Penal.

DECIMOTERCERO. Conforme los fundamentos señalados, 
es de considerarse que el tenor del artículo trescientos treinta 
y nueve, inciso uno, del Código Procesal Penal contempla la 
institución de la suspensión de la prescripción de la acción penal, 
que tiene como un plazo máximo de duración el equivalente a la 
prescripción extraordinaria contemplado en el cuarto párrafo, del 
artículo ochenta y tres, del Código Penal.

DECIMOCUARTO. En el caso concreto, se imputó a los 
procesados –en una misma investigación– el ilícito de lesiones 
graves, tipifi cado en el primer párrafo del artículo ciento veintidós, 
del Código Penal, que prevé una pena privativa de libertad no 
mayor de dos años. Que el presunto delito se habría cometido 
el día tres de diciembre de dos mil once, siendo la Disposición 
de formalización de investigación preparatoria del diecinueve de 
diciembre de dos mil doce.

DECIMOQUINTO. En ese orden de ideas, y aplicando 
debidamente el artículo trescientos treinta y nueve, inciso uno, 
del Código Procesal Penal, es de señalar que desde el tres de 
octubre de dos mil once, en que se habría cometido el delito, hasta 
el diecinueve de diciembre de dos mil doce, en que la Fiscalía 
dispuso formalización de investigación preparatoria, ha pasado un 
año y dieciséis días, lapso que representa el periodo inicial de la 
prescripción.

DECIMOSEXTO. Sin embargo, se da inicio a la suspensión 
de la prescripción de la acción penal con fecha diecinueve de 
diciembre de dos mil doce, y en aplicación del plazo máximo de 
suspensión que es equivalente al máximo de la pena más la mitad, 
tenemos que terminará indefectiblemente pasados tres años (los 
dos años más la mitad, que es uno). Esto fue el diecinueve de 
diciembre de dos mil quince.

DECIMOSÉPTIMO. Es por lo expuesto que se aprecia que 
el auto de vista que confi rma la prescripción de la acción penal 
fue expedido inobservando la norma legal de carácter procesal 
contenida en el artículo trescientos treinta y nueve, inciso uno, 
del Código Procesal Penal, interpretada por el Acuerdo Plenario 
número tres-dos mil doce/CJ-ciento dieciséis, del veintiocho 
de marzo de dos mil doce, siendo que tal acción prescribiría el 
diecinueve de diciembre de dos mil quince. El auto de primera 
instancia fue del nueve de enero de dos mil quince, y el de segunda 
instancia del primero de abril de dos mil quince, fechas en las que 
no había operado tal forma de extinción de la acción penal; sin 
embargo, en la actualidad, ya operó, por lo que se mantendrán 
tales decisiones, pero con la presente motivación.

DECISIÓN

Por estos fundamentos:

I. Declararon INFUNDADO el recurso de casación por 
inobservancia de las normas legales de carácter procesal, como 
es el artículo trescientos treinta y nueve, inciso uno, del Código 
Procesal Penal.

II. ESTABLECIERON, de conformidad con lo previsto en los 
artículos cuatrocientos veintisiete, inciso cuatro, y cuatrocientos 
treinta y tres, inciso tres, ambos del Código Procesal Penal, 
como doctrina jurisprudencial el cuarto, quinto, octavo, noveno y 
undécimo considerandos, del rubro “II. Fundamentos de derecho”.

III. MANDARON que la presente sentencia casatoria se lea en 
audiencia pública por la Secretaria de esta Suprema Sala Penal; 
y, acto seguido, se notifi que a todas las partes apersonadas a la 
instancia, incluso a las no recurrentes.

IV. DISPUSIERON que se transcriba la presente Ejecutoria 
a todas las Cortes Superiores de Justicia del país, para su 
conocimiento y fi nes, y se publique en el diario ofi cial El Peruano.

V. ORDENARON que, cumplidos estos trámites, se devuelva 
el proceso al órgano jurisdiccional de origen, y se archive el 
cuaderno de casación en esta Corte Suprema.

S.S.

VILLA STEIN

PARIONA PASTRANA

NEYRA FLORES

SEQUEIROS VARGAS

FIGUEROA NAVARRO

4 Es de precisarse que, en el presente caso, al analizar la fase comisiva del 
delito, la Sala Penal Suprema ha determinado que la contaminación ambiental 
producida se trataría de un delito omisivo y permanente, precisando que 
corresponde aplicar el inciso cuatro del artículo ochenta y dos del Código Penal, 
el cual establece que el momento a partir del cual empieza a computarse el plazo 
para la prescripción es “a partir del día en que cesó la permanencia”, y ya que el 
procesado, en su condición de representante legal de la empresa minera, recién 
con fecha siete de enero de dos mil once obtuvo la aprobación del Plan de Cierre 
de Pasivos Ambientales. Por lo que habría cesado la permanencia del delito en 
una fecha posterior a la de formalización de investigación preparatoria (quince de 
septiembre de dos mil dieciséis).
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